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INTRODUCCIÓN 
Desde los años 60´s del siglo pasado el consumidor ha sido objeto de protección en los 
diferentes ordenamientos jurídicos, como la parte débil de la relación. Esto ha llevado a 
reconocer una serie de derechos, en busca de lograr equilibrar esa inequidad en la relación 
de consumo. En la sociedad actual las relaciones de consumo existentes son infinitas, se 
presentan a diario, por eso se ha llegado a decir que la sociedad en este punto de la historia 
es una sociedad de consumo, una sociedad en la que hay tanta producción de tantos bienes 
y servicios diferentes, que para poder obtener una demanda de los mismos, los empresarios 
crean las necesidades en el público, al punto que, para prevenir posibles engaños a los 
consumidores, se han tenido que dictar normas sobre publicidad engañosa, por ejemplo.  
Siendo así, el derecho de consumo ha tomado una importancia inmensurable en la sociedad 
en los últimos años, pero se hace necesario que esos derechos sustanciales tengan vías 
eficaces para que, en caso de desconocimiento, los consumidores puedan reclamarlos, sin 
tener que enfrentarse a las demoras del sistema judicial, que en ocasiones se presentan 
como un obstáculo al acceso a la justicia, dado el análisis de costo - beneficio de acudir o 
no a un proceso judicial y de su resultado. Un mecanismo que ha empezado a utilizarse en 
otras legislaciones para lograr una protección rápida y efectiva de los derechos de los 
consumidores es la consagración de un Sistema Arbitral de Consumo, que tiene las ventajas 
del arbitraje comercial, pero que está pensado para los consumidores como la parte débil de 
las relaciones de consumo.  
Así las cosas y dado que el presente trabajo surge de la preocupación por encontrar un 
mecanismo eficiente y eficaz para la protección de los derechos de los consumidores, la 
pregunta que guió esta investigación se enfoca en responder no sólo si el arbitraje de 
consumo es viable en Colombia, sino en determinar cómo puede ser la configuración de un 
arbitraje de consumo en Colombia que sea viable y armónica con lo dispuesto en el 
ordenamiento jurídico colombiano sobre los derechos de los consumidores y las normas 
procesales que resultan aplicables. 
Con el fin de responder el interrogante propuesto, en este trabajo se plantearon como 
objetivos: i) el análisis del derecho del consumo; ii) el estudio de los mecanismos 
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procesales con los que cuenta el consumidor para hacer valer sus derechos y iii) el examen 
de la viabilidad de la configuración de un Sistema Arbitral de Consumo en Colombia, a 
partir de la observación de los ordenamientos jurídicos que lo contemplan, en especial el 
ordenamiento jurídico español, de la normatividad colombiana que rige el derecho de 
consumo y de lo regulado en materia de arbitraje en Colombia.  
Así pues, en la primera parte de este trabajo se abordará lo relativo al Derecho del 
Consumo, teniendo en cuenta las clases de consumo, la noción de consumidor y de 
consumo y la diferencia entre relación de consumo y contrato de consumo. A continuación, 
se analizarán los mecanismos procesales con que cuenta el consumidor cuando sus 
derechos han sido lesionados y, especialmente, se estudiará la posibilidad legal en 
Colombia de tramitar vía arbitraje las materias de consumo, a partir del análisis de las 
cláusulas abusivas que obstaculizan el acceso a la justicia. Al final de la primera parte, se 
hará un recorrido por el arbitraje de consumo en cuanto a sus antecedentes y características, 
observando el ordenamiento jurídico español, que ha sido el pionero en la configuración de 
un Sistema Arbitral de Consumo, con el fin de evaluar la necesidad de implementar un 
sistema similar en Colombia. En la segunda parte se estudiará el arbitraje social como un 
antecedente de arbitraje gratuito en Colombia. Finalmente, se establecen las bases para la 
posible configuración de un Sistema Arbitral de Consumo en Colombia y la posibilidad de 
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PRIMERA PARTE: RASGOS GENERALES DE LA PROTECCIÓN A LOS 
CONSUMIDORES 
CAPÍTULO I.  DERECHO DE LOS CONSUMIDORES 
I. Derecho a la tutela judicial efectiva 
Uno de los derechos más importantes del consumidor, pero en general de toda persona, es 
el acceso efectivo a la administración de justicia, el poder reclamar en instancias judiciales 
la protección de sus intereses y derechos. Sin un derecho a la tutela judicial efectiva de los 
consumidores, sería difícil encontrarle sentido a todos los demás derechos de los que son 
titulares. Lo que da sentido a los derechos es que en caso de vulneración pueda pedirse su 
protección y la reparación de los perjuicios que esta causó. Por esta razón, antes de hablar 
del derecho de consumo y todo lo que este implica, se hace necesario hacer referencia a la 
protección judicial de los consumidores. 
La Constitución Política en su artículo 229 garantiza el acceso a la administración de 
justicia de todas las personas. El derecho a la administración de justicia, que también se 
conoce como derecho a la tutela judicial efectiva, la Corte Constitucional lo ha definido en 
los siguientes términos: 
“(…) la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de 
poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, 
para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el 
restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 
procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 
sustanciales y procedimentales previstas en las leyes. Por su intermedio, se le 
otorga a los individuos una garantía real y efectiva, previa al proceso, que busca 
asegurar la realización material de éste, previniendo en todo caso que pueda existir 
algún grado de indefensión frente a la inminente necesidad de resolver las 
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diferencias o controversias que surjan entre los particulares -como consecuencia de 
sus relaciones interpersonales-, o entre éstos y la propia organización estatal”1.  
No obstante, este derecho no implica que las pretensiones se deban resolver a favor del 
demandante, sino que este pueda poner en funcionamiento el aparato judicial, tenga o no la 
razón en la discusión sustancial 2. Entonces, el derecho a la tutela judicial efectiva no es que 
la administración de justicia le tenga que dar la razón al consumidor siempre y en todos los 
casos, sino que existan los mecanismos idóneos que le permitan al consumidor reclamar sus 
derechos en un escenario de igualdad frente a su contraparte y con observancia al debido 
proceso. Lo anterior se deriva de la diferencia existente entre el derecho subjetivo que se 
reclama y el derecho a la administración de justicia 3, pues este último implica que se 
resuelva el litigio con una sentencia; mientras que el primero hace referencia a la pretensión 
que el demandante quiere hacer valer. 
En materia de consumo, como se verá en el segundo capítulo, el consumidor tiene distintos 
mecanismos para hacer valer sus derechos. No obstante, desde un punto de vista del análisis 
económico de dichos mecanismos, en muchas ocasiones los costos del proceso son mayores 
que los beneficios que puede obtener el consumidor si sale victorioso del mismo, por 
ejemplo, el costo de ciertas pruebas, como dictámenes periciales, o los honorarios de los 
abogados, pues aún, cuando en los procesos de menor cuantía no se requiera actuar por 
intermedio de este, los consumidores en muchas ocasiones no saben cómo presentar una 
demanda o cómo se desarrolla un proceso, por lo que requiere de, por lo menos, una 
asesoría. No obstante, los costos no son necesariamente en dinero, también el tiempo de 
duración de un proceso es un factor que influye en los costos que debe asumir el 
consumidor al presentar su demanda, dada la congestión judicial que se presenta en 
Colombia. Lo anterior desmotiva al consumidor a demandar, más aún cuando se trata de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 426 de 29 de mayo de 2002. M.P. Rodrigo 
Escobar Gil. 
 
2  Cfr. TOSCANO LOPEZ, FREDY. Aproximación conceptual al “acceso efectivo a la administración de 
justicia” a partir de la teoría procesal. En: Revista de Derecho Privado No. 24. Bogotá: Universidad Externado 
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pequeños valores a reclamar, por ejemplo, el sobreprecio de los pañales a raíz del “cartel de 
los pañales”. Si un consumidor piensa en reclamar por ese sobreprecio, sus costos serán 
mayores que sus beneficios y si todos los consumidores piensan de la misma manera, los 
cartelistas no van a tener una responsabilidad civil y no van a tener que devolver lo que 
cobraron de más, lo que para ellos puede representar una suma significativa, a diferencia de 
lo que ocurre en el caso del consumidor afectado.  
Se puede pensar que esto se soluciona con la acción de grupo, no obstante, sigue existiendo 
el tiempo de duración del proceso como un costo significativo que el consumidor debe 
asumir, así como la dificultad que se presenta en la delimitación del grupo y el efecto de 
cosa juzgada para aquellos que no estuvieron presentes en el proceso y que no presentaron 
su exclusión. También el hecho que después de la sentencia, las personas que no 
participaron en el proceso, pero que solicitan en el término correspondiente la fijación de su 
indemnización, no pueden alegar daños extraordinarios o especiales, incluso si los 
perjuicios que sufrieron fueron mayores, lo que puede dar lugar a que la indemnización no 
sea completa. Por esto se deben buscar otros mecanismos que solucionen estos 
inconvenientes, que es el propósito de este escrito.  
II. Noción de consumo  
Las acciones que diariamente realizamos, en su mayoría, implican un acto de consumo. 
Esta afirmación parte de la definición de la Real Academia Española, según la cual 
consumo es la “acción y efecto de consumir (comestibles u otros bienes)”4 y, a su vez 
define consumir como “utilizar comestibles u otros bienes para satisfacer necesidades o 
deseos”5. Entonces, consumo es usar las cosas para satisfacer necesidades o deseos. No 
obstante, a pesar de tener una presencia importante en la vida de los seres humanos y en la 
sociedad, como se verá a continuación, las relaciones en torno al consumo se empezaron a 
regular no hace muchos años. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
4 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario. Disponible en: https://dle.rae.es/?id=AT3QP6H 
 
5 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario. Disponible en: https://dle.rae.es/?id=AT2BY5W 
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A. Antecedentes 
El consumo ha existido desde siempre, pero fue con la Revolución Industrial que empezó a 
tener relevancia para el derecho6. Con la llegada del maquinismo, la producción artesanal 
perdió fuerza para dar lugar a la producción en masa de los bienes. La producción en masa 
no sólo transformó la economía, también hizo revaluar distintos postulados del derecho. 
Por ejemplo, el concepto de igualdad contractual, que en aquella época se presumía entre 
las partes, empezó a mutar de manera fundamental, principalmente por la velocidad del 
tráfico mercantil pues este dificultaba la negociación individual de cada contrato. Esta 
nueva realidad mercantil (o comercial) dio origen a los usuales (en la actualidad) contratos 
uniformes, masivos, con términos y cláusulas iguales para todos los clientes o 
consumidores, generando que el clásico modo de celebrar los contratos, es decir, en el que 
las partes se sentaban a negociar, fuera dejado un poco en el olvido, generando que una 
parte terminara por imponer los términos del contrato a la otra parte, y por esta 
circunstancia se consideró como la parte débil del contrato a la que se le impone el 
contenido del contrato7. 
Otra nueva situación a la que el derecho tuvo que enfrentarse fue la forma en la que se 
generaba la publicidad de los bienes producidos en masa, los cuales eran ofrecidos por los 
comerciantes a través de herramientas publicitarias que se encontraban netamente en sus 
manos 8. Esto continúa ocurriendo hoy en día, pues la información anunciada en la 
publicidad es controlada por el comerciante, quedando nuevamente el cliente o consumidor 
en una situación de desventaja, ya que no cuenta con la misma información sobre el 
producto que el comerciante del mismo. 
Debido a esa situación, el derecho se interesó por proteger a la parte débil de la relación 
contractual, el consumidor de los bienes y servicios, a través de la consagración de 
derechos orientados a reducir el desequilibrio contractual y sus efectos, de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
6 Cfr. ARIAS BARRERA, Ligia Catherine. Derecho del consumidor y su aplicación en el sector financiero.  
En: Revista E –Mercatoria vol. 7, No. 1. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2008, p. 8.   
 
7 Ibídem, pp. 8 -9. 
 
8 Ibídem, p. 8. 
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responsabilidad de los productores y/o proveedores por el incumplimiento de sus deberes y 
la vulneración de los derechos de los consumidores, así como de los mecanismos procesales 
para hacer efectiva la protección a los consumidores. En Colombia, como se desarrollará 
con posterioridad, esa protección principia en la Constitución Política.  
B. Clases de Consumo 
1. Consumo de bienes y servicios particulares 
En el acápite anterior se mencionó que el consumo de bienes y servicios siempre ha 
existido, pero su protección y regulación como una categoría especial dentro del derecho 
privado es reciente. En Colombia fue hasta 1981 que se empezó a hablar de una protección 
al consumo de productos y sólo con la Constitución de 1991 se elevaron a rango 
constitucional los derechos de los consumidores, dentro de la categoría de derechos 
colectivos. Actualmente, el consumo de bienes y servicios se encuentra regulado en la Ley 
1480 de 2011, conocida como el Estatuto del Consumidor, mediante la cual se brinda una 
protección a los consumidores frente a los productores y proveedores de bienes y servicios, 
estableciendo derechos y deberes para los consumidores,  obligaciones de los productores y 
proveedores, el régimen de responsabilidad de los mismos, la tutela judicial de los 
consumidores, entre otras disposiciones que buscan garantizar una protección efectiva a los 
consumidores. La protección constitucional y legal que aquí se menciona se desarrollará en 
páginas posteriores, pero es importante hacer hincapié en que la protección a los 
consumidores es reciente y todavía hay mucho camino por recorrer para que dicha 
protección sea efectiva.  
2. Consumo de servicios públicos  
Servicio público se puede definir como una actividad que satisface una necesidad general, 
permanente, continua y básica de los usuarios, independiente de si el mismo es prestado por 
el Estado o por particulares9. De forma tal, que el consumo de servicios públicos es una 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 Cfr. ATEHORTÚA RIOS, Carlos Alberto. El régimen general de los servicios públicos domiciliarios en 
Colombia. Colombia: Dike, 1998, pp. 17-18. 
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necesidad básica, lo que los convierte en una categoría especial y diferente de los bienes y 
servicios particulares.  
A pesar de ello, antes de 1991 los consumidores y/o usuarios de servicios públicos no 
tenían una protección especial, las reglas protegían a los proveedores y no a los usuarios, 
había un monopolio y una deficiencia en la prestación de los servicios públicos10. No 
obstante, la Constitución de 1991 dispuso en su artículo 365 que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y que es deber del mismo asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Así mismo, dispuso que los servicios 
públicos pueden ser prestados por el Estado o por particulares, pero que aquel debe regular, 
controlar y vigilar dichos servicios, e incluso puede, por ley con iniciativa del gobierno y 
por razones de soberanía o interés social, reservarse la prestación de determinados servicios 
públicos, previa indemnización plena a las personas que resulten privadas del ejercicio de 
dicha actividad.  
Respecto a los servicios públicos domiciliarios, el artículo 367 de la Constitución ordena al 
legislador fijar las competencias y responsabilidades relativas a su prestación, su cobertura, 
calidad y financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios 
de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos. Finalmente, el artículo 369 
dispone que la ley deberá determinar los deberes y derechos de los usuarios, el régimen de 
su protección y su participación en la gestión y fiscalización de las empresas que presten el 
servicio. 
Estas disposiciones fueron desarrolladas en la Ley 142 de 1994, por la cual se estableció el 
régimen de los servicios públicos domiciliarios. En materia de consumo, esta Ley  dispone 
que el Estado debe intervenir en los servicios públicos para garantizar: i) la calidad del 
bien; ii) la ampliación permanente de la cobertura; iii) la atención de manera prioritaria de 
las necesidades insatisfechas en materia de agua potable y saneamiento básico; iv) la 
prestación continua e ininterrumpida, salvo fuerza mayor o caso fortuito o de orden técnico 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10 Cfr. AMADOR CABRA, Luis Eduardo. Avances en la protección de los consumidores en el régimen legal 
de los servicios públicos. En: NARANJO MARTÍNEZ, Carlos; BLANCO BARÓN, Constanza y otros. El 
Derecho del consumo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, p. 119.   
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o económico; v) la prestación eficiente; vi) la libertad de competencia y no utilización 
abusiva de la posición dominante; vii) la obtención de economías de escala; viii) la 
existencia de mecanismos que garanticen a los usuarios el acceso a los servicios y su 
participación en la gestión y fiscalización de su prestación; y ix) el establecimiento de un 
régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con los 
preceptos de equidad y solidaridad.  
La Ley 142 de 1994 también contempla en su artículo 9 un listado de derechos de los 
usuarios de servicios públicos, que van a complementar los demás derechos que 
contemplan otras normas.  Los titulares de estos derechos, según la definición de usuario 
que consagra la misma ley, serán las personas naturales o  jurídicas, que se benefician con 
la prestación de un servicio público, bien como propietarios del inmueble en donde este se 
presta, o como receptores directos del servicio. 
En este sentido, los usuarios de servicios públicos tienen derecho a: i) obtener de las 
empresas la medición de sus consumos reales mediante instrumentos tecnológicos 
apropiados, dentro de plazos y términos que para los efectos fije la comisión reguladora, 
atendiendo a la capacidad técnica y financiera de las empresas o las categorías de los 
municipios establecida por la ley; ii) elegir libremente el prestador del servicio y el 
proveedor de los bienes necesarios para su obtención o utilización; iii) que los bienes y 
servicios ofrecidos sean de una calidad o cantidad superior a las proporcionadas de manera 
masiva, siempre que ello no perjudique a terceros y que el usuario asuma los costos 
correspondientes; y iv) a solicitar y obtener información completa, precisa y oportuna sobre 
las actividades y operaciones que se realicen para la prestación de los servicios públicos, 
salvo que esta sea reservada o secreta.  
De igual forma, el artículo 11 de la Ley contempla las obligaciones que tienen las entidades 
prestadoras de servicios públicos, con el fin de cumplir con la función social de la 
propiedad. Dentro de las obligaciones de estas entidades están: i) asegurar la prestación 
continua y eficiente del servicio, y sin abuso de la posición dominante; ii) no realizar 
prácticas monopolísticas o restrictivas de la competencia, cuando haya la posibilidad de 
competir; iii) facilitar a los usuarios de menores ingresos el acceso a los subsidios que 
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otorguen las autoridades; iv) informar a los usuarios sobre cómo  utilizar con eficiencia y 
seguridad el servicio público respectivo; iv) responder civilmente por los perjuicios 
ocasionados a los usuarios y repetir contra los administradores, funcionarios y contratistas 
que sean responsables por dolo o culpa sin perjuicio de las sanciones penales a que haya 
lugar, entre otras.  
Por otra parte, la Ley determina quienes pueden prestar los servicios públicos (Art. 15), la 
naturaleza (Art.17), el objeto (Art. 18) y el régimen jurídico de las empresas de servicios 
públicos (Arts.19 y 20). También dispone que para que las empresas de servicios públicos 
puedan operar deben obtener las concesiones, permisos y licencias de las autoridades 
competentes, según la naturaleza de sus actividades (Art. 22). 
La Ley 142 de 1994 es insistente con la prohibición del abuso de la posición de dominio y 
la protección de la libre competencia. En ese sentido, establece que los contratos deben ser 
interpretados en la mejor forma que garantice la libre competencia e impida los abusos de 
la posición dominante, y que favorezca la continuidad y calidad en la prestación de los 
servicios. Posteriormente, vuelve a mencionar la prohibición de prácticas discriminatorias, 
abusivas o restrictivas.  
Otro aspecto importante de esta Ley es la creación de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, encargada del control y la vigilancia de las personas prestadoras de 
servicios públicos, esta Superintendencia puede sancionar a quienes violen las normas que 
los regulan, y esta sanción puede consistir incluso en la toma de posesión de la empresa, 
según la naturaleza y la gravedad de la falta.  
Finalmente, esta Ley establece que la esencia del contrato de servicios públicos es que el 
suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa peticiones, quejas y recursos relativos al 
contrato de servicios públicos, para lo cual las personas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios deberán tener una oficina de peticiones quejas y recursos, mediante la cual se 
van a recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o 
escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en 
relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa. Sobre la decisión respecto 
de las peticiones y los recursos, la Ley establece que el recurso de apelación solamente 
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procede en subsidio de la reposición y que de la apelación va a conocer la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios. 
III. Concepto de derecho de consumo  
El derecho de consumo se puede reconocer como una nueva ramificación en el derecho y se 
estructura a partir de la idea de la existencia de la desigualdad de las partes, con base en lo 
cual va a proteger a la parte más débil 11. En este sentido, el derecho de consumo está 
diseñado para la protección de un sujeto calificado específico: el consumidor. De manera 
que, quien no ostente la calidad de consumidor tendrá que recurrir al derecho civil o 
comercial para resolver sus controversias 12. 
A. Calidad de consumidor 
La Ley 1480 de 2011 -  Estatuto del Consumidor – establece la definición de consumidor o 
usuario en el numeral 3 del artículo 5, en los siguientes términos:  
“Toda persona natural o jurídica que, como destinatario final, adquiera, disfrute o 
utilice un determinado producto, cualquiera que sea su naturaleza para la 
satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar o doméstica y empresarial 
cuando no esté ligada intrínsecamente a su actividad económica. Se entenderá 
incluido en el concepto de consumidor el de usuario”. 
De manera que, para que se ostente la calidad de consumidor es menester ser el destinatario 
final del producto y el mismo debe estar destinado a satisfacer una necesidad de quien lo 
adquiere o de su familia. En palabras de VELANDIA13: ““Consumidor” es la persona que 
usa, desgasta, agota o extingue el producto, es decir, quien tiene una relación de consumo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
11 Cfr. CORREA HENAO, Magdalena. El Estatuto del Consumidor: aspectos generales sobre la naturaleza, 
ámbitos de aplicación y carácter de sus normas. En: VALDERRAMA ROJAS, Carmen Ligia y otros. 
Perspectivas del Derecho del Consumo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, pp. 81 - 83.   
 
12 Cfr. VELANDIA, Mauricio. Derecho de la competencia y del consumo. 2 ed. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2011, p. 426.  
 
13 Ibídem, p. 427.  
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con el producto”. Entonces, no es necesario que el consumidor sea el comprador del 
producto, pero pueden coincidir las dos calidades en la misma persona.  
Ahora bien, en el caso de ser una empresa la adquirente del producto, es necesario que este 
no esté relacionado con el giro ordinario de sus negocios, para que se entienda que la 
empresa tiene calidad de consumidor, respecto de ese producto específico. En este sentido, 
la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 3 de mayo de 200514, afirmó que: “siempre 
será forzoso indagar en torno a la finalidad concreta que el sujeto - persona natural o 
jurídica - persigue con la adquisición, utilización o disfrute de un determinado bien o 
servicio, para reputarlo consumidor sólo en aquellos eventos en que, contextualmente, 
aspire a la satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar, doméstica o 
empresarial - en tanto no esté ligada intrínsecamente a su actividad económica 
propiamente dicha, aunque pueda estar vinculada, de algún modo, a su objeto social -, 
que es lo que constituye el rasgo característico de una verdadera relación de consumo”. 
(Negrilla fuera de texto). 
Así pues, si bien no puede considerarse como consumidor aquel que destina el producto 
para introducirlo en su proceso productivo, por ejemplo, como parte de la materia prima 
para la fabricación del producto final o como instrumento para fabricarlo, bien puede serlo 
quien destina el producto para el desarrollo de actividades que están relacionadas con su 
objeto social. 
No será consumidor, entonces, la persona natural o jurídica cuya actividad económica es el 
transporte de personas y compra unos buses que empleará para llevar a cabo dicha 
actividad, pues resulta evidente que los buses tienen una destinación íntimamente ligada 
con el objeto social de su actividad. Por el contrario, si la misma persona compra un 
computador para que lo utilice quien tiene la administración de la actividad económica, si 
bien existe una relación de la destinación que se le dará al producto y dicha actividad, no 
hay un ligamen intrínseco con la misma y, en consecuencia, en este caso sí se configuraría 
en cabeza de dicha persona la calidad de consumidor.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14  COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 3 de Mayo de 2005. Rad. 
50001310300119990442101. M. P. César Julio Valencia Copete.  
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B. Relación de consumo 
Habiendo delimitado el concepto de consumidor, resulta necesario determinar el concepto 
de relación de consumo, ya que, como se observó en el acápite anterior, no es necesario que 
exista un contrato entre el comprador y el proveedor para que una persona sea considerada 
consumidor, es decir, para ostentar la calidad de consumidor se requiere la existencia de 
una relación de consumo entre la persona que consume la cosa y el productor o proveedor, 
pero no un contrato de consumo. Esto permite observar que la relación de consumo es el 
género y el contrato de consumo es la especie, quedando incluido dentro de la relación de 
consumo, es decir, todo contrato de consumo implica una relación de consumo, pero no 
toda relación de consumo implica un contrato de consumo. Así pues, se concibe que hay 
relación de consumo cuando hay publicidad engañosa, que no se circunscribe a la 
existencia de un contrato de consumo, pero que amerita la protección del consumidor, ya 
que está recibiendo un mensaje incorrecto por parte del productor y entre estos existe una 
relación de consumo15.  
La Corte Suprema de Justicia en sentencia de 30 de abril de 200916 respecto a delimitación 
del concepto de relación de consumo determinó que: “(…) la relación de consumo 
constituye una particular categoría que surge entre quienes se dedican profesionalmente a 
elaborar o proveer bienes o prestar servicios con quien los adquiere con el fin de 
consumirlos (…)”.  
Por su parte, la doctrina considera que: “(…) la relación de consumo hace referencia al 
ligamen entre un productor o proveedor (o ambos) con un consumidor que no 
necesariamente debe ser el adquirente negocial del producto, pero que sí ejecutó el acto de 
consumo (utilización del bien o servicio) (…)”17.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
15 VILLALBA CUELLAR, Juan Carlos. Los contratos de consumo en el derecho colombiano y el derecho 
comparado. En: Rev.fac.cienc.econ., Vol. XIX Bogotá: Universidad Militar Nueva Granada, 2011, p. 178.  
 
16  COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia de 30 de abril de 2009. Rad: 
25899319399219990062901. M.P: Pedro Octavio Munar Cadena. 
 
17 MORENO, Carlos. Acción del consumidor, procedimientos de consumo y sujetos demandados: (análisis 
comparado entre las legislaciones italiana, española y colombiana). Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2018, p. 23. 
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Este concepto se hace necesario definirlo, toda vez que sólo cuando exista una relación de 
consumo serán aplicables la protección y las garantías consagradas a favor de los 
consumidores, puesto que el legislador entendió que el consumidor merece una especial 
protección, al ser la parte débil de la relación de consumo, en palabras de la Corte Suprema 
de Justicia:  
“(…)es precisamente el consumidor, quien, por encontrarse en condiciones de 
vulnerabilidad económica y de desequilibrio, es destinatario de una especial 
protección normativa; por supuesto que la profesionalidad del productor, que lo 
hace experto en las materias técnicas y científicas en torno de las cuales realiza su 
labor, su sólida capacidad económica, su vocación para contratar masivamente, las 
modalidades de contratación a las que acude, entre muchas otras peculiaridades, lo 
sitúan en un plano de innegable ventaja negocial que reclama la intervención de 
legisladores y jueces con miras a restablecer el equilibrio perdido(…)”18.  
Teniendo en cuenta la consideración de la Corte Suprema de Justicia en torno al 
consumidor, entonces, se hace fundamental analizar la protección constitucional y legal a 
favor del consumidor que prevé el ordenamiento jurídico colombiano cuando se está frente 
a una relación de consumo. 
IV.  Consagración constitucional y legal de la protección a los consumidores 
En la Constitución de 1991 por primera vez en Colombia se otorga una protección de rango 
constitucional a los consumidores. Esta protección que está prevista en el artículo 78 de la 
Constitución Política no sólo implica la consideración de los derechos de los consumidores 
como derechos colectivos, también es un mandato dirigido al legislador para que regule la 
calidad de los bienes y servicios ofrecidos a los consumidores, la información que se debe 
suministrar al momento de la comercialización, la responsabilidad de los productores y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
18 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia de 30 de abril de 2009. Rad: 25899319399219990062901. 
M.P: Pedro Octavio Munar Cadena.  
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distribuidores de bienes y servicios cuando estos atenten contra la salud, la seguridad y el 
adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios19. 
Además, el artículo 334 de la Constitución Política, establece que el Estado tiene la 
dirección general de la economía y que intervendrá, por mandato de la Ley, en la 
explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un 
marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación 
de un ambiente sano.  
No obstante, antes de la Constitución Política de 1991, ya existía el Decreto 3466 de 1982 
(anterior Estatuto General del Consumidor), bajo el cual se regulaba la idoneidad y la 
calidad de los bienes y servicios, las garantías, las marcas, las leyendas, las propagandas y 
la fijación pública de precios y la responsabilidad de sus productores, expendedores y 
proveedores. En este Decreto se hizo un esfuerzo por delimitar el concepto de las relaciones 
de consumo y los sujetos a quienes les era aplicable el Decreto, a través de definiciones del 
derecho del consumo20. Este Decreto tiene como antecedente la Ley 73 de 1981, en la cual 
se determinó la intervención del Estado en la distribución de bienes y servicios para la 
defensa del consumidor; siendo esta, la primera vez que en Colombia se habló de 
consumidor como un sujeto de protección, debido a que antes no se le reconocía una 
calidad particular, pues si bien el Código Civil y el Código de Comercio prevén las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
19 “ARTICULO 78. La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la 
comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización. 
 
Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y 
servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios. 
 
El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las 
disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y 
observar procedimientos democráticos internos”. 
 
20 Cfr. OSSA GOMEZ, Daniel. Definición, delimitación y análisis del ámbito de aplicación del nuevo 
Estatuto del consumidor (Ley 1480 de 2011). En: Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Enero -  
Junio, 2013. Vol. 43, No. 118, pp. 407 – 441.   
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obligaciones de saneamiento por vicios redhibitorios y evicción y las garantías de calidad e 
idoneidad, respectivamente, estos no concebían el concepto de consumidor21. 
El Decreto 3466, a pesar de haber sido un avance en la protección del consumidor, tenía 
varios vacíos y falencias, lo cual se trató de solucionar a través de la expedición de distintas 
leyes y decretos, conllevando a una dispersión normativa que, sumada a la poca calidad de 
las medidas de protección y garantías, generó que tuviera una aplicación difícil y poco 
práctica, provocando la presentación de un nuevo Proyecto Ley que hoy en día se conoce 
como Estatuto del Consumidor, la Ley 1480 de 201122.  
La Ley 1480 de 2011 actualizó el régimen de protección de los consumidores a la 
globalización económica y el desarrollo tecnológico. En este sentido, la Ley 1480 de 2011 
consagró en su artículo 1 unos principios generales que no contenía el anterior Estatuto. 
Estos principios hacen referencia a la protección de los consumidores frente a los riesgos 
para su salud y seguridad, al acceso a una información adecuada, a la educación del 
consumidor, a la libertad de constituir organizaciones de consumidores y la oportunidad de 
las mismas para expresar sus opiniones en los procesos de adopción de decisiones que las 
afectan y, finalmente, a la protección especial a los niños, niñas y adolescentes.  
Esta Ley también consagra los derechos y deberes de los consumidores. De manera que, 
según el artículo 3 de la Ley 1480 de 2011, los consumidores tienen derecho a i) recibir 
productos de calidad, de conformidad con las condiciones que establece la garantía legal, 
las que se ofrezcan y las habituales del mercado; ii) a la seguridad e indemnidad, en tanto 
que los productos no causen daño en condiciones de uso normales; iii) a recibir información 
completa, veraz, transparente, oportuna, verificable, comprensible precisa e idónea;  iv) a la 
protección contra la publicidad engañosa; v) a poder reclamar directamente ante el 
productor, proveedor o prestador y obtener reparación integral, oportuna y adecuada de 
todos los daños sufridos, así como tener acceso a las autoridades judiciales o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
21 Ibídem.  
 
22 Cfr. GONZÁLEZ SEGRERA, Paul. El rol de la superintendencia de industria y comercio en la protección 
de los consumidores como autoridad jurisdiccional: un análisis a su eficacia y efectividad material. Trabajo de 
Grado para optar al título de Magister en Derecho. Barranquilla: Universidad del Norte. Facultad de Derecho, 
2018, p. 23.  
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administrativas para el mismo propósito; vi) a ser protegido contra cláusulas abusivas; vii) 
a elegir libremente los bienes y servicios; viii) a organizarse y asociarse para proteger sus 
derechos e intereses, elegir a sus representantes, participar y ser oídos por quienes cumplan 
funciones públicas en el estudio de las decisiones legales y administrativas que les 
conciernen, así como a obtener respuesta a sus peticiones; ix) a hacerse representar, para la 
solución de las reclamaciones sobre consumo de bienes y servicios, y las contravenciones a 
la Ley, por sus organizaciones, o los voceros autorizados por ellas; x) a tener acceso a los 
medios masivos de comunicación, para informar, divulgar y educar sobre el ejercicio de los 
derechos de los consumidores; xi) a recibir educación sobre los derechos de los 
consumidores, formas de hacer efectivos sus derechos y demás materias relacionadas; y xii) 
a ser tratados equitativamente y de manera no discriminatoria. 
Por otra parte, los consumidores tienen los deberes de: i) informarse respecto de la calidad 
de los productos, así como de las instrucciones que suministre el productor o proveedor en 
relación con su adecuado uso o consumo, conservación e instalación; ii) Obrar de buena fe 
frente a los productores y proveedores y frente a las autoridades públicas; y iii) a cumplir 
con las normas sobre reciclaje y disposición de desechos de bienes consumidos.  
Un punto importante de la Ley es que en su artículo 4 se consagra el carácter de orden 
público de sus normas, la interpretación de sus normas en la forma más favorable al 
consumidor y la aplicación del Código de Comercio y del Código Civil, respectivamente, 
cuando no se haya regulado la materia en el Estatuto.  
Así mismo, se modificaron algunos conceptos del anterior estatuto y se incluyeron unos 
nuevos; se amplió el concepto de “calidad, idoneidad y seguridad de los productos”23 y se 
consagra la responsabilidad solidaria del productor y proveedor por garantía ante los 
consumidores, la responsabilidad administrativa individual ante las autoridades de 
supervisión y control en los términos de la Ley y la responsabilidad por daños por producto 
defectuoso, cuando se incumpla con la obligación de cumplir la idoneidad y seguridad de 
los bienes y servicios que ofrezca o ponga en el mercado, así como la calidad ofrecida o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
23 Ibídem, p. 25.  
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cuando sean inferiores o contravengan lo previsto en reglamentos técnicos y medidas 
sanitarias o fitosanitarias. 
En relación con la calidad, idoneidad, seguridad y el buen estado y funcionamiento de los 
productos, se consagró en el artículo 7 la garantía legal como una obligación a cargo del 
productor y/o proveedor, cuyo término dependerá del producto. Adicionalmente, el artículo 
13 de la Ley establece la posibilidad que tienen los productores y proveedores de otorgar 
garantías suplementarias a la legal, cuando amplíen o mejoren la cobertura de esta, de 
forma gratuita u onerosa. En este último caso se deberá obtener la aceptación expresa por 
parte del consumidor, la cual deberá constar en el escrito que le dé soporte. 
Los productores o proveedores se pueden exonerar de la garantía cuando se demuestre que 
el defecto proviene de: i) fuerza mayor o caso fortuito; ii) el hecho de un tercero; iii) el uso 
indebido del bien por parte del consumidor, y iv) que el consumidor no atendió las 
instrucciones de instalación, uso o mantenimiento indicadas en el manual del producto y en 
la garantía.  
La Ley 1480 de 2011 también desarrolla la responsabilidad por producto defectuoso y  el 
deber de información de los proveedores y productores; consagra algunas disposiciones 
sobre publicidad y la protección de los consumidores en los contratos, así pues dispone 
algunos artículos dirigidos a la regulación de los contratos de adhesión; a la inclusión 
cláusulas abusivas en los contratos; a las ventas que utilizan métodos no tradicionales o a 
distancia; al comercio electrónico; y a la especulación, acaparamiento y usura. 
Finalmente, el Estatuto del Consumidor consagra normas respecto a los procedimientos 
civiles y administrativos; normas sobre los aspectos relacionados con el subsistema 
nacional de calidad y normas sobre reglamentos técnicos y evaluación de la conformidad. 
Se observa, entonces, que esta Ley consagra un régimen especial para la protección de los 
consumidores y usuarios, pero, para hacer efectivo ese régimen, los mecanismos procesales 
que este consagra y su desarrollo en la práctica deben ser eficaces, de lo contrario, la 
protección a los consumidores habrá quedado sólo en el papel. Los mecanismos procesales 
para hacer efectiva la protección a los consumidores se expondrá a continuación.  
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A. Bases constitucionales de la protección colectiva del consumidor 
De lo mencionado con anterioridad, es importante resaltar el carácter colectivo de los 
derechos de los consumidores, que se entiende como tener derecho a algo o como la 
facultad de participar en procedimientos y decisiones que lo afecten24, en ese sentido, el 
artículo 78 constitucional consagra la participación de las organizaciones de consumidores 
y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen y establece que estas 
organizaciones deben ser representativas y tener procedimientos democráticos internos, lo 
cual es un reflejo del derecho político constitucional consagrado en el numeral 2 del 
artículo 40 de la Constitución Política25. En desarrollo de lo anterior, el artículo 81 del 
Estatuto dispone que el Gobierno Nacional debe garantizar la participación de ligas y 
asociaciones de consumidores en la reglamentación del mismo. 
De igual forma, el artículo 75 del Estatuto dispone la existencia de una Red Nacional de 
Protección al Consumidor que “estará encargada de difundir y apoyar el cumplimiento de 
los derechos de los consumidores en todas las regiones del país, recibir y dar traslado a la 
autoridad competente de todas las reclamaciones administrativas que en materia de 
protección al consumidor se presenten y brindar apoyo y asesoría a las alcaldías 
municipales para el cumplimiento adecuado de las funciones a ellos otorgadas por la 
presente ley”26. 
No obstante, si bien la mencionada participación de los consumidores actualmente es de 
rango constitucional, antes de la vigencia de la Constitución Política de 1991 ya el Decreto 
1441 de 1982 regulaba lo atinente a las ligas y asociaciones de consumidores, en atención 
al mandato de la Ley 73 de 198127. Este Decreto, entre otras cosas, define qué es una liga 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 Cfr. CORREA HENAO, Magdalena. Op. Cit., p. 87.  
 
25 Ibídem.  
 
26 Artículo 75 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan 
otras disposiciones.  
 
27 “ARTÍCULO 1º. De conformidad con el numeral 12 del artículo 76 de la Constitución Nacional, revístese 
al Presidente de la República, de precisas facultades extraordinarias por el término de 12 meses a partir de 
la vigencia de la presente ley para dictar normas enderezadas al control de la distribución o venta de bienes 
y servicios y al establecimiento de las sanciones y procedimientos para imponerlas a quienes violen sus 
disposiciones. Estas facultades comprenderán los siguientes aspectos:  
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de consumidores (Art. 1), dispone los requisitos que debe cumplir una organización para 
que sea reconocida como una liga (Art. 2) y consagra cómo se pueden configurar las 
asociaciones de consumidores (Art. 6). Dentro de los requisitos, un punto importante a 
resaltar es el carácter apolítico de la organización para que sea reconocida como una liga de 
consumidores (Art.2.d), aun cuando sus procedimientos internos sí que deben ser 
democráticos y representativos, pues se trata de dos consideraciones diferentes. Por otra 
parte, según el artículo 1 del Decreto 1441 de 1982 el objeto de las ligas de consumidores 
es “garantizar la protección, la información, la educación, la representación y el respeto 
de los derechos de los consumidores de bienes y servicios, así como velar por el pago de 
las indemnizaciones a que se hagan acreedores, según la, ley, por la violación de sus 
derechos”. (Negrilla fuera de texto) 
En concordancia con el objeto mencionado, el artículo 10 del Decreto le otorga a las ligas y 
asociaciones funciones tales como: velar por la responsabilidad de los productores y 
proveedores respecto de divulgación del contenido y características de sus productos; por el 
cumplimiento de las garantías ofrecidas por el productor o proveedor; por la denuncia 
pública y ante las autoridades competentes de todos los hechos constitutivos de infracción 
penal o policiva que atenten contra los intereses y derechos del consumidor; por la 
prevención y castigo de las prácticas indebidas de los productores o proveedores y la 
intervención oportuna de las autoridades competentes en caso de infracciones penales o 
policivas; por la atención eficaz y oportuna de las quejas, reclamos o solicitudes que ante 
ellas formulen los consumidores en relación con la protección, la información, la 
educación, la representación, el respeto de sus derechos y la efectividad de sus 
indemnizaciones, entre otras. 
Así mismo, en el artículo 12 del Decreto establece que: “Las ligas y asociaciones de 
consumidores representan ante las autoridades competentes a los consumidores 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
(…) 
 
8. Regulación de todo lo relativo a la organización, reconocimiento y régimen de control y vigilancia de las 
asociaciones y ligas de consumidores, así como las condiciones bajo las cuales puedan colaborar con el 
Estado, con el carácter de policía cívica, en su acción de protección al consumidor y participar en los 
organismos y dependencias que en desarrollo de esta misma ley puedan crearse”.  
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asociados para los efectos previstos en el respectivo objeto social, los relativos a la Ley 73 
de 1981 y todos los demás que signifiquen la defensa de sus derechos (…)”.  
Por otra parte, la Ley 1086 de 2006 permite que los estudiantes de derecho realicen la 
judicatura como asesores jurídicos de las ligas y asociaciones de consumidores, con el fin 
de representar legalmente y coadyuvar la defensa de los derechos de los consumidores 
(Art.1). 
Finalmente, el numeral 4 del artículo 58 del Estatuto del Consumidor, dispone 
expresamente que “las ligas y asociaciones de consumidores constituidas de acuerdo con 
la ley podrán representar a los consumidores”. 
De una interpretación sistemática de las disposiciones citadas se puede concluir que las 
ligas y asociaciones de consumidores tienen en su cabeza la representación de estos en sus 
intereses y derechos. Ahora bien, teniendo en cuenta el derecho a la tutela judicial efectiva 
y las dificultades de los consumidores mencionadas en el acápite I del presente capítulo, 
dicha representación se debe entender que incluye aquella ante instancias judiciales y, en 
mayor medida, cuando se trata de un número importante de consumidores que pretenden 
reclamar por un mismo hecho y ante un mismo proveedor y/o productor, como sería en el 
caso de una acción de grupo e incluso de un arbitraje de consumo con acumulación 
subjetiva de pretensiones, como se quiere proponer en este escrito. Para llegar a este punto, 
primero es necesario hacer referencia a las acciones que tienen los consumidores 
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CAPÍTULO II. MECANISMOS DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR LESIONADO 
I. Actuaciones administrativas 
El artículo 59 de la Ley 1480 de 2011, establece facultades administrativas en cabeza de la 
Superintendencia de Industria y Comercio en materia de protección del consumidor, dentro 
de dichas facultades se encuentran: i) investigar e imponer sanciones en caso de 
inobservancia de las disposiciones del  Estatuto; ii) interrogar; iii) practicar visitas de 
inspección, así como cualquier otra prueba consagrada en la Ley; iv) establecer la 
información que deba indicarse en determinados productos, la forma de suministrarla, así 
como las condiciones que esta debe reunir cuando se encuentre en riesgo la salud, la vida 
humana, animal o vegetal y la seguridad, o cuando se trate de prevenir prácticas que puedan 
inducir a error a los consumidores, siempre que esas competencias no estén atribuidas a 
otras autoridades; v) ordenar medidas entorno a la publicidad; vi) emitir órdenes necesarias 
para suspender la producción o la comercialización de productos hasta por 60 días, 
prorrogables por otros 60 días, mientras se surte la investigación, cuando haya indicios 
graves de que el producto atenta contra la vida o la seguridad de los consumidores, o de que 
no cumple el reglamento técnico; vi) ordenar las medidas necesarias para evitar que se 
cause daño o perjuicio a los consumidores por la violación de normas sobre protección al 
consumidor; vii) ordenar al proveedor reintegrar las sumas pagadas en exceso y el pago de 
intereses moratorios; entre otras.  
De manera que, la Superintendencia de Industria y Comercio puede imponer sanciones 
administrativas, lo cual implica la existencia de una investigación previa que debe respetar 
el debido proceso. En este sentido, el artículo 60 de la Ley 1480 de 2011, contempla el 
procedimiento para imponer dichas sanciones, disponiendo que el mismo debe ser el 
establecido en el Código Contencioso Administrativo, hoy Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; y contempla la posibilidad de 
desarrollar las actuaciones administrativas a través de medios electrónicos o, en general, 
mediante las tecnologías de la información y la comunicación.  
Las sanciones que puede imponer la Superintendencia de Industria y Comercio, según el 
artículo 61 del Estatuto, son: i) multas hasta por dos mil salarios mínimos mensuales 
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legales vigentes al momento de la imposición de la  sanción; ii) cierre temporal del 
establecimiento hasta por 180 días; iii) cierre definitivo del establecimiento; iv) prohibición 
temporal o definitiva de producir, distribuir u ofrecer al público determinados productos; v) 
ordenar la destrucción de un determinado producto, que sea perjudicial para la salud y 
seguridad de los consumidores; vi) multas sucesivas de mil salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, por inobservancia o instrucciones mientras permanezca la rebeldía.  
Así mismo, el Estatuto consagra una lista de criterios para graduar la multa, como son: i) el 
daño causado al consumidor; ii) la persistencia de la conducta infractora; iii) la 
reincidencia; iv) la disposición o no de colaborar con las autoridades; v) la disposición o no 
de buscar una solución adecuada a los consumidores; vi) el beneficio económico obtenido 
para sí mismo o para terceros; vii) la utilización de medios fraudulentos en la comisión de 
la infracción o cuando se utiliza a una persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus 
efectos, y viii) el grado de prudencia o diligencia con que se hayan atendido los deberes o 
se hayan aplicado las normas pertinentes. 
La Ley, a su vez, consagró las facultades administrativas de control y vigilancia de la 
Superintendencia de Industria y Comercio en cabeza de los alcaldes, incluso en temas de 
metrología legal 28; en estos casos, las decisiones de los alcaldes pueden ser apeladas y la 
Superintendencia conocerá de la apelación. No obstante, los alcaldes sólo pueden imponer 
multas hasta por 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes y, si considera que la 
multa debe ser mayor, debe remitir la actuación a la Superintendencia de Industria y 
Comercio, sin perjuicio de que la Superintendencia también decida de oficio iniciar o 
asumir la investigación que fue iniciada por un alcalde. 
Como se observó con anterioridad, cuando la Superintendencia de Industria  y Comercio 
actúa en ejercicio de sus facultades administrativas e impone sanciones, aún, cuando haya 
consumidores que resultaron afectados por la conducta del investigado, no se trata de un 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28 La Metrología legal es el área de la metrología mediante la cual se verifica el cumplimiento de los 
requisitos legales que se aplican a las mediciones, a las unidades, métodos e instrumentos de medida, con el 
fin de garantizar la equidad en las relaciones comerciales, así como proteger el medio ambiente y la salud de 
los consumidores. Cfr. Red Nacional de Protección al Consumidor. Metrología legal. 
http://www.redconsumidor.gov.co/publicaciones/metrologia_legal_pub 
 
	   32 
pleito entre particulares y, por tanto, así un consumidor denuncie la infracción de las 
normas que lo protegen, por esta vía no va a obtener una reparación, pues la multa que 
imponga la Superintendencia de Industria y Comercio no va al patrimonio del consumidor 
denunciante. Así pues, si el consumidor además quiere que le reparen el perjuicio causado 
por la conducta, también tendrá que elegir la acción que corresponda dentro del elenco de 
mecanismos procesales que se verán a continuación. 
II. Acción de grupo 
El artículo 56 del Estatuto del Consumidor consagra como una acción de protección al 
consumidor las acciones de grupo. Por lo tanto, se hace necesario revisar la regulación de 
estas acciones en Colombia.  
El artículo 88 constitucional ordena al legislador la regulación de “las acciones originadas 
en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las 
correspondientes acciones particulares”. En virtud de esta disposición constitucional se 
expidió la Ley 472 de 1998, que desarrolló la materia. Esta Ley define en sus artículos 3 y 
46 la acción de grupo como aquella que interponen “un numero plural o un conjunto de 
personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó 
perjuicios individuales para dichas personas”. Así mismo, estos artículos señalan 
expresamente que esta acción procede de manera exclusiva para obtener el reconocimiento 
y pago de indemnización de los perjuicios. Finalmente, el artículo 46 establece que el grupo 
debe estar integrado por al menos 20 personas.  
De la lectura de los artículos mencionados se tiene que la acción de grupo procede cuando 
existe un perjuicio a un derecho subjetivo constitucional o legal, y lo que se pretende es que 
se indemnice ese perjuicio que sufrió cada uno de los miembros del grupo. En palabras de 
la Corte Constitucional29:  
“En cuanto se refiere a las acciones de clase o de grupo, hay que señalar que éstas 
no hacen relación exclusivamente a derechos constitucionales fundamentales, ni 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
29 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-215 de 14 de abril de 1999. M.P Martha Victoria 
Sáchica de Moncaleano.  
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únicamente a derechos colectivos, toda vez que comprenden también derechos 
subjetivos de origen constitucional o legal, los cuales suponen siempre - a 
diferencia de las acciones populares - la existencia y demostración de una lesión o 
perjuicio cuya reparación se reclama ante la juez. En este caso, lo que se pretende 
reivindicar es un interés personal cuyo objeto es obtener una compensación 
pecuniaria que será percibida por cada uno de los miembros del grupo que se unen 
para promover la acción. Sin embargo, también es de la esencia de estos 
instrumentos judiciales, que el daño a reparar sea de aquellos que afectan a un 
número plural de personas que por su entidad deben ser atendidas de manera 
pronta y efectiva. 
Así mismo, de los artículos 3 y 46 de la Ley 472 de 1998, y de acuerdo con el Consejo de 
Estado30, se extraen los requisitos que deben concurrir para que la acción de grupo sea 
procedente. Tales requisitos, son los siguientes: 
a. Que sea interpuesta por un número plural de personas (mínimo 20), sin que sea necesario 
que las personas afectadas con el daño estén constituidas como grupo antes de la 
afectación31. Este requisito tampoco implica que para la existencia de legitimación activa se  
requiera conformar un número de veinte personas que instauren la demanda, pues basta que  
un miembro del grupo que actúe a su nombre señale en ella los criterios que permitan 
establecer la identificación del grupo afectado, lo que significa que el apoderado que 
presente la demanda no necesita contar con el poder de 20 personas afectadas 32. 
Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad que tienen los miembros del grupo de hacerse 
parte del proceso antes de la apertura de pruebas. La persona que quiera hacerse parte del 
proceso deberá presentar un escrito en el cual se indique su nombre, el daño sufrido, su 
origen y el deseo de acogerse al fallo y de pertenecer al conjunto de personas que interpuso 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
30 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sentencia del 4 de febrero de 2000. Rad. AP-012. C.P. Julio 
Enrique Correa Restrepo.  
 
31 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-569 de 8 de junio de 2004. M.P. Rodrigo 
Uprimny Yepes.  
 
32 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-116 de 13 de febrero de 2008. M.P. Rodrigo 
Escobar Gil.  
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la demanda como un mismo grupo. Esto, incluso si ya la persona adelanta una acción 
individual, pues podrá acumularse a la acción de grupo, teniendo como consecuencia que se 
terminará la tramitación de la acción individual y se acogerá a los resultados derivados de 
la acción del grupo. En todo caso, si la persona no concurre al proceso, podrá acogerse a la 
sentencia dentro de los 20 días siguientes de su publicación, suministrando la información 
que hubiere suministrado de haber concurrido, pero no podrá invocar daños extraordinarios 
o excepcionales para obtener una indemnización mayor, y además, no se beneficiará de la 
condena en costas33. 
Esa representación que el demandante ostenta del grupo tampoco implica que las personas 
que hacen parte de este no puedan manifestar su deseo de ser excluidas del mismo. Para ser 
excluido del grupo debe manifestarlo de esa manera dentro de los cinco (5) días siguientes 
al vencimiento del término de traslado de la demanda.  La consecuencia de la exclusión es 
que quien resulte excluido no va a estar vinculado por la conciliación o la sentencia. Así 
mismo, si una persona que pudiera resultar vinculada por la sentencia no participó en el 
proceso y demuestra en el mismo término que sus intereses no fueron representados en 
forma adecuada por el representante del grupo o que hubo graves errores en la notificación, 
no va a ser cobijada por la sentencia 34. En estos casos puede intentar una acción individual 
de índole declarativa, para que mediante el proceso verbal o verbal sumario, de acuerdo con 
la cuantía, se le indemnicen los perjuicios.  
b. Que estas personas reúnan condiciones uniformes respecto de las causas que originaron 
los perjuicios individuales, para lo cual se debe “i) identificar el hecho o los hechos 
generadores del daño reclamado y determinar si éstos son uniformes para todo el grupo; y 
(ii) determinar si dichos hechos son la causa de todos los daños sufridos por los 
integrantes del grupo”35.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
33 Artículo 55 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 
  
34 Artículo 56 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 
 
35 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sentencia del 23 de agosto de 2019. Rad. 66001-23-33-000-2017-
00672-01(AG)A. C.P. Martín Bermúdez Muñoz. 
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Este requisito de condiciones uniformes para la Corte Constitucional 36  no debe ser 
interpretado estrictamente desde el punto de vista fáctico porque desdibujaría la protección 
que pretende la acción de grupo. La uniformidad, entonces, debe ser entendida en “términos 
jurídicos y atendiendo a la naturaleza de los intereses protegidos y a la concepción 
solidarista de la Carta”37. En la misma línea, el Consejo de Estado en Sentencia del 23 de 
agosto de 2019 38, sostuvo que la palabra uniforme “no debe tratarse del mismo hecho, sino 
de hechos semejantes, esto es, de hechos dañinos iguales”.  Por lo que, si un grupo de 
consumidores resulta afectado por un lote de llantas para automóvil que salió defectuoso, 
no se debe exigir que el nexo de causalidad sea el mismo, pues a unos se les pudo explotar 
la llanta mientras que otros se vieron privados de su uso, por el temor a que la llanta 
explotara. A pesar de que el nexo causal es diferente, todos sufrieron un daño por un 
producto que se vendió en condiciones defectuosas y, por tanto, pertenecen a un mismo 
grupo que puede ejercer la acción en cuestión.39  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
36 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-569 de 8 de junio de 2004. M.P. Rodrigo 
Uprimny Yepes.  
 




39 “(...) El caso de la afectación de los derechos de los consumidores es ilustrativo: un empresario inunda el 
mercado con un producto defectuoso (principal hecho dañino) que solamente causará daño cuando dicho 
producto sea efectivamente adquirido por los consumidores (hecho dañino secundario: múltiples 
compraventas diferidas en el tiempo) y que tendrá la capacidad para generar diversos daños en situaciones 
diferentes (consecuencias del uso particular del producto defectuoso). Entre los diversos daños que se pueden 
causar con el hecho dañino de la fabricación defectuosa (sumado al de la adquisición y uso posterior), 
pueden existir diversos nexos de causalidad, que, a pesar de que comparten un elemento común, podrían ser 
considerados como hechos distintos, y algunos podrían concluir que las condiciones no son uniformes frente 
a la causa que originó el daño. Por ello, una exigencia de uniformidad estricta desde el punto de vista 
fáctico, que confundiera la idea de causa jurídica común con la existencia de un solo hecho que ocasiona el 
perjuicio, haría fracasar la protección del interés de grupo por la vía del resarcimiento de los perjuicios 
individuales sufridos por sus miembros, pues una tal uniformidad es excepcional, desde una perspectiva 
puramente fáctica. 
 
(…) En el ejemplo presentado, una valoración semejante estaría constituida por la evidencia de la omisión en 
los deberes en el proceso de producción, la afectación del principio de confianza de los consumidores, la 
realización de diferentes daños y el fundamento del deber de reparar los daños a partir de la verificación de 
una relación de imputación de estos últimos al sujeto que omitió el deber.  Así las cosas,  sería indiferente, 
para efectos de establecer la uniformidad en la relación de causalidad, por ejemplo, determinar la medida 
del principio de confianza de cada uno de los consumidores o, precisar la oportunidad de la compraventa, e 
incluso, determinar la medida de los perjuicios sufridos por cada uno de los (…) Las condiciones uniformes 
se predican, a pesar de la multiplicidad de ventas individuales, por la situación uniforme de los 
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c. Sólo procede para obtener el reconocimiento y pago de indemnización de perjuicios.  
Sin embargo, estos no resultan ser los únicos requisitos. El artículo 49 de la Ley 472 de 
1998 establece que es necesario que las acciones de grupo se ejerzan a través de un 
abogado.  
Adicionalmente, según el artículo 48 de la Ley 472 de 1998, están legitimados para 
presentar acciones de grupo las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido un 
perjuicio individual, el defensor del pueblo y los personeros municipales y distritales. No 
obstante, aunque la Ley no lo mencione expresamente, las asociaciones privadas y, 
específicamente, las asociaciones de consumidores están legitimadas, de acuerdo con el 
numeral 1.9 del artículo 3 del Estatuto del Consumidor, para representar a los consumidores 
en  las reclamaciones sobre consumo, lo cual incluye las que se presenten a través de las 
acciones de grupo, pues la Ley no hace ninguna diferenciación40. De manera que, en 
Colombia existen tres tipos de legitimación: legitimación individual, legitimación 
corporativa y legitimación pública41.   
Si bien la acción de grupo resulta beneficiosa por economía procesal, eficiente y minimiza 
los costos de los demandantes, presenta algunos inconvenientes.  El primero de ellos se 
observa en el artículo 55 de ley 472 de 1998, pues este consagra que a pesar de la 
integración de nuevos miembros del grupo después de la sentencia el monto de la 
indemnización no se va a incrementar y que esos nuevos miembros del grupo no van a 
poder solicitar daños extraordinarios o excepcionales, lo que tiene como consecuencia que 
la indemnización en algunas ocasiones no sea integral.  
Otro inconveniente de la acción de grupo es que si transcurrido el término sin que el 
miembro así lo exprese, los resultados del acuerdo o de la sentencia lo vincularán. No 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
compradores frente a la elaboración y distribución del producto defectuoso que les ocasionó el daño 
específico”. (Negrilla fuera de texto). COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-569 de 8 de 
junio de 2004. M.P. Rodrigo Uprimny Yepes.  
 
40 Cfr. MORENO, Carlos. Op. Cit., p. 96. 
 
41 Cfr. GUAYACÁN ORTIZ, Juan Carlos. Las Acciones populares y de grupo frente a las acciones 
colectivas. Elementos para la integración del derecho latinoamericano. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2013, p. 407. 
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obstante, a pesar de que los efectos de la sentencia lo vinculen, es decir, sea cosa juzgada y 
este no puede intentar una acción individual por indemnización de perjuicios, no va a 
recibir indemnización por no haber llegado en el término máximo que contempla la ley (20 
días posteriores a la publicación de la sentencia). Como consecuencia, esa persona no va a 
resultar indemnizada por el daño sufrido. 
Todo lo mencionado con anterioridad es aplicable al ámbito del Derecho del Consumo, 
donde además el consumidor es la parte débil del contrato y débil del mercado. Estos 
problemas hacen pensar en la configuración de un mecanismo que tenga los mismos 
beneficios de economía procesal, eficiencia y minimización de costos que tiene la acción de 
grupo, pero sin los inconvenientes que esta presenta. En este escrito la propuesta es el 
arbitraje de consumo con acumulación subjetiva de pretensiones, que se desarrollará en la 
segunda parte.  
III. Acción popular  
Además de las acciones de grupo, el Estatuto también contempla en el artículo 56 como una 
de las acciones jurisdiccionales de protección al consumidor, las acciones populares. Esto 
tiene sentido, ya que en la Constitución Política los derechos de los consumidores y 
usuarios se encuentran en el capítulo “Derechos colectivos y del medio ambiente” y para 
ratificar ese carácter de derechos colectivos, el artículo 4 la Ley 472 de 1998, que regula las 
acciones de grupo y las acciones populares, enlista los derechos de los consumidores y los 
usuarios dentro de los derechos e intereses colectivos. En este entendido, se hace necesario 
hacer mención a las acciones populares.  
La Constitución Política de 1991 en su artículo 88 dispone que la Ley va a regular las 
acciones populares para las protecciones de derechos e intereses colectivos y menciona 
algunos como el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral 
administrativa, el ambiente y la libre competencia económica. Así, en desarrollo de este 
artículo constitucional se expidió la Ley 472 de 1998, de la que ya se ha hecho mención al 
hablar de las acciones de grupo. En esta Ley, en efecto, se regulan tanto las acciones de 
grupo, de las que ya se habló, como las acciones populares. 
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Entonces, la acción popular es una acción constitucional de carácter público, ya que protege 
intereses que se encuentran en cabeza de una colectividad, excluyendo motivaciones 
subjetivas. Sin embargo, cualquier persona que pertenezca a la colectividad puede ejercer la 
acción42.  
El artículo 2 de la Ley 472 define las acciones populares como medios procesales para la 
protección de los derechos e intereses colectivos y, agrega, “se ejercen para evitar un daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los 
derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere 
posible”. De manera que, a diferencia de las acciones de grupo, con las acciones populares 
no se busca la indemnización de un daño, sino la prevención o detención del mismo o, de 
ser posible, la restitución de las cosas al estado anterior de la ocurrencia de los hechos, pero 
para que proceda la acción popular no es necesaria la existencia del daño sobre el derecho o 
interés que se protege.  En palabras de la Corte Constitucional43:  
“Si bien tanto la acción de grupo como la acción popular son acciones colectivas, 
que superan las limitaciones de los esquemas procesales puramente individualistas 
para la protección de los derechos,  sin embargo se distinguen al menos en dos 
aspectos: De un lado, en su finalidad, pues la acción popular tiene un propósito 
esencialmente preventivo, mientras que la acción de grupo cumple una función 
reparadora o indemnizatoria, por lo que la primera no requiere que exista un 
daño sobre el interés protegido, mientras que la segunda opera una vez ocurrido el 
daño, ya que precisamente pretende reparar dicho perjuicio. De otro lado, dichas 
acciones también se diferencian en los derechos o intereses protegidos, pues la 
acción popular ampara esencialmente derechos e intereses colectivos, mientras 
que la acción de grupo recae sobre la afectación de todo tipo de derechos e 
intereses, sean éstos colectivos o individuales, ya que ella es un instrumento 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
42 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-215 de 14 de noviembre 1999. M.P. Martha 
Victoria Sáchica De Moncaleano. 
 
43 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia  C-569 de 8 de junio de 2004. M.P. Rodrigo 
Uprimny Yepes. 
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procesal colectivo, pero que busca reparar los daños producidos a individuos 
específicos”. (Negrilla fuera de texto) 
No obstante que la acción popular sea preventiva y que, en principio, el objeto de la misma 
no es la indemnización de los perjuicios, el Consejo de Estado44 ha sostenido que es posible 
que haya una indemnización, pero sólo con fines restaurativos del daño y a favor de la 
entidad pública que tenga a su cargo la protección de dichos derechos o intereses, siempre 
que esta no haya sido la culpable del daño.  
Otro punto importante a tener en cuenta respecto de las acciones populares es la 
procedencia de las mismas y la legitimación para ejercerlas. En ese sentido, el artículo 9 de 
la Ley 472, dispone que las acciones populares son procedentes contra acciones u 
omisiones de autoridades públicas, pero también de particulares que hayan vulnerado o 
amenacen con vulnerar derechos o intereses colectivos. Es decir, el legitimado por pasiva 
será cualquiera que vulnere o amenace con vulnerar los derechos que mediante esta acción 
se protegen y si se desconocen los responsables, el juez deberá determinarlos45. A su vez, 
los titulares de las acciones, quienes pueden demandar son: i) personas naturales o 
jurídicas; ii) organizaciones no gubernamentales, organizaciones populares, cívicas o 
similares; iii) entidades públicas que cumplan funciones de control, intervención o 
vigilancia, siempre que la amenaza o vulneración a los derechos e intereses colectivos no se 
haya originado en su acción u omisión; iv) el Procurador General de la Nación, el Defensor 
del Pueblo y los Personeros Distritales y municipales, en lo relacionado con su competencia 
y v) los alcaldes y demás servidores públicos que por razón de sus funciones deban 
promover la protección y defensa de estos derechos e intereses. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
44 “En las acciones populares es posible obtener el pago de perjuicios cuando se haya causado daño a un 
derecho o interés colectivo, pero sólo a favor de la entidad pública no culpable que los tenga a su cargo, es 
decir, que en tratándose de particulares no hay lugar a reconocer y pagar indemnización alguna”. 
COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sentencia del 19 de noviembre de 2009. Rad. 05001-23-31-000-
2004-05274-01(AP). C. P. Marco Antonio Velilla Moreno.   
 
45 Artículo 14 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 
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Ahora bien, quien esté legitimado para intervenir puede hacerlo por sí mismo o por quien 
actúe en su nombre y si no actúa con abogado, la Defensoría puede intervenir, para lo cual, 
el juez deberá notificarle el auto admisorio de la demanda46. 
En suma, como se puede observar, la acción popular supone la protección de un derecho 
colectivo, es decir, no protege intereses subjetivos y pretende la prevención del daño más 
no su reparación, de hecho se puede promover mientras subsista la amenaza o peligro del 
derecho o interés colectivo47. Citando al Consejo de Estado, HUERTAS identifica tres 
aspectos sustanciales de las acciones colectivas: “ i) Una acción u omisión de la parte 
demandada; ii) Un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de los 
derechos e intereses colectivos, que no es en modo alguno la que proviene de todo riesgo 
normal de la actividad humana; y iii) La relación de causalidad entre la acción, omisión, y 
la señalada afectación de los referidos derechos e intereses” 48.  
De esta manera, si un consumidor ve que se les están vulnerando los derechos porque hay 
una publicidad engañosa respecto de un producto, puede ejercer la acción popular en 
nombre del grupo de consumidores, para que la autoridad judicial ordene, por ejemplo, que 
no se siga realizando esa publicidad y que rectifique la información por los mismos medios 
que usó para difundir la publicidad que resultó engañosa.  
Estas son las dos acciones colectivas (acción de grupo y acción popular) con las que 
cuentan los consumidores para proteger sus derechos e intereses. Ahora es preciso analizar 
las acciones judiciales individuales de los consumidores.  
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
46 Artículo 13 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 
 
47 Artículo 11 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 
 
48 HUERTAS MORENO, Laura Estephania. Los derechos del consumidor en el derecho colombiano: la 
eficacia de los mecanismos procesales para su protección individual y colectiva. Tesis de grado para optar por 
el título de Abogado. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 42.  
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IV. Acción de protección al consumidor  
El numeral 3 del artículo 56 del Estatuto del Consumidor consagra la acción de protección 
al consumidor, mediante la cual se van a decidir controversias en relación con la 
vulneración de los derechos del consumidor por violación de las normas que lo protegen; la 
aplicación de normas de protección contractual; la efectividad de una garantía; la obtención 
de la reparación de daños causados a los bienes en la prestación de servicios del artículo 18 
del Estatuto; y la protección en caso de información o publicidad engañosa.  
De acuerdo con lo regulado en el Estatuto del Consumidor, y en desarrollo del artículo 116 
constitucional, la Superintendencia Financiera, en virtud de sus facultades jurisdiccionales, 
es competente para conocer de la acción de protección al consumidor cuando la 
controversia se suscite entre las entidades vigiladas por dicha Superintendencia y los 
consumidores financieros, pero exclusivamente en lo relacionado con la ejecución y el 
cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la actividad 
financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público 49. 
En la misma línea, el artículo 58 del Estatuto y el numeral 1 del artículo 24 Código General 
del Proceso también le otorgan facultades jurisdiccionales a la Superintendencia de 
Industria y Comercio para conocer de los procesos que versen sobre la violación de los 
derechos de los consumidores establecidos en el Estatuto. Tanto la competencia de la 
Superintendencia Financiera como la de la Superintendencia de Industria y Comercio para 
conocer en sede jurisdiccional asuntos de consumo es a prevención, es decir, el consumidor 
puede elegir entre la autoridad judicial competente o la autoridad administrativa con 
facultades jurisdiccionales, quienes tramitarán el proceso por la vía del procedimiento 
verbal o verbal sumario, dependiendo de la cuantía. La Superintendencia de Industria y 
Comercio tiene competencia en todo el territorio nacional y reemplaza al juez de primera o 
única instancia competente por razón de cuantía y territorio. Por su parte, el juez 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
49 Artículo 57 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan 
otras disposiciones. 
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competente es el del lugar donde se haya comercializado o adquirido el producto, o 
realizado la relación de consumo 50. 
La acción de protección al consumidor cuenta con términos distintos de caducidad, 
dependiendo de lo que se pretenda con la misma. Así, si se pretende la efectividad de una 
garantía, deberán presentarse a más tardar dentro del año siguiente a la expiración de esta; y 
las controversias netamente contractuales, a más tardar dentro del año siguiente a la 
terminación del contrato. En los demás casos, deberán presentarse a más tardar dentro del 
año siguiente a que el consumidor tenga conocimiento de los hechos que motivaron la 
reclamación.  
Por otra parte, el consumidor que desee interponer una demanda de protección al 
consumidor debe agotar un requisito de procedibilidad, el cual consiste en la presentación 
por escrito, telefónica o verbalmente51 de una reclamación directa52 ante el proveedor o 
productor, que debe cumplir con las reglas establecidas en el numeral 5 del artículo 58.  De 
manera que, si lo que se pretende es que se cumpla con la garantía, se deberá identificar el 
producto, la fecha de adquisición o prestación del servicio y las pruebas del defecto, 
además deberá aportarse prueba de que la reclamación fue efectuada durante la vigencia de 
la garantía. Pero cuando la reclamación sea por protección contractual o por información o 
publicidad engañosa, deberá anexarse la prueba documental e indicarse las razones de 
inconformidad. 
A la reclamación directa presentada por el consumidor, el productor o el proveedor deberá 
dar respuesta dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la recepción. Dicha 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
50  Numerales 1 y 2 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del 
Consumidor y se dictan otras disposiciones. 
 
51 “b) La reclamación se entenderá presentada por escrito cuando se utilicen medios electrónicos. Quien 
disponga de la vía telefónica para recibir reclamaciones, deberá garantizar que queden grabadas. En caso 
de que la reclamación sea verbal, el productor o proveedor deberá expedir constancia escrita del recibo de 
la misma, con la fecha de presentación y el objeto de reclamo. El consumidor también podrá remitir la 
reclamación mediante correo con constancia de envío a la dirección del establecimiento de comercio donde 
adquirió el producto y/o a la dirección del productor del bien o servicio”.  Literal b del Numeral 5 del 
artículo 58. Ley 1480 de 2011.  
 
52 Numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del 
Consumidor y se dictan otras disposiciones. 
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respuesta deberá contener todas las pruebas en que se basa. Si el proveedor y/o productor 
no hubiera expedido la constancia, o se hubiere negado a recibir la reclamación, el 
consumidor debe declararlo de esa manera bajo juramento, con copia del envío por correo. 
En caso de respuesta negativa, o si la atención, reparación, o prestación realizada a título de 
efectividad de la garantía no es satisfactoria, el consumidor podrá acudir ante el juez 
competente o la Superintendencia. También consagra el artículo 58 del Estatuto que, si 
dentro del término señalado por la ley el productor o proveedor no da respuesta, se tendrá 
como indicio grave en su contra y, de comprobarse la negativa del productor o proveedor a 
recibir una reclamación, dará lugar a la imposición de las sanciones previstas en Ley y será 
apreciada como indicio grave en su contra. Finalmente, el artículo 58 dispone que la 
reclamación directa se tendrá por cumplida como requisito de procedibilidad cuando se 
presente un acta de audiencia de conciliación emitida por cualquier centro de conciliación 
legalmente establecido. 
En esta acción, al momento de tomar una decisión, el juez está facultado para fallar infra, 
extra y ultra petita, y debe emitir las órdenes a que haya lugar con indicación de la forma y 
términos en que se deberán cumplir. De igual manera, si la decisión final es favorable al 
consumidor, la Superintendencia de Industria y Comercio y los jueces podrán imponer al 
productor o proveedor que no haya cumplido con sus obligaciones contractuales o legales, 
además de la condena que corresponda, una multa de hasta 150 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes a favor de la Superintendencia de Industria y Comercio, teniendo en 
cuenta determinadas circunstancias de agravación. La multa no procede si el proceso 
termina por conciliación, transacción, desistimiento o cuando el demandado se allana a los 
hechos en la contestación de la demanda. Si el consumidor actuó de manera temeraria será 
acreedor de dicha multa.  
En caso de incumplimiento del proveedor o productor de las órdenes impartidas en la 
sentencia o de una conciliación o transacción realizadas en legal forma, la Superintendencia 
de Industria y Comercio podrá i) sancionar con una multa sucesiva a favor de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, equivalente a la séptima parte de un salario 
mínimo legal mensual vigente por cada día de retardo en el cumplimiento e, incluso, ii) 
	   44 
decretar el cierre temporal del establecimiento comercial, si persiste el incumplimiento y 
mientras se acredite el cumplimiento de la orden, para lo cual podrá solicitar el apoyo de la 
fuerza pública. 
En conclusión, la acción de protección al consumidor es una acción que tiene como objeto 
la protección de intereses y derechos individuales del consumidor. Esta acción, a pesar de 
ser un gran avance para la protección de los derechos e intereses mencionados, cuando se 
trata de proteger derechos de carácter contractual, la Superintendencia de Industria y 
Comercio no puede ordenar la indemnización de los perjuicios ocasionados por cláusulas 
abusivas, su competencia se limita a dar órdenes de hacer o no hacer al demandado y de 
anular y suprimir la cláusula abusiva del contrato53.  Lo mismo ocurre en el caso de que el 
consumidor quiera hacer efectiva la garantía. Si bien la Superintendencia de Industria y 
Comercio tiene facultades para ordenar el cambio del producto, la reparación o la 
devolución del dinero, no así para la indemnización de perjuicios 54. Esto es un problema, 
porque en caso de que el consumidor pretenda la indemnización de perjuicios sólo tiene una 
opción: acudir ante los jueces civiles. Sin embargo, cuando se trata de los supuestos de 
publicidad engañosa y prestación de servicios que suponen la entrega de un bien, la 
Superintendencia de Industria y Comercio, si podrá ordenar la indemnización de los 
perjuicios55.  
V. Acción de responsabilidad por daños por producto defectuoso 
El artículo 78 constitucional en su inciso 2 dispone que “serán responsables, de acuerdo 
con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten 
contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios”. 
Así mismo, el artículo 6 del Estatuto del Consumidor consagra que todo productor debe 
asegurar la idoneidad, la calidad y seguridad de los bienes y servicios que ofrezca o ponga 
en el mercado. De estos artículos se deriva una obligación de seguridad, cuyo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
53 Cfr. HUERTAS MORENO, Laura Estephania. Op. Cit., p. 120.  
 
54 Ibídem, p. 121. 
 
55 Cfr. MORENO, Carlos. Op. Cit., p. 127.  
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incumplimiento va a generar responsabilidad y, por tanto, el consumidor tendrá derecho a 
pretender la respectiva indemnización a través de la acción de responsabilidad por daños 
por producto defectuoso56. En ese sentido, y terminando con las acciones jurisdiccionales 
de protección al consumidor que consagra el Estatuto, la acción de responsabilidad por 
daños por producto defectuoso es el mecanismo judicial mediante el cual se materializa la 
disposición constitucional mencionada.  
En materia de responsabilidad por daño por producto defectuoso resulta importante 
mencionar que, en virtud de los artículos 6 y 20 del Estatuto, existe una responsabilidad 
solidaria del productor y proveedor por garantía ante los consumidores cuando no cumplen 
con la calidad, idoneidad y seguridad de los bienes y servicios que ofrezcan o pongan en el 
mercado. Lo anterior implica que el consumidor puede decidir demandar al productor o al 
proveedor o a ambos. En caso de que no se indique expresamente quien es el productor, el 
artículo 20 estipula que se presumirá como tal quien coloque su nombre, marca o cualquier 
otro signo o distintivo en el producto. 
Adicionalmente, es necesario determinar el concepto de producto defectuoso, para entender 
en qué casos procede esta acción. El numeral 17 del artículo 5 del Estatuto considera como 
producto defectuoso aquel bien mueble o inmueble que en razón de un error de diseño, 
fabricación, construcción, embalaje o información, no ofrezca la razonable seguridad a la 
que toda persona tiene derecho. En esta misma línea, la Corte Suprema de Justicia ha 
entendido que un producto es defectuoso “cuando no ofrece la seguridad que 
legítimamente se espera de él, condición que, en consecuencia se predica no por su falta de 
aptitud para el uso para el que fue adquirido, sino por no cumplir las condiciones de 
seguridad a que tiene derecho el público, excluyendo, por supuesto, cualquier utilización 
abusiva”57. En este sentido, la Corte no considera defectuoso un producto que tenga vicios 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
56 “(…) es claro, por supuesto, que “la obligación de seguridad cuyo incumplimiento genera el deber 
indemnizatorio de que aquí se trata es aquella a la que razonablemente se puede aspirar”, de donde quedan 
“excluidas las situaciones en las que el carácter riesgoso del producto es aceptado o conocido por el 
público” (sentencia de 30 de abril de 2009, exp. 1999-00629-01)”. COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA. Sentencia del 24 de septiembre de 2009. Exp. 05360-31-03-001-2005-00060-01. M.P César Julio 
Valencia Copete.  
 
57 COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 30 de abril de 2009. Exp. 25899 3193 992 
1999 00629 01. M.P. Pedro Octavio Munar Cadena. 
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o que no sea apto o idóneo, ya que puede tener vicios o no tener las calidades 
correspondientes, pero no poner en peligro al consumidor58. De igual forma, en la sentencia 
citada, la Corte Suprema de Justicia hace referencia a que la seguridad del producto no 
puede entenderse en términos absolutos, porque existen casos en los que estos comportan 
un riesgo en sí mismos, y que son conocidos por los consumidores. 
Entendida la noción de producto defectuoso, es pertinente abordar qué se entiende como 
daño. El artículo 20 del Estatuto estima que daño puede ser: i) muerte o lesiones corporales, 
causadas por el producto defectuoso y/o ii) el que se produce a una cosa diferente al 
producto defectuoso, causado por el producto defectuoso. Esto, agrega el artículo, sin 
perjuicio de que el perjudicado pueda reclamar otro tipo de indemnizaciones de acuerdo 
con la ley. 
Dado que la acción en comento es de responsabilidad, es necesario que en el proceso se 
pruebe el daño, el defecto del producto y la relación de causalidad entre los dos anteriores, 
puesto que son los elementos estructurales de la responsabilidad59. La ley no le exige al 
consumidor la prueba del dolo o la culpa del productor y además presume el defecto del 
bien cuando se viole una medida sanitaria o fitosanitaria o un reglamento técnico60. Por su 
parte, el demandado se puede exonerar de la responsabilidad por daños por producto 
defectuoso probando alguna de las causales taxativas que contempla el artículo 22 del 
Estatuto. Estás son: i) fuerza mayor o caso fortuito; ii) culpa exclusiva del afectado; iii) 
hecho de un tercero; iv) la no puesta en circulación del producto; v) el defecto es 
consecuencia directa de la elaboración, rotulación o empaquetamiento del producto 
conforme a normas imperativas existentes, sin que el defecto pudiera ser evitado por el 
productor sin violar dicha norma y vi) que el estado de los conocimientos científicos y 
técnicos en el momento en que el producto fue puesto en circulación no permitía descubrir 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
58 Ibídem.  
 
59 Artículo 21 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan 
otras disposiciones; COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 24 de septiembre de 
2009.  Exp. 05360-31-03-001-2005-00060-01. M.P César Julio Valencia Copete.  
 
60 Parágrafo del artículo 2 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor 
y se dictan otras disposiciones. 
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la existencia del defecto. También es posible que en caso de concurrencias de causas del 
daño la responsabilidad del productor se disminuya.  
Finalmente, de la observación de las causales de exoneración de responsabilidad previstas 
en la Ley, se puede concluir que el productor solamente puede exonerarse de 
responsabilidad probando hecho extraño, es decir, rompiendo el nexo causal entre la 
defectuosidad del producto y el daño, o probando que el defecto es consecuencia del 
cumplimiento de una determinada norma o la imposibilidad de descubrir el defecto, dado el 
estado de la ciencia. No le es posible, entonces, probar que no fue negligente. 
VI. ¿Arbitraje en materia de consumo? 
Una vez terminado el estudio de los mecanismos procesales que consagra expresamente el 
Estatuto del Consumidor en su artículo 56, se analizará si el arbitraje en materia de 
consumo es posible en Colombia o si, por el contrario, una cláusula compromisoria en un 
contrato de consumo se considera abusiva.  
Antes de analizar la viabilidad del arbitraje de consumo en Colombia, es preciso determinar 
el concepto y las características del arbitraje, de acuerdo con la regulación colombiana. El 
artículo 116 de la Constitución Nacional dispone que los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente para administrar justicia, entre otros, como árbitros habilitados por las 
partes para proferir fallos en derecho o en equidad, de acuerdo a lo que la Ley establezca.  
De forma que, el arbitraje es un mecanismo en virtud del cual las partes de un conflicto de 
común acuerdo deciden someter sus diferencias a un particular que administra justicia de 
manera transitoria, el árbitro61; cuya decisión tendrá la misma fuerza que la sentencia de un 
juez. La Corte Constitucional 62  ha identificado cuatro características distintivas del 
arbitraje; estas son:  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
61 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-330 de 22 de marzo de 2000. M.P Carlos 
Gaviria Díaz.  
 
62 Ibídem.  
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1. Es voluntario, es decir, llevar la controversia ante los árbitros es una decisión acordada 
por las partes. 
2.  Es temporal, en el sentido en que los particulares sólo tendrán atribuciones judiciales de 
manera transitoria, esto es, hasta que resuelvan el conflicto de las partes. 
3. Es excepcional, ya que los árbitros no pueden conocer de todos los problemas jurídicos, 
pues hay limitaciones en cuanto a las materias sobre las que estos pueden decidir, como 
aquellos conflictos que se relacionan con la garantía de derechos constitucionales 
fundamentales, con el reconocimiento de facultades reconocidas a favor de determinados 
ciudadanos o con el ejercicio del control estatal sobre ciertas circunstancias jurídicamente 
relevantes, como el estado civil.  
4. Es una figura procesal, según como se ha concebido en el ordenamiento jurídico 
colombiano, en el entendido en que la institución arbitral tiene el carácter de un proceso, en 
el cual se deben garantizar los derechos de las partes y el debido proceso, mediante la 
disposición de etapas y oportunidades para la discusión de argumentos, valoración de 
pruebas e, incluso, para la revisión del laudo, que es la decisión final de los árbitros. 
Ahora bien, el proceso arbitral tiene límites en el respeto al acceso a la administración de 
justicia, los derechos irrenunciables de las partes,  los principios esenciales del orden social 
como la seguridad jurídica o la igualdad de oportunidades63. De esta forma, es pertinente 
analizar el carácter abusivo de las cláusulas que obstaculizan el acceso a la administración 
de justicia. 
A. Las cláusulas abusivas y el carácter abusivo de las cláusulas que obstaculizan el 
acceso a la administración de justicia 
En los contratos de consumo se presenta una gran asimetría entre las condiciones de las 
partes y el poder de negociación de estas. Debido a dicha desigualdad, el derecho se ha 
preocupado por proteger la parte débil de esa relación contractual, para evitar que la parte 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
63 Ibídem.  
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que tiene la ventaja en la negociación abuse de su posición, mediante la regulación de los 
contratos de adhesión entre productores o proveedores y consumidores y la prohibición de 
cláusulas abusivas relacionadas con aquellos64. 
Las cláusulas abusivas son, entonces, aquellas que “producen un desequilibrio injustificado 
en perjuicio del consumidor y las que, en las mismas condiciones, afecten el tiempo, modo 
o lugar en que el consumidor puede ejercer sus derechos”65. De forma que, las cláusulas 
abusivas generan un desequilibrio contractual que le causa un perjuicio al consumidor. Ese 
desequilibrio tiene explicación en que el profesional que tiene el poder de negociación, 
dada la información a su disposición y con la que no cuenta el consumidor; las aptitudes 
técnicas y el conocimiento del contenido del contrato, abusa de dicho poder66.  
Para que una cláusula se considere abusiva, en principio, no interesa si hace parte de un 
contrato negociado o de un contrato de adhesión67, no obstante, el legislador colombiano 
parece haber restringido el ámbito de protección frente a las cláusulas abusivas en materia 
de consumo, dado que en el numeral 1.6 del artículo 3 del Estatuto del Consumidor  
dispone:  
“ARTÍCULO 3o. DERECHOS Y DEBERES DE LOS CONSUMIDORES Y 
USUARIOS. Se tendrán como derechos y deberes generales de los consumidores y 
usuarios, sin perjuicio de los que les reconozcan leyes especiales, los siguientes: 
1. Derechos: 
(…) 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
64 Cfr. VALBUENA QUIÑONES, Gustavo. Reflexiones sobre el tratamiento de las cláusulas abusivas en 
Colombia. En: VALDERRAMA ROJAS, Carmen Ligia y otros. Perspectivas del Derecho del Consumo. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, p. 392. 
 
65 Artículo 42 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan 
otras disposiciones. 
 
66 STIGLITZ, Rubén. Contrato de consumo y cláusulas abusivas. En: Revista Con-texto. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 1999, p. 39. 
 
67 Ibídem, p. 33.  
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1.6. Protección contractual: Ser protegido de las cláusulas abusivas en los 
contratos de adhesión, en los términos de la presente ley.” 
Esta decisión legislativa tiene explicación en que, a pesar de no ser el único escenario en 
donde se presente la existencia de cláusulas abusivas, en los contratos de adhesión hay una 
mayor posibilidad de incluir este tipo de cláusulas68.  
Dado el desequilibrio que genera la existencia de cláusulas abusivas en el contrato en 
perjuicio del consumidor, si estas se incorporan en un contrato de consumo serán ineficaces 
de pleno derecho. La nulidad o ineficacia de dicha cláusula no afecta la totalidad del 
contrato, salvo que el contrato no pueda subsistir sin dicha cláusula69. En caso de la 
subsistencia del contrato, la autoridad competente aclarará cuáles serán los derechos y 
obligaciones que se derivan de este70, indicando, de ser el caso, la nulidad parcial de la 
cláusula.  
De lo expuesto con anterioridad, se extrae que las cláusulas abusivas en el régimen jurídico 
colombiano en materia de consumo para que se consideren como tales deben cumplir con 
las siguientes características: i) que la cláusula sea predispuesta, en el sentido en que es 
impuesta por la parte fuerte a la parte débil, es decir que la cláusula no sea negociada; ii) 
que genere un desequilibrio jurídico en el contrato, que implica un rompimiento del 
equilibrio contractual, porque no hay reciprocidad ni equivalencia de derechos y 
obligaciones entre las partes; iii) que dicho desequilibrio sea injustificado, en el entendido 
que debe ser un desequilibrio importante sin que exista una razón que permita legitimar la 
inclusión de la cláusula, de acuerdo con las situaciones que rodearon su adopción, a menos 
que se trate de una cláusula de las consagradas en el artículo 43 del Estatuto71, pues estas 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
68 Ibídem.  
 
69 Artículo 44 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan 
otras disposiciones 
 
70 Ibídem.  
 
71 El artículo 43 del Estatuto del Consumidor enlista las cláusulas que, por abusivas, son ineficaces de pleno 
derecho. Estas son: i) las que limiten la responsabilidad del productor o proveedor de sus obligaciones legales; 
ii) las que impliquen renuncia de los derechos legales del consumidor; iii) las que inviertan la carga de la 
prueba en perjuicio del consumidor; iv) las que trasladen al consumidor o un tercero que no sea parte del 
contrato la responsabilidad del productor o proveedor; v) las que establezcan que el productor o proveedor no 
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serán ineficaces de pleno derecho sin que importe las circunstancias en que se adoptó la 
cláusula; y, iv) que la cláusula sea contraria a la buena fe,  en la medida en que si el 
empresario impone una cláusula abusiva se entiende que no está cumpliendo con su deber 
de colaboración con la satisfacción de los intereses de su contraparte en el contrato, el 
consumidor, y que está defraudando la confianza que este le depositó 72.  
Una vez delimitados el concepto y las características de las cláusulas abusivas en términos 
generales, conviene estudiar el carácter abusivo de las cláusulas que obstaculizan el acceso 
a la administración de justicia. Lo primero que se debe afirmar es que este derecho no 
puede ser limitado por una cláusula contractual, razón por la cual, ello está prohibido 
constitucionalmente. En palabras de la Corte Constitucional73: 
“El derecho a acceder a la justicia es fundamental, pues forma parte del núcleo 
esencial del derecho al debido proceso, como quiera que ´no es posible asegurar el 
cumplimiento de las garantías sustanciales y de las formas procesales establecidas 
por el Legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso. Por 
consiguiente, los acuerdos entre particulares que restrinjan definitivamente el 
derecho de acceso a la justicia están proscritos constitucionalmente, ya sea que 
estos prohíban de manera absoluta acudir a la justicia ordinaria o por medio de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
reintegre lo pagado si no se ejecuta en todo o en parte el objeto contratado; vi) las que vinculen al consumidor 
al contrato, pese a que el productor o proveedor no cumpla sus obligaciones; vii) aquellas que concedan al 
productor o proveedor la facultad de determinar unilateralmente si el objeto y la ejecución del contrato se 
ajusta a lo estipulado; viii) las que impidan al consumidor resolver el contrato en caso de incumplimiento del 
productor o proveedor, salvo en el caso del arrendamiento financiero; ix) las que presuman cualquier 
manifestación de voluntad del consumidor, que impliquen erogaciones u obligaciones a su cargo; x) las que 
incluyan el pago de intereses no autorizados legalmente; xi) aquellas que para la terminación del contrato 
impongan al consumidor mayores requisitos a los solicitados al momento de la celebración del mismo, o 
mayores cargas a las legalmente establecidas cuando estas existan; xii) las que restrinjan o eliminen la 
facultad del usuario del bien para hacer efectivas las garantías legales directamente ante el productor y/o 
proveedor, en los contratos de arrendamiento financiero y arrendamiento de bienes muebles; y xiii) las 
cláusulas de renovación automática que impidan al consumidor dar por terminado el contrato en cualquier 
momento o que imponga sanciones por la terminación anticipada, a excepción de lo contemplado en el 
artículo 41 del Estatuto, respecto a las cláusulas de permanencia mínima. 
 
72 Cfr. POSADA TORRES, Camilo. Las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión en el derecho 
colombiano. En revista de Derecho Privado, No. 29. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2015, pp. 
157 – 163.  
 
73 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 330 de 22 de marzo de 2000. M.P Carlos Gaviria 
Díaz.  
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imposición de sanciones o cargas desproporcionadas e irrazonables que 
imposibilitan el acceso a la jurisdicción. Por tal motivo, ´carece de licitud todo 
pacto contra la ley, pues los contratantes no pueden comprometerse a la forzada 
renuncia del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. Siendo 
ilícito su objeto, no son válidas las cláusulas contractuales que contrarían normas 
imperativas de la ley y, por supuesto, de la Constitución”. 
De forma que, si en un contrato existe una cláusula que impida o prohíba el ejercicio de una 
acción en caso de responsabilidad por daño por producto defectuoso o de cualquier otra que 
el consumidor legalmente pueda ejercer, es abusiva 74. Lo anterior, porque implica una 
renuncia al derecho de acción que tiene el consumidor frente al proveedor o productor, por 
lo cual se encuadra dentro del numeral 2 del artículo 43 del Estatuto, que establece las 
cláusulas ineficaces de pleno derecho en materia de protección al consumidor. 
En cuanto a los requisitos de procedibilidad adicionales contemplados en el contrato, el 
artículo 13 del Código General del Proceso, si bien no consagra una prohibición expresa, 
consagra que si las partes determinan en el contrato cualquier requisito adicional para 
acceder a la administración de justicia este no será obligatorio, por lo que si, por ejemplo,  
en un contrato de consumo se establece que el consumidor debe agotar un requisito 
adicional a los establecidos en la ley, para poder demandar al profesional, el consumidor 
puede no cumplirlo, y en caso de establecerse en el contrato que, si se incumple ese 
requisito, existirá alguna consecuencia negativa para el consumidor, se tendrá por no 
escrito, según el artículo mencionado. 
Por otra parte, el Estatuto del Consumidor en su artículo 43 numeral 12 entendía como 
abusiva la cláusula arbitral, mediante la cual las partes en una disposición del contrato 
sometían algunas o todas las controversias surgidas en torno a este ante un tribunal 
arbitral75. La norma indicaba que, en caso de pacto arbitral, quien iba a conocer de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
74 Cfr. CRIADO – CASTILLA, Juan Felipe. Cláusulas Abusivas en los Contratos de Consumo (Artículos 42 y 
43 de la Ley 1480 de 2011 o Estatuto del Consumidor). Tesis Maestría en Derecho. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, 2014, pp. 152-154. 
 
75 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos. 8. ed. Bogotá: Temis, 
2018, p. 411.  
	   53 
controversia no eran los jueces ordinarios sino un tribunal arbitral. De manera que, según la 
disposición mencionada, la cláusula era per se abusiva y, por tanto ineficaz de pleno 
derecho, porque el legislador consideró en su momento, que la misma obligaba al 
consumidor a pagar unos costos, que muchas veces no podía asumir, para someterse a la 
justicia arbitral76. No obstante, la consideración como cláusula abusiva per se, cambió con 
la expedición de la Ley 1563 de 2012, el Estatuto Arbitral 77, como se desarrollará a 
continuación.  
B. Cambio de paradigma a partir de la derogatoria del numeral 12 del artículo 43 de 
la Ley 1480 de 2011  
Como se indicó con anterioridad, inicialmente la cláusula compromisoria en los contratos 
de consumo estaba prohibida per se en el numeral 12 del artículo 43 del Estatuto del 
Consumidor. No obstante, el artículo 118 de la Ley 1563 de 2012 (Estatuto Arbitral) 
derogó dicha disposición, dejando la puerta abierta para que las partes en el contrato de 
consumo pacten cláusula arbitral. En virtud de este cambio, es preciso analizar actualmente 
en qué condiciones la cláusula compromisoria tiene plena eficacia en materia de consumo 
en Colombia.  
La derogatoria del numeral que contenía la prohibición de la cláusula arbitral no implica 
que la misma siempre sea eficaz, se deben mirar las circunstancias en que fue pactada. 
Entonces, si bien no están prohibidas per se, pueden llegar a ser ineficaces si se comprueba 
que estás se pactaron en condiciones de abuso, esto quiere decir, que el juez deberá evaluar 
cada caso concreto para establecer si la cláusula compromisoria es o no es abusiva 78. 
Dentro de esa valoración que realice el juez sobre la validez de la cláusula compromisoria 
debe observar si limita el acceso a la administración de justicia, incluyendo en esta 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
76 NIZO PARADA, Karent Daniela. El contrato por adhesión y las cláusulas abusivas, un acercamiento a su 
evolución normativa. Bogotá: Universidad Católica de Colombia, 2019, p. 26. 
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valoración, las posibilidades económicas del consumidor para poder pagar un proceso 
arbitral, si es del caso79. 
En suma, el arbitraje en materia de consumo está permitido en Colombia, pero es necesario 
que el juez indague en cada caso particular, si la cláusula que habilita a los árbitros para 
conocer de las controversias surgidas en el contrato es abusiva o no, teniendo en cuenta las 
circunstancias particulares que rodearon la inclusión de la cláusula, la posibilidad 
económica del consumidor para acudir a la justicia arbitral y, en general, deberá analizar si 
la cláusula arbitral reúne las características de una cláusula abusiva anteriormente 
mencionadas.  
No obstante, si bien ya no está prohibido el arbitraje en materia de consumo y existe una 
regulación expresa del pacto arbitral en los contratos de adhesión en el Capítulo X del 
Decreto 1829 de 2013, compilado en el Decreto 1069 de 2015, que permite a llevar ante la 
justicia arbitral las controversias de consumo, no existe un sistema de arbitraje de consumo 
en Colombia, que permita a los consumidores acudir al arbitraje sin asumir los costos del 
mismo o a un muy bajo costo, con el gran beneficio del arbitraje: la prontitud de la 
resolución de la controversia 80. Por tal razón, la propuesta que se expone en este texto es la 
configuración de un verdadero Sistema de Arbitraje de Consumo en Colombia, que permita 
al consumidor acudir a una justicia arbitral que, a diferencia de la justicia ordinaria, es 
rápida, de manera gratuita y con la observancia de las garantías de protección del derecho 
del consumo.  
C. La posibilidad de una acumulación subjetiva de pretensiones por parte de los 
consumidores dentro del arbitraje de consumo.   
La acumulación subjetiva de pretensiones es un mecanismo procesal que permite que varias 
personas tramiten sus pretensiones individuales ante un mismo juez y dentro de un mismo 
proceso, con el fin de evitar sentencias contradictorias y en aplicación del principio de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
79 NIZO PARADA, Karent Daniela. Op. Cit., p. 27. 
 
80 RODRÍGUEZ MEJÍA, Marcela. Aproximación a los mecanismos procesales para la garantía de los 
derechos de los consumidores en la regulación colombiana. El arbitraje de consumo, una alternativa. En: 
Revista Jurídica - Unicuritiba. 2014. Vol. 3. no. 36, p. 35 – 36.  
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economía procesal81.  Este mecanismo procede cuando las pretensiones provienen de una 
misma causa, versan sobre el mismo objeto, se hallan en relación de dependencia entre sí o  
se deben servir de las mismas pruebas, siempre que el juez sea competente para conocer de 
todas las pretensiones, sin tener en cuenta la cuantía; las pretensiones no se excluyan entre 
sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias, y que todas se puedan tramitar 
por el mismo procedimiento82.  
Actualmente, los consumidores pueden presentar en una misma demanda sus pretensiones 
individuales, dentro de la acción de protección del consumidor o dentro de la acción de 
responsabilidad por productos defectuosos83, si se cumplen los requisitos de la acumulación 
de pretensiones. Lo anterior, formará un litisconsorcio facultativo, lo que implica que, si 
bien todas las pretensiones propuestas por los consumidores en la demanda serán resueltas 
mediante un mismo procedimiento y en una misma sentencia, no quiere decir que se deban 
resolver en el mismo sentido, pues se trata de relaciones independientes84.  
Ahora bien, la pregunta que surge, respecto a este punto, es si en el arbitraje se pueden 
acumular pretensiones desde el punto de vista de los sujetos. Nada impide que un grupo de 
consumidores afectados presenten de manera conjunta una demanda contra el productor o 
proveedor responsable, para que sus pretensiones sean resueltas mediante un mismo 
procedimiento arbitral85. No obstante, como se expondrá en capítulos posteriores, con el fin 
de conservar los beneficios del arbitraje en cuanto a su celeridad, se hace necesario regular 
la acumulación subjetiva de pretensiones en el procedimiento arbitral de consumo, para 
que, si es un grupo grande de consumidores que pretende acumular sus pretensiones, estos 
consumidores se presenten al arbitraje a través de una asociación de consumidores y así 
evitar que exista desorden en el procedimiento arbitral, que podría llevar a reducir la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
81 Cfr. HUERTAS MORENO, Laura Estephania. Op Cit., p. 94. 
 
82 Artículo 88 del Código General del Proceso. 
 
83 Cfr. HUERTAS MORENO, Laura Estephania. Op Cit., p. 94. 
 
84 ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Lecciones de derecho procesal. Tomo II. Procedimiento civil. 5 ed. 
Bogotá: Escuela de actualización jurídica (esaju), 2013, p. 80. 
 
85 MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Valencia: Tirant lo Blanch, 
2010, p. 264. 
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celeridad y eficiencia del arbitraje. Lo anterior permite que se conserve la aclamada 
celeridad del arbitraje y al mismo tiempo, a través de la acumulación de pretensiones, se 
evite el desperdicio de recursos, se propenda por decisiones coherentes y se facilite la 
















	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
86 ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., p. 80. 
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CAPÍTULO III. UNA MIRADA AL ARBITRAJE DE CONSUMO 
I. Antecedentes históricos del arbitraje de consumo 
El arbitraje de consumo, tanto colectivo como individual, es un tipo de arbitraje especial, 
por tanto, es importante hacer referencia a los antecedentes del arbitraje, en general, para 
luego abordar los antecedentes del arbitraje de consumo en las dos especialidades 
mencionadas.    
La resolución de conflictos a través del arbitraje se remonta a las sociedades antiguas, 
incluso en la mitología griega y en la Biblia87 se hace referencia a acuerdos provocados por 
árbitros. También, en la historia de los comerciantes se encuentran referencias al arbitraje 
como un mecanismo para resolver controversias entre mercaderes griegos y fenicios88. No 
obstante, fue en el Derecho Romano en donde se configuró el arbitraje como un sistema 
organizado de resolución de controversias, el cual se conocía como el “el proceso privado”, 
en el cual un órgano privado, elegido por las partes, dirimía la controversia, subsistiendo 
incluso cuando el Estado asumió la resolución de los conflictos, “proceso público”, siempre 
que las partes acordaran acudir a los árbitros y excluir la competencia estatal89. En el 
proceso de las acciones de ley las controversias se podían dilucidar ante un árbitro, según 
fuera necesaria la aplicación de competencias técnicas o de capacidades especiales de 
valoración económica, en palabras de  MARRONE90: 
“La fase “apud iudicem” se desarrollaba ante el juez que había sido nominado por 
el pretor. De norma se trataba de un ciudadano privado, que habría asumido el rol 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
87  “Pues has buscado en todas mis cosas, ¿qué has hallado de todos los enseres de tu casa? Ponlo aquí 
delante de mis hermanos y de los tuyos, y juzguen entre nosotros”; “No hay entre nosotros árbitro, que 
ponga su mano sobre nosotros dos”; “Mas él dijo: Hombre, ¿quién me ha puesto sobre vosotros como juez o 
partidor?; “Ahora, pues, vecinos de Jerusalén y varones de Judá, juzgad ahora entre mí y mi viña”. Santa 
Biblia. Sociedades Bíblicas Unidas. Reina Valera., 1960. Génesis, 31: 37; Job 9:33; San Lucas 12:14; Isaías 
5:3.   
 
88  Cfr. CASTILLO FREYRE. Mario. Orígenes del arbitraje. En: Arbitraje y debido proceso. Lima: Palestra, 
2007. p. 12 - 13; Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. La viabilidad del arbitraje de consumo dentro del sistema 
de protección al consumidor en el Perú. Trabajo de Grado para optar al título de abogado. Lima: Universidad 
de Piura. Facultad de Derecho, 2018, pp. 59 – 60.  
 
89 Ibídem.   
 
90 MARRONE, Matteo. Istituzioni di diritto romano Palermo: Palumbo: 2005, p. 64. 
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o de “iudex” o de “arbiter”: en las controversias cuya decisión se necesitaban 
particulares competencias técnicas o capacidades de valoraciones económicas se 
recurría a un “arbiter”, y diversamente a un “iudex””. 
En la Edad Media, el arbitraje fue la forma más utilizada para resolver controversias 91. La 
autoridad eclesiástica promovió el arbitraje 92. Al mismo tiempo, los comerciantes resolvían 
sus conflictos dentro de sus propias asociaciones gremiales, para tener una solución más 
rápida y efectiva, teniendo en cuenta que la justicia del monarca era lenta y sus mecanismos 
procesales eran complicados 93 . Por otra parte, los señores feudales resolvían sus 
controversias ante el rey actuando como árbitro94.  
En Francia, con el Edicto de Francisco II de 1560, confirmado por la ordenanza de 
Moulins, hacía del arbitraje un mecanismo obligatorio en determinadas materias95. El 
arbitraje en la revolución francesa se acompasaba con los intereses revolucionarios y se 
presentaba como una solución a la administración de justicia compleja y lenta del antiguo 
régimen96. El arbitraje, entonces, surge como una institución que materializa el ideal de 
fraternidad entre los hombres y de igualdad97. Así, a partir de la Ley del 16 y 24 de agosto 
de 1790 todas las materias que involucraran intereses privados de las partes en conflicto 
podían ser arbitrables98. Esta idea se recogió en la Constitución francesa de 1791, en la cual 
se reconoció el “derecho a comprometerse” como derecho natural, sin que este pudiera ser 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
91  VILLALBA, Juan Carlos y MOSCOSO, Rodrigo. Orígenes y panorama actual del arbitraje. En: 
Prolegómenos. Derechos y Valores. Julio – diciembre, 2008. vol. XI, núm. 22, pp. 141- 170.   
 
92 Cfr. CASTILLO FREYRE. Mario. Op. Cit., p. 19. 
 
93 VILLALBA, Juan Carlos y MOSCOSO, Rodrigo. Op. Cit., pp. 141- 170; Cfr. CASTILLO FREYRE. 
Mario. Op. Cit., p. 19. 
 
94 VILLALBA, Juan Carlos y MOSCOSO, Rodrigo. Op. Cit.,  pp. 141- 170. 
 
95 VILLALBA, Juan Carlos y MOSCOSO, Rodrigo. Op. Cit., pp. 141- 170; Cfr. CASTILLO FREYRE. 




97 Cfr. FELDSTEIN DE CÁRDENAS, Sara y LEONARDI DE HERBÓN, Hebe. El Arbitraje. Buenos Aires: 
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restringido legislativamente. Esta situación llevó a excesos que se configuraron como una 
imposición del arbitraje para todos los negocios. Finalmente, el arbitraje, a pesar de la 
discusión sobre su exclusión en el debate del Código de Procedimiento Civil de 1806,  
continuó como una institución voluntaria99.  
Actualmente, el arbitraje es una institución universalizada, en especial en materia 
comercial, para resolver controversias nacionales e internacionales, que se identifica por su 
celeridad, flexibilidad, la selección de un juzgador especializado en el tema del litigio, entre 
otras características que hacen que el arbitraje sea un mecanismo comúnmente utilizado 
para la resolución de conflictos100. 
El arbitraje en materia de consumo es una de las áreas del arbitraje que se ha venido 
implementando en diferentes países, con ocasión a la búsqueda de una mayor protección a 
los consumidores. Si bien en Estados Unidos a partir de 1925 se cuenta con una legislación 
arbitral (que es privado y mediante el cual se resuelven controversias de consumo); no 
cuenta con un arbitraje de consumo tal y como la sociedad lo demanda, sino que dichas 
controversias se tramitan como cualquier otro litigio de arbitraje comercial, es decir, el 
sistema arbitral tiene un alcance general101. De hecho, la cláusula arbitral viene en los 
contratos de adhesión y, a pesar de que los consumidores no se percatan de la existencia de 
la cláusula, esta es obligatoria, por la presunción de arbitrabilidad establecida en el caso 
Allied – Bruce – Termix Vs. Dobson102.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
99 Cfr. CASTILLO FREYRE. Mario. Op. Cit., p. 21 
 
100 Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. Op. Cit.,  pp. 59 – 61.  
 
101 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. La vía del arbitraje para la solución de los reclamos de consumo. 
En: Vox Juris. 2014. no. 27, p. 102.  
 
102 La Corte Suprema, en un caso en el que la empresa Allied – Bruce Termix Companies se comprometió a 
proteger la casa de una familia de Alabama del ataque de termitas. Los dueños vendieron la casa a la familia 
Dobson, previa inspección Allied – Bruce Termix Companies para certificar que no había termitas en la casa. 
No obstante, los nuevos propietarios descubrieron termitas en la casa e interpusieron una demanda ante una 
Corte  en el Estado de Alabama, la cual rechazó la solicitud de la compañía de remitir el proceso al arbitraje, 
pues consideraba que como el caso no versaba sobre el comercio interestatal la legislación arbitral no era 
aplicable. El expediente llegó a la Corte Suprema y dicha corporación sostuvo que los pactos arbitrales son 
válidos como cualquier contrato comercial con los consumidores, colocando el pacto arbitral en igualdad de 
condiciones frente a los demás contratos. Cfr. TALERO RUEDA, Santiago. Arbitraje Comercial 
Internacional. Instituciones básicas y derecho aplicable. Bogotá: Temis, 2008, pp. 197 – 198.  
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No obstante, hay Estados que han expedido leyes que restringen la arbitrabilidad respecto 
de algunos conflictos de consumo, con el fin de impedir que mediante el arbitraje se 
renuncie a las garantías procesales con que cuentan los consumidores en la justicia 
ordinaria, porque, por ejemplo, el costo del arbitraje es excesivo, el lugar del arbitraje está 
lejos de la residencia del consumidor o porque el tribunal de arbitramento está parcializado. 
Por su parte, en la jurisprudencia no hay claridad sobre la posibilidad de los Estados de 
limitar la arbitrabilidad, sin embargo la Corte Suprema de Justicia defiende el arbitraje 
regulado en el Federal Arbitration Act103.  
Ahora bien, un caso paradigmático de arbitraje en materia de consumo, como una 
especialidad aparte del arbitraje comercial y gestionado por el Estado, es el español, que 
funciona desde 1986, siendo España el país pionero en materia de arbitraje de consumo104, 
en donde este es institucional y tiene regulación propia, como se verá en el siguiente 
capítulo.  Así mismo, a nivel europeo, los mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos en materia de consumo han tenido gran trascendencia, tanto así que el 18 de 
junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea la directiva 2013/11/UE 
el Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre esta materia105.  
En Latinoamérica, Argentina fue el primer país en adoptar el modelo de arbitraje de 
consumo español 106 , público e institucional, mediante el Decreto 276 de 1998, en 
desarrollo del artículo 59 la ley 24.240 de Defensa del Consumidor107. No obstante, el 
Sistema de Arbitraje de Consumo argentino sólo funciona a nivel nacional, con sede en 
Buenos Aires, privando a los consumidores del resto del país de resolver sus controversias 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
103 Cfr. TALERO RUEDA, Santiago. Op. Cit., pp. 98 – 201. 
 
104 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
España, Portugal y Argentina. En: Revista Luso -Brasileira de Direito do Consumo. Junio, 2016. Vol. VI. no. 
22. p. 229; Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 102. 
 
105 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. Op. Cit., p. 230. 
 
106 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 103. 
 
107 PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. El arbitraje de consumo: análisis comparado y lineamientos para 
su posible introducción en la legislación ecuatoriana. Trabajo de Grado de Maestría. Quito: Universidad 
Andina Simón Bolívar, 2015, p. 44.  
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a través de un sistema arbitral cercano a su domicilio, ya que tampoco se puede llevar por 
medios electrónicos108. Otros países latinoamericanos que han adoptado un sistema arbitral 
han sido Perú y México. 
A nivel nacional, como se vio en el capítulo anterior, a partir del artículo 118 de la Ley 
1563 de 2012, que derogó la prohibición contenida en el numeral 12 del artículo 43 del 
Estatuto del Consumidor, es viable que las partes en el contrato de consumo pacten cláusula 
arbitral. Sin embargo, a diferencia de España y Argentina, no cuenta con un Sistema 
Arbitral de Consumo, sino que a estas controversias les son aplicables las normas de la Ley 
1563 de 2012, Estatuto Arbitral, que regula el arbitraje comercial nacional e internacional, 
es decir, se trata como un arbitraje comercial, sin que haya lugar a la aplicación de 
disposiciones procesales especiales, por lo que a pesar de que los consumidores puedan 
acudir a un Tribunal Arbitral para resolver sus controversias en una relación de consumo, 
no existe en Colombia un arbitraje de consumo como sistema109, aunque el mismo ya no 
esté prohibido. 
II. Características del arbitraje consumo  
Tomando como referencia los países en los que se ha implementado el arbitraje de 
consumo, este se caracteriza por ser gratuito, voluntario, rápido, eficaz, unidireccional, 
institucional, antiformalista, especializado, vinculante y ejecutivo110. Estas características 
del arbitraje de consumo se explicarán a continuación. 
A. Gratuidad 
En algunos países como España, Argentina y Perú, el arbitraje de consumo es gratuito para 
las partes, lo que quiere decir que no se va a generar ningún pago de tarifas por adelantar el 
arbitraje, a excepción de las pruebas que cada parte solicite, caso en el cual, quien la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
108 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. Op. Cit., p. 246.  
 
109 RODRÍGUEZ MEJÍA, Marcela. Op cit., pp. 35 – 36.  
 
110 LASARTE, Carlos. Manual sobre protección de consumidores y usuarios. 10 ed. Madrid: Editorial 
Dykinson, 2018, pp. 338-339. 
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solicite tendrá que pagar los costos que se deriven de la práctica de dichas pruebas, no así, 
por lo menos en el sistema arbitral español, cuando las mismas sean decretadas de oficio111. 
Si el consumidor asume el costo de las pruebas que ha solicitado,  puede trasladar el costo 
de las mismas, en caso de resultar vencido el productor o proveedor, vía reembolso de las 
costas del procedimiento 112. En otros países, como Portugal, en el que, a pesar de haber 
sido gratuito hasta los 5.000 euros, ahora sí se cobran unas tarifas, de acuerdo con lo que 
establezca cada centro de arbitraje, salvo el Centro de Madeira, que continúa siendo 
gratuito 113. Por su parte, en Perú cuando el órgano arbitral advierte que hay mala fe o 
temeridad en la petición de arbitraje del consumidor, se condena al consumidor al pago de 
las costas y costos del arbitraje114. 
La diferencia, entonces, entre un arbitraje de consumo y un arbitraje ordinario radica en el 
pago de los honorarios de los árbitros por parte de las partes, ya que en el primero no se 
requiere115. Por tanto, resulta importante que en la Ley se indique cómo van a ser 
remunerados los árbitros por su labor, con qué recursos, pues si bien es gratuito para el 
consumidor, los árbitros no van a trabajar sin el pago de honorarios.  
Por lo anterior, la gratuidad en el arbitraje no ha sido ajena a las críticas, pues los costos del 
proceso, exceptuando las pruebas que soliciten las partes, son asumidos por el Estado, es 
por esto que esta característica va a depender de la capacidad de las administraciones 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
111 ABELLÁN TOLOSA, Luis. El sistema arbitral de consumo. En: ABELLÁN TOLOSA, Luis; CÁMARA 
LAPUENTE, Sergio; CLEMENTE MEORO, Mario E. et al. Derecho privado de consumo. Valencia: Tirant 
Lo Blanch, 2005, p. 599.  
 
112 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 103; Cfr. ABELLÁN TOLOSA, Luis. El sistema 
arbitral de consumo. Op. Cit., p. 599; Cfr. CLEMENTE MEORO, Mario E; et al. Op. Cit., pp. 599- 603 ; Cfr. 
PIEDRAHITA ORTGEA, María Leonor. Op. Cit., p. 59; Cfr. Confederación de consumidores y usuarios.  
Informe: Características esenciales del arbitraje de consumo. Madrid, 2007, p. 20; Cfr. ESPINOZA 
LOZADA, Jesús; MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Arbitraje de consumo. En: 
Serie módulos instruccionales. No.6. Lima: Escuela Nacional Indecopi, 2016, p. 186. 
 
113 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. Op. Cit., pp. 248-249.  
 
114 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. 
Cit., p. 186. 
 
115 Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. Op. Cit., pp. 89 – 92. 
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públicas para invertir en el sistema arbitral de consumo116, de hecho la falta de financiación 
ocasionó en Portugal la imposibilidad de continuar con un arbitraje de consumo gratuito117.  
B. Voluntariedad 
Esta es una característica del arbitraje, esto es, no es especial del arbitraje de consumo, pero 
tiene unas particularidades. La voluntariedad tiene como base el principio de la autonomía 
de la voluntad, en el sentido en que tanto consumidor como empresario deben manifestar su 
intención de someter sus controversias al arbitraje solamente de manera libre 118.  
En el arbitraje de consumo, la voluntad de someter las controversias ante un tribunal 
arbitral puede manifestarse de diferentes maneras, que se explican a continuación: 
1. Oferta pública 
Mediante la oferta pública de arbitraje, los empresarios manifiestan que aceptarán la 
jurisdicción arbitral en caso de ser solicitada por un consumidor119. Esta oferta es general, 
por lo mismo es pública, va dirigida a todos los consumidores, sin que se requiera que el 
empresario deba aceptar expresamente cada solicitud presentada por cada consumidor, 
porque a través de la oferta ya ha manifestado de antemano su voluntad de aceptar el 
arbitraje120. De forma que, para que se perfeccione el convenio arbitral, basta con que el 
consumidor presente una solicitud de arbitraje ante el órgano correspondiente 121. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
116 Cfr. ZAMBRANO VEINTIMILLA, Carlos. El arbitraje de consumo como alternativa de solución de 
conflictos en materia de defensa al consumidor. En: Revista jurídica online, 2011, p. 125. 
 
117 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. Op. Cit., pp.  248 – 249. 
 
118 Cfr. MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., p. 152 
 
119 Cfr. PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. Op. Cit., p. 60.  
 
120 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 109; Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. 
Cit., p. 126. 
 
121 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit. p. 110; Cfr.  SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. 
Cit., p. 126. 
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No obstante, el ámbito de la oferta puede ser limitado por el empresario al momento de 
realizarla, por ejemplo, estableciendo un tope máximo en la cuantía del proceso o limitando 
la naturaleza del asunto. En Perú está prohibido que los empresarios restrinjan la oferta en 
el ámbito territorial y en el temporal. Por su parte, en España la posibilidad de restricción 
de la oferta que tiene el empresario abarca el ámbito territorial y temporal, siempre que no 
limiten la adhesión a las Juntas Arbitrales de Consumo correspondientes al territorio en el 
que la empresa o profesional desarrolle principalmente su actividad y que la oferta no se 
realice por un tiempo inferior  a un año y, en caso de no expresar nada sobre el límite 
temporal, se entiende que la oferta es por tiempo indefinido122.  
El empresario que realice la oferta pública tendrá un distintivo, para que los consumidores 
reconozcan que el empresario aceptó anticipadamente llevar las controversias de consumo 
ante un tribunal arbitral, lo que hace que la oferta pública de arbitraje sea un elemento 
diferenciador con la competencia y un elemento a valorar por los consumidores al momento 
de elegir dónde comprar, por ejemplo123.  
Finalmente, dado que se trata de un mecanismo voluntario, el empresario puede renunciar 
en cualquier momento a la oferta pública de sometimiento arbitral, lo cual debe ser 
comunicado al órgano correspondiente y, conlleva la pérdida del derecho de utilizar el 
distintivo124. 
2. Convenio arbitral 
La voluntad de someter las controversias de consumo puede estar en el contrato o en otro 
acuerdo entre las partes (consumidor y empresario), teniendo en cuenta el tratamiento que 
deben tener las cláusulas que han sido incorporadas en contratos de adhesión, en el sentido 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
122 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., pp. 109 – 110; Cfr., SAN CRISTÓNLA REALES, 
Susana. Op. Cit., pp. 123 – 124; Artículo 25 del Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula 
el Sistema Arbitral de Consumo.  
 
123 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 110. 
 
124 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 110; Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. 
Cit., p 126.  
 
	   65 
en que estas no pueden ser abusivas125. Sólo van a ser válidas, en caso ser aceptadas, según 
la regulación colombiana sobre el pacto arbitral en contratos de adhesión126. 
3. Solicitud y aceptación 
En caso de no existir oferta pública ni convenio arbitral, en todo caso, el consumidor puede 
presentar una solicitud de arbitraje ante el órgano correspondiente. Para que se configure la 
voluntad, el empresario debe aceptar que dicha controversia se lleve ante un tribunal 
arbitral. Entonces, el empresario va a decidir si acepta o no el arbitraje frente a cada 
solicitud particular que presenten los diferentes consumidores127.  
C. Rapidez 
Desde que se designa el tribunal arbitral, este cuenta con un término muy corto para 
resolver las controversias, mediante un laudo arbitral. Este es uno de los atractivos del 
arbitraje, tanto para los empresarios como para los consumidores128. Esta característica 
tiene conexión con la flexibilidad del procedimiento129 y se justifica en que la mayoría de 
los procedimientos son de mínima y menor cuantía. 
D. Eficacia 
La decisión de los árbitros (el laudo arbitral), que pone fin a la controversia entre el 
empresario y el consumidor, tiene la misma eficacia que la decisión de un juez, pero 
promete que el tiempo de decisión sea menor que el tiempo empleado en la vía judicial. De 
manera, que la legislación sobre los derechos de los consumidores viene acompañada de un 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
125 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 110. 
 
126 Artículo 80 del Decreto 1829 de 2013, Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de las Leyes 23 de 
1991, 446 de 1998, 640 de 2001 y 1563 de 2012. Hoy, artículo 2.2.4.2.10.1 del Decreto 1069 de 2015, por 
medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.  
 
127 Cfr., SAN CRISTÓBAL REALES, Susana. Op. Cit., p.125. 
 
128 PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. Op. Cit., pp. 59 – 60.  
 
129 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
Derecho español y argentino. Trabajo de Doctorado en Derecho. Granada: Universidad de Granada, 2017, p. 
48. 
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mecanismo eficaz para su tutela130. Así pues, el arbitraje de consumo logra el objeto del 
derecho del consumo: la protección de los derechos de los consumidores, ya que facilita el 
acceso de los consumidores a una resolución pronta de sus controversias y a un bajo costo 
en cuanto a tiempo y dinero131.  
E. Unidireccionalidad 
Aunque si bien es imprescindible que exista la voluntad de las dos partes para acudir al 
arbitraje de consumo, esta característica indica que el este sólo podrá iniciarse a solicitud 
del consumidor, nunca del empresario, sin perjuicio de que este pueda formular una 
demanda de reconvención132. Esto significa que, si bien hay un acuerdo de voluntades entre 
consumidor y empresario para llevar ante un tribunal arbitral sus controversias, el 
consumidor es quien puede activar el arbitraje133.  
Esta característica se fundamenta en el carácter tuitivo del arbitraje del consumo, que busca 
ser un mecanismo para proteger los derechos de los consumidores, más no ser un 
mecanismo de resolución de conflictos de carácter general, y en este sentido su objetivo es 
permitir que el consumidor acuda al arbitraje para resolver sus controversias, porque se 
entiende que las transgresiones al derecho del consumo vienen fundamentalmente del lado 
del proveedor o productor134.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
130 Cfr. LABORDA VALLE, Emilio. Op. Cit., p. 34.; Unión de consumidores de Aragón. El arbitraje de 
consumo. Aragón, 2009, p. 3; UNDA ALISTE, Camila. El arbitraje de consumo en derecho comparado y su 
aplicación en Chile. Trabajo de grado para optar por el título de Licenciado en ciencias jurídicas y sociales. 
Santiago de Chile: Universidad de Chile, 2016, p. 83. 
 
131 Cfr. LABORDA VALLE, Emilio. Op. Cit., p. 49. 
 
132 Cfr. RODRÍGUEZ MEJÍA, Marcela. Op. Cit., p. 33; Cfr. MARCOS FRANCISCO, Diana. El arbitraje de 
consumo como medio extrajudicial de resolución de conflictos en la normativa española. En: revista de 
derecho universidad católica del norte. Año 18. No. 11, 2011,  p. 255. 
 
133 Cfr. MARCOS FRANCISCO, Diana. El arbitraje de consumo como medio extrajudicial de resolución de 
conflictos en la normativa española. Op. Cit., p. 255. 
 
134 Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. Op. Cit., pp. 85 – 86, 98.  
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F. Institucionalidad  
La institucionalidad hace referencia a que el arbitraje de consumo es gestionado y 
promovido por el Estado, a través de instituciones arbitrales permanentes135 encargadas 
para ello, como lo son las Juntas Arbitrales en España y Perú136.  Estas entidades son las 
sedes institucionales del arbitraje de consumo y se encargan de gestionar el arbitraje, 
prestar servicios de carácter técnico, administrativo y de secretaría a las partes y a los 
árbitros, así como de la formación de los órganos arbitrales y el nombramiento de los 
árbitros137. La función del Estado en este tipo de arbitraje es garantizar la protección de los 
consumidores138, por eso a pesar de la posibilidad de que existan arbitrajes privados, en los 
países en que funciona el arbitraje de consumo, este es institucional.  
G. Antiformalismo o flexibilidad de las formas  
Esta característica implica que los trámites y procedimientos en el arbitraje de consumo, a 
diferencia de lo que ocurre con los procedimientos judiciales, no tienen un exceso de 
formalidades, permitiendo un acceso rápido a la justicia 139. Este antiformalismo también 
permite que las partes acudan al arbitraje sin necesidad de un abogado, aunque el 
consumidor puede contar con la representación de un abogado y si resulta vencedor, puede 
solicitar el reembolso de las costas140 e incluso el pago de las agencias en derecho. No 
obstante, esa simplicidad en los trámites no implica que se dejen de lado las garantías y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
135 Cfr. LABORDA VALLE, Emilio. Op. Cit., p. 400.  
 
136  Cfr. ZAMBRANO VEINTIMILLA, Carlos. Op. Cit., p. 145; Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; 
MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. Cit., p. 187; Cfr. CABRERA ARAUJO, 
Diego. Op. Cit., p. 86. 
 
137  Cfr. ZAMBRANO VEINTIMILLA, Carlos. Op. Cit., p. 148. Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; 
MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. Cit., p. 187; Cfr. CABRERA ARAUJO, 
Diego. Op. Cit., p. 86; Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 108. 
 
138 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 108. 
 
139 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
Derecho español y argentino. Op. Cit., p. 117.  
 
140 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 109; Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. Op. Cit., p.  
86; Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. 
Cit., p. 188.  
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principios básicos del debido proceso141 o que este mecanismo sirva para desconocer los 
derechos de los consumidores, ya que, en especial, la simplicidad de los procedimientos 
está dirigida a la solicitud de pruebas y la práctica de audiencias142. 
H. Árbitros especializados 
Los árbitros que resuelven los conflictos de consumo son especializados, en el sentido en 
que tienen conocimiento profundo, directo y práctico en la materia del arbitraje, 
especialmente en la de protección al consumidor143. Por lo tanto, hay una confianza 
generalizada en la decisión del tribunal144.  
I. Vinculatoriedad 
Las decisiones que tome el tribunal arbitral tienen efectos vinculantes para las partes, es 
decir, son de obligatorio cumplimiento y, al igual que la sentencia de un juez, es cosa 
juzgada, impidiendo que la controversia se ventile nuevamente ante un juez o que pueda ser 
revisada por este, salvo el caso especial de los recursos extraordinarios de anulación y de 
revisión del laudo arbitral 145.  
J. Ejecutividad 
Los laudos además de ser vinculantes, tienen por sí mismos carácter ejecutivo, lo que 
significa que si la parte vencida en el arbitraje no obedece el laudo, la parte vencedora 
puede ejecutarlo, en la medida en que el laudo constituye título ejecutivo, por lo que en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
141 Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit., p. 118. 
  
142 Cfr. Confederación de consumidores y usuarios. Op. Cit., p. 20.; PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. 
Op. Cit., p. 59. 
 
143 Cfr. ABELLÁN TOLOSA, Luis. Op. Cit. 601; Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 120. 
 
144 Cfr. ABELLÁN TOLOSA, Luis. Op. Cit., p. 601. 
 
145 Cfr.  ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 115; MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de 
consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., p. 162; Cfr. ABELLÁN TOLOSA, Luis. Op. Cit., pp. 601 – 602.  
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caso de incumplimiento puede demandarse ejecutivamente, como si se tratare de una 
sentencia judicial 146.  
K. Privacidad 
Los agentes involucrados en el arbitraje están obligados a guardar silencio sobre la 
información que conozcan mediante el arbitraje y sobre las actuaciones que se lleven a cabo 
durante el mismo147. Esta característica resulta ventajosa para los empresarios, pues sus 
potenciales consumidores no conocerán de la situación y no tomarán dicha controversia 
como un factor de decisión sobre la adquisición del producto. Tampoco conocerá la 
administración pública sobre los “datos sensibles“ que se pudieran llegar a conocer en el 
arbitraje y que podrían dar lugar a un procedimiento administrativo, lo cual sería un 
desincentivo para  los empresarios a la hora de acudir al arbitraje148.  
L. En equidad o en derecho 
Las partes pueden decidir que sus controversias se resuelvan en equidad o en derecho. Si 
deciden que sus controversias se resuelvan en equidad, los árbitros deberán tomar la 
decisión según su leal saber y entender, pudiendo prescindir de las normas vigentes, pero en 
todo caso basándose en pruebas y motivando sus criterios elementales de justicia. Por el 
contrario, si deciden que el arbitraje sea en derecho, los árbitros resolverán las 
controversias atendiendo a las normas vigentes que resulten aplicables149.  
La prevalencia del arbitraje en derecho o del arbitraje en equidad, dependerá de las normas 
nacionales que adopte cada país. Así, por ejemplo, en España y en Argentina, el arbitraje de 
consumo será en equidad, salvo que las partes acuerden que sea en Derecho. Por su parte, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
146 Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit., p. 118; MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de 
consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., p. 162. 
 
147 Cfr. CABRERA ARAUJO, Diego. Op. Cit., p. 80; MARCOS FRANCISCO, Diana. El arbitraje de 
consumo como medio extrajudicial de resolución de conflictos en la normativa española. Op. Cit., p. 162.  
 
148 MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., p. 200.  
 
149 Cfr.  SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit.,  p. 126. 
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en Portugal y Perú el arbitraje de consumo será en derecho, salvo que las partes acuerden 

















	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
150 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
España, Portugal y Argentina. Op. cit., pp. 246 - 247. 
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CAPÍTULO IV. VISIÓN COMPARADA DEL ARBITRAJE DE CONSUMO 
I. El sistema jurídico español 
En el presente capítulo se analizará el Sistema Arbitral de Consumo español, dado que es el 
caso paradigmático de arbitraje institucional de consumo, que ha funcionado desde 1986 y 
ha servido de modelo para la implementación de un sistema arbitral de consumo en países 
como Argentina y Perú151. 
El Sistema Arbitral de Consumo en España tiene como fundamento normativo el numeral 1 
del artículo 51 de la Constitución española, que insta a los poderes públicos a garantizar la 
defensa de los consumidores y usuarios, para que, mediante procedimientos eficaces, 
protejan su seguridad, salud y sus legítimos intereses económicos152. En consecuencia con 
el mandato constitucional, se expidió la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios (LGDCU), que en su artículo 31 dispone que el 
Gobierno establecerá un sistema arbitral que, sin formalidades especiales, resuelva con 
carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes las quejas o reclamaciones de los 
consumidores o usuarios, siempre que no concurra intoxicación, lesión o muerte, ni existan 
indicios racionales de delito, sin perjuicio de la protección administrativa y de la judicial.  
Con base en el mandato del artículo 31 de la mencionada Ley, se puso en marcha un 
Sistema Arbitral de Consumo de carácter experimental, mediante la creación en los 
distintos ámbitos territoriales de Juntas Arbitrales de Consumo, para comprobar sus 
necesidades de funcionamiento 153 . Posteriormente, la Ley 36/1988, sobre Arbitraje, 
expedida el día 5 de diciembre, contempló explícitamente el Sistema Arbitral de Consumo 
y, además de declararlo gratuito, lo liberó de la obligación de protocolización notarial de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
151 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 102. 
 
152  Artículo 51, numeral 1 de la Constitución Española. Disponible en: 
https://www.boe.es/legislacion/documentos/ConstitucionCASTELLANO.pdf ; Real Decreto 231/2008, de 15 
de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo. Disponible en: 
https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231/dof/spa/pdf  
 
153 Real Decreto 636/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el sistema arbitral de consumo. (Actualmente 
derogado). Disponible en:  https://www.boe.es/eli/es/rd/1993/05/03/636  
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los laudos arbitrales154 y dispuso que el gobierno debía establecer reglamentariamente la 
denominación, composición, carácter, forma de designación y ámbito territorial de los 
órganos arbitrales y demás especialidades del procedimiento y del régimen jurídico del 
Sistema Arbitral de Consumo 155. 
Así pues, a través del Real Decreto 636/1993, de 3 mayo, se procedió a la regulación del 
Sistema Arbitral de Consumo. No obstante, por mandato de la disposición final sexta de la 
Ley 44/2006, expedida el día 29 de diciembre, de mejora de la protección de los 
consumidores y usuarios, que ordenaba una nueva regulación del Sistema Arbitral de 
Consumo, la determinación de los supuestos para poder interponer una reclamación ante la 
Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las juntas arbitrales territoriales sobre 
admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje y los supuestos de actuación de un 
árbitro único en la administración del arbitraje de consumo, se expidió el Real Decreto 
231/2008, de 15 de febrero. 
Actualmente, con la expedición del Real Decreto 231/2008 el día 15 de febrero, además del 
arbitraje de consumo, como mecanismo para la protección de derechos individuales, 
España también prevé un arbitraje colectivo de consumo, para la protección de intereses 
colectivos. Estas dos figuras se explicarán a continuación. 
A. Arbitraje de consumo 
El artículo 1 del Real Decreto 231/2008 expedido el 15 de febrero, define el Sistema 
Arbitral de Consumo como un arbitraje institucional de resolución extrajudicial de 
controversias surgidas entre consumidores o usuarios y las empresas o profesionales en 
relación con los derechos legales o contractuales de los consumidores, con carácter 
vinculante y ejecutivo para las partes. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
154 Ibídem.  
 
155 Disposiciones adicionales. Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje. (Disposición derogada). 
Disponible en:  https://www.boe.es/eli/es/l/1988/12/05/36  
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1. Materias arbitrables 
El arbitraje de consumo encuentra límites en cuanto a las materias arbitrables, así pues, para 
poder resolver una controversia mediante el arbitraje de consumo, la materia sobre la que 
verse la discusión debe ser de libre disposición de las partes y, en ningún caso serán 
arbitrables conflictos que versen sobre intoxicación, lesión, muerte o aquéllos en que 
existan indicios racionales de delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios 
directamente derivada de ellos156. 
2. Organización del Sistema Arbitral de Consumo  
El Sistema Arbitral de Consumo está organizado a través de las Juntas Arbitrales de 
Consumo, la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, el Consejo General del 
Sistema Arbitral de Consumo y los órganos arbitrales157. Las Juntas Arbitrales de Consumo 
son los órganos administrativos que gestionan el arbitraje de consumo y prestan servicios 
técnicos, administrativos y de secretaría, tanto a las partes como a los árbitros. Las 
funciones de las Juntas Arbitrales están dirigidas, en general, al apoyo y soporte a los 
órganos arbitrales para la resolución de los conflictos que se sometan a la Junta Arbitral de 
Consumo158. Las Juntas Arbitrales de Consumo son: i) la Junta Arbitral Nacional, adscrita 
al Instituto Nacional del Consumo, y ii) las Juntas Arbitrales territoriales constituidas 
mediante convenio entre las Administraciones Públicas y el Instituto Nacional del 
Consumo159. Estos órganos se componen por un presidente y un secretario, que deberán ser 
personal de las administraciones públicas y personal de apoyo adscrito a dicho órgano. Para 
saber qué Junta Arbitral es competente para conocer de las solicitudes individuales de 
arbitraje se debe atender a lo acordado por las partes y, en su defecto, a la Junta Arbitral del 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
156 Artículo 2 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
157 Artículo 4 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
158 Artículo 6 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
159 Artículo 5 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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domicilio del consumidor. Si existen varias Juntas Arbitrales competentes, a la que le 
corresponde conocer del procedimiento es a la de inferior ámbito territorial160.  
Respecto a la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, este es también un órgano 
colegiado, que a través de la Junta Arbitral Nacional está adscrito funcionalmente al 
Instituto Nacional del Consumo. Este órgano tiene competencia para el establecimiento de 
criterios homogéneos en el Sistema Arbitral de Consumo y la resolución de los recursos 
frente a las resoluciones de los presidentes de las Juntas Arbitrales de Consumo sobre la 
admisión o inadmisión de la solicitud de arbitraje161. Este órgano tiene dentro de sus 
funciones la resolución de los recursos que planteen las partes sobre la admisión o 
inadmisión del trámite de una solicitud de arbitraje y, en general, la emisión de informes 
para un mejor funcionamiento del Sistema Arbitral de Consumo.  
Por su parte, el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo que es el órgano 
colegiado, adscrito funcionalmente al Instituto Nacional del Consumo, de representación y 
participación en materia de arbitraje de consumo162. Dentro de las funciones del Consejo 
están: i) el seguimiento, apoyo y las propuestas de mejora del Sistema Arbitral de 
Consumo; ii) la aprobación de los programas comunes de formación de los árbitros y la 
fijación de los criterios de honorabilidad y cualificación para su acreditación; iii) la 
elaboración de directrices generales sobre los supuestos de admisión de las ofertas públicas 
de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo; iv) la aprobación de planes 
estratégicos de impulso del Sistema Arbitral de Consumo; v) la propuesta de convenios 
marco de constitución de las Juntas Arbitrales territoriales; vi) la habilitación de 
instrumentos que favorezcan la cooperación y comunicación entre las Juntas Arbitrales de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
160 Artículo 8 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
161 Artículo 9 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
162 Artículo 12 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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Consumo y los árbitros; vii) el establecimiento de criterios homogéneos sobre la creación 
de órganos arbitrales sectoriales y especializados, entre otras163. 
Finalmente, los órganos arbitrales de consumo son los competentes para decidir los 
conflictos de consumo164. Los árbitros que conocen de cada proceso son elegidos de una 
lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo. Esta lista se conforma con 
las personas elegidas por: a) la Administración, que elige entre el personal a su servicio, 
quienes deberán ser abogados; b) las asociaciones de consumidores y usuarios; c) las 
organizaciones empresariales o profesionales legalmente constituidas; y d) en su caso, las 
Cámaras de Comercio.  Estas personas son propuestas al presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo y, una vez propuestas, las personas deben solicitar su acreditación a la Junta 
Arbitral de Consumo para poder actuar ante ella. Dicha solicitud implica la aceptación de 
su inclusión en la lista de árbitros acreditados ante la Junta y la aceptación del cargo de 
árbitro en los procedimientos en que sea designado como tal165.  
La acreditación de los árbitros se realiza por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo 
en la que vayan a intervenir, atendiendo a los requisitos de honorabilidad y cualificación 
establecidos por el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, que son de carácter 
objetivo y público. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo se entiende que siempre 
está acreditado para actuar como árbitro166. Una vez concedida la acreditación, esta se 
notifica a las personas propuestas, procediéndose a su inclusión en la lista de árbitros 
acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo, que es pública167. Cuando un árbitro 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
163 Artículo 15 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
164 Artículo 18 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
165 Artículo 16 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
166 Artículo 17 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
167 Artículo 16 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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incumpla o haga dejación de sus funciones, le es retirada su acreditación por parte del 
presidente de la Junta Arbitral de Consumo168. 
Los órganos arbitrales pueden ser unipersonales o colegiados. Son unipersonales cuando lo 
acuerden así las partes o cuando lo determine el presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo, siempre que la cuantía de la controversia sea inferior a 300 euros y que la falta 
de complejidad del asunto así lo aconseje, situación a la que las partes pueden oponerse, 
caso en el cual se designa a un colegio arbitral.  También conoce un órgano colegiado 
cuando las partes no han acordado que la controversia la decida un único árbitro o no lo ha 
acordado así el presidente de la Junta Arbitral de Consumo169. El árbitro único es designado 
entre los árbitros acreditados propuestos por la Administración pública, salvo que las 
partes, de común acuerdo, soliciten por razones de especialidad que dicha designación 
recaiga en otro árbitro acreditado170. 
El órgano arbitral colegiado, por su parte, está integrado por tres árbitros acreditados, 
elegidos entre los propuestos por la Administración, las asociaciones de consumidores y 
usuarios y las organizaciones empresariales o profesionales. Los tres árbitros actuarán de 
forma colegiada, la presidencia la asume el árbitro propuesto por la Administración171, sin 
perjuicio de que las partes de común acuerdo puedan solicitar la designación de un  
presidente distinto, cuando la especialidad de la reclamación así lo requiera o cuando la 
reclamación se dirija contra una entidad pública vinculada a la Administración a la que esté 
adscrita la Junta Arbitral de Consumo172. Las decisiones que tome el órgano arbitral 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
168 Artículo 23 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
169 Artículos 19 y 20 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
170 Artículo 19 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
171 Artículo 20 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
172 Artículo 20 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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colegiado se adoptan por mayoría y, de no existir acuerdo de la mayoría, decidirá el 
presidente173. 
La designación de los árbitros que deben conocer sobre los respectivos procedimientos le 
corresponde al presidente de la Junta Arbitral de Consumo. En los arbitrajes que deban 
dictarse en derecho, los árbitros designados entre los acreditados por propuesta de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y de las organizaciones empresariales o 
profesionales deben ser abogados174. La designación se realiza por turno, entre los que 
figuren en la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo, general o de 
árbitros especializados, en caso de que por la naturaleza del asunto deban conocerlo árbitros 
especializados.  De igual manera, se designan árbitros suplentes, sin perjuicio de que estos 
conserven su turno como árbitros titulares en posteriores designaciones. 
En el procedimiento, los árbitros deben actuar con independencia, imparcialidad y 
confidencialidad, de manera que no pueden actuar como árbitros quienes hayan intervenido 
como mediadores en el mismo asunto o en cualquier otro que tuviera relación estrecha con 
la controversia que se discute. Si alguna de las partes tiene duda justificada sobre la 
imparcialidad o independencia de los árbitros, puede recusarlo dentro de los diez (10) días 
siguientes a la fecha de notificación de su designación, lo cual dará lugar a la suspensión 
del procedimiento, mientras se decide sobre la recusación, de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la Real Decreto175.  
3. Convenio arbitral 
El convenio arbitral, como se detallará a continuación, puede adoptar diferentes formas en 
el Sistema Arbitral de Consumo español.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
173 Artículo 47 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
174 Artículo 21 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
175 Artículo 22 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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En primer lugar, el convenio arbitral puede consistir en una cláusula incorporada al contrato 
o en un acuerdo independiente y puede ser respecto de las controversias que lleguen a 
surgir o que hayan surgido. Este convenio, donde las partes expresan su voluntad de 
someter sus controversias ante el Sistema Arbitral de Consumo, debe constar por escrito en 
un documento firmado por las partes o en intercambio de cartas u otros medios de 
comunicación electrónica que permitan tener constancia del acuerdo, considerándose 
cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste y sea accesible para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo176. 
El convenio arbitral también se entiende formalizado cuando medie una oferta pública de 
adhesión al sistema arbitral de consumo y una posterior solicitud ante la Junta Arbitral por 
parte del consumidor, cuando esta coincida con el ámbito de la oferta. La oferta pública de 
adhesión es la oferta unilateral de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo de carácter 
público que realizan  las empresas o profesionales, a través de su representante legal con 
poder de disposición, previo acuerdo, en su caso, del órgano de gobierno 
correspondiente177. Esta se puede formular por escrito, por vía electrónica o en cualquier 
otro soporte que permita tener constancia de la presentación y de su autenticidad178. En 
dicha oferta se debe expresar si se opta por la resolución del arbitraje en derecho o en 
equidad, el plazo de validez de la oferta y si se acepta la mediación previa al conocimiento 
del conflicto por los órganos arbitrales. De no constar cualquiera de estos elementos en la 
oferta, esta se entenderá realizada en equidad, por tiempo indefinido y con aceptación de la 
mediación previa179. 
La oferta pública de adhesión es única y se entiende realizada a todo el Sistema Arbitral de 
Consumo180. La oferta pública de adhesión puede ser total o limitada. No obstante, no se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
176 Artículo 24 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
177 Artículo 25 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
178 Ibídem.  
 
179 Ibídem.  
 
180 Ibídem. 
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consideran ofertas públicas de adhesión limitadas al Sistema Arbitral de Consumo, aquéllas 
que limiten la adhesión a las Juntas Arbitrales de Consumo correspondientes al territorio en 
el que la empresa o profesional desarrolla principalmente su actividad181. Tampoco tienen 
tal consideración aquéllas que tengan carácter temporal, siempre que la adhesión se realice 
por un período no inferior a un año, ni la que condicione el conocimiento del conflicto a 
través del Sistema Arbitral de Consumo a la previa presentación de la reclamación ante los 
mecanismos de solución de conflictos habilitados por la empresa o profesional, siempre que 
el recurso a tales mecanismos sea gratuito y se preste información sobre su existencia y 
modo de acceder a ellos en la información precontractual y en el texto del contrato182. 
La Junta Arbitral correspondiente al ámbito territorial en el que la empresa o profesional 
desarrolle principalmente su actividad es la competente para conocer de las ofertas públicas 
de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. Si en el ámbito territorial en el que la empresa 
o profesional desarrolla principalmente su actividad existieran varias Juntas Arbitrales, será 
competente la Junta Arbitral de superior ámbito territorial. Si se presenta ante una Junta que 
no es competente, esta la debe remitir a la competente, para que resuelva en un plazo 
máximo de diez (10) días. La decisión adoptada sobre una oferta pública de adhesión 
limitada debe notificarse a la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo183. 
A las empresas o profesionales, cuya oferta pública de adhesión haya sido aceptada, 
además de ingresar al registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo184, se les otorga un distintivo oficial, que identifica que han hecho una oferta 






183 Artículo 27 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
184 “Artículo 31. Registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo. 
 
1. Se crea el registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, que será gestionado 
por el Instituto Nacional de Consumo. 
 
2. A través del procedimiento normalizado que se habilite, las Juntas Arbitrales de Consumo notificarán al 
registro las ofertas públicas de adhesión o su denuncia, así como los acuerdos de concesión o retirada del 
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pública de adhesión. Si la oferta es limitada en el distintivo debe constar explícitamente y 
de forma clara ese carácter de la oferta o se puede negar el uso del distintivo, atendiendo a 
la limitación. Tanto la concesión del distintivo como su retirada se debe publicar en el 
diario oficial que corresponda al ámbito territorial de la Junta Arbitral de Consumo 
competente185.  
Dado que la oferta pública es de carácter voluntario, las empresas pueden denunciarla ante 
la Junta Arbitral de Consumo competente, por escrito, por vía electrónica o a través de 
cualquier medio que permita tener constancia de la denuncia y de su autenticidad. Con 
dicha denuncia la empresa o profesional pierde el derecho a usar el distintivo oficial. Si lo 
continúa usando, los convenios arbitrales se entienden válidamente formalizados con la 
solicitud del consumidor186. Así mismo, la denuncia no afecta los convenios arbitrales 
válidamente formalizados con anterioridad a la fecha en que esta surta efecto, esto es, a 
partir de los treinta (30) días de su comunicación a la Junta Arbitral, salvo que en la oferta 
pública de adhesión se prevea un plazo distinto o en la denuncia se establezca un plazo 
mayor187. 
Además de la denuncia, las empresas o profesionales perderán el derecho de usar el 
distintivo oficial por la expiración del plazo para el que se realizó la oferta pública de 
adhesión; por la utilización fraudulenta o engañosa del distintivo; por el incumplimiento 
reiterado de los laudos; por incurrir en reiteradas infracciones calificadas como graves o 
muy graves en materia de protección al consumidor y usuario, sancionadas con carácter 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
distintivo de empresas adheridas y cualquier modificación conocida que afecte a los datos de estas empresas 
o profesionales. 
 
3. El registro se comunicará a todas las Juntas Arbitrales y a sus delegaciones de forma inmediata y en todo 
caso, en un plazo que no excederá de cinco días de las modificaciones registrales producidas. 
 
4. El Instituto Nacional del Consumo y las Juntas Arbitrales de Consumo facilitarán el acceso a la 
información del registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, que tendrá carácter 
público, de forma rápida y gratuita, especialmente por vía electrónica”. 
 
185 Artículo 28 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
186 Artículo 29 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
187 Ibídem. 
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firme por las Administraciones Públicas competentes; y por la realización de prácticas, 
constatadas por las Administraciones Públicas competentes en materia de protección al 
consumidor y usuario, que lesionen gravemente los derechos e intereses legítimos de los 
consumidores y usuarios. La retirada del distintivo también debe constar en el registro 
público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo. 
Si a pesar de la pérdida del derecho de usar el distintivo, cualquiera sea la razón, la empresa 
o profesional lo continúa usando, se entiende que el convenio arbitral está válidamente 
formalizado por la mera presentación de la solicitud si consta acreditado que esta se 
formaliza durante el tiempo en el que la empresa o profesional utiliza el distintivo público 
de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, careciendo del derecho a tal uso conforme a 
lo previsto en esta norma188. 
Por último, se entiende que hubo convenio arbitral cuando, a pesar de no existir acuerdo 
previo entre las partes sobre este punto, ni oferta pública de adhesión, el consumidor 
presenta la solicitud ante la Junta Arbitral de Consumo y en el traslado de la misma a la 
empresa o profesional, esta es aceptada189.  
4. Normas aplicables 
El Real Decreto dispone que el arbitraje debe decidirse en equidad, salvo que las partes 
hayan decido que fuese en derecho o que la oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral 
de Consumo se hubiese realizado para un arbitraje en derecho y el consumidor o usuario 
haya aceptado expresamente dicho arbitraje en su solicitud o haya manifestado su 
conformidad con la decisión en derecho. En caso de no estar de acuerdo, se tratará la 
solicitud como si fuera dirigida a una empresa no adherida190. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
188 Artículo 24 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
189 Ibídem.  
 
190 Artículo 33 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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En caso de ser en equidad, las normas jurídicas aplicables y las estipulaciones del contrato 
sirven de apoyo a la decisión, que debe ser motivada. Si es en derecho y es un arbitraje 
internacional, la determinación de la legislación aplicable al fondo del asunto se debe 
realizar de conformidad con lo previsto en los convenios internacionales en los que España 
sea parte o en la legislación comunitaria que resulte de aplicación191. 
5. Procedimiento arbitral 
El procedimiento arbitral de consumo se estructura en España conforme a los principios de 
audiencia, contradicción, igualdad entre las partes,  gratuidad y confidencialidad192.  
El procedimiento arbitral inicia a solicitud de los consumidores o usuarios. Así pues, los 
consumidores y usuarios que consideren que se han vulnerado sus derechos legales o 
contractuales, pueden presentar la solicitud de arbitraje por escrito, por vía electrónica o por 
cualquier otro medio que permita tener constancia de la misma y de su autenticidad. Esa 
solicitud de arbitraje, so pena de inadmisión, que debe reunir al menos los siguientes 
requisitos: i) los datos que permitan identificar el solicitante; ii) los datos que permitan 
identificar el reclamado; ii) breve descripción de los hechos que motivan la controversia, de 
las pretensiones del reclamante, determinando, si es del caso, su cuantía y los fundamentos 
en que basa la pretensión; iv) en su caso, copia del convenio arbitral; v) en el caso de que 
existiera oferta pública de adhesión al arbitraje en derecho, el reclamante deberá indicar si 
está de acuerdo con que se resuelva de esta forma; vi) lugar, fecha y firma, convencional o 
electrónica193. Adicionalmente, el reclamante puede aportar o proponer las pruebas en las 
que se funda con la solicitud.  
En todo caso, las Juntas Arbitrales de Consumo cuentan con modelos normalizados para 
facilitar, al menos, la solicitud y la contestación, así como la aceptación del arbitraje en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
191 Ibídem. 
 
192 Artículo 41 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
193 Artículo 34 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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caso de que se trate de una empresa que no está adherida al Sistema Arbitral de 
Consumo194. 
De la solicitud que se presente conoce el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, quien 
decidirá sobre la competencia territorial de la Junta para resolver dicha solicitud. Si resulta 
que esa Junta no es la competente la debe trasladar a la Junta Arbitral de Consumo 
competente en el plazo de quince (15) días desde la presentación de la solicitud. 
Determinada la competencia territorial, el presidente resuelve sobre la admisión de la 
solicitud de arbitraje195. 
Las solicitudes de arbitraje de consumo pueden ser inadmitidas cuando  resulten infundadas 
o cuando no se aprecie la afectación de los derechos y legítimos intereses económicos de 
los consumidores o usuarios196. En caso de inadmisión, el reclamante tiene un plazo de no 
más de quince (15) días para subsanar la solicitud. Si no se subsana la solicitud en el plazo 
señalado, se tiene por desistida y se procede al archivo de las actuaciones. Esta decisión 
pone fin a la vía administrativa197 y deja abierta la posibilidad de acudir a la vía judicial198. 
No obstante, si lo que falta es la indicación de la aceptación de la forma en que se va a 
resolver el arbitraje de acuerdo con lo indicado en la oferta pública, en este caso se 
comunica este hecho al reclamante para que manifieste su conformidad y si no está de 
acuerdo, la solicitud se trata como si fuera dirigida a una empresa no adherida.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
194 Ibídem.  
 
195 Artículo 37 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
196 Artículo 35 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
197 La normativa española hace referencia a la vía administrativa para referirse al procedimiento arbitral. La 
doctrina considera que es una expresión desafortunada, porque no se está ante una vía administrativa como 
tal, sino ante un procedimiento arbitral y que se debe considerar, entonces, que se deja expedita la vía judicial.  
Cfr. IBOLEÓN SALMERÓN, Belén. El proceso arbitral: una perspectiva procesal del arbitraje de consumo. 
Tesis para optar por el título de doctora en derecho. Granada: Universidad de Granada, 2011, p. 243. 
 
198 El artículo 35 del Real Decreto 231/2008 sólo se pronuncia sobre la finalización de la vía administrativa, 
por lo que se entiende que puede acudirse a la vía judicial, como ocurre en otros casos. Cfr. GARCIA 
FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: Derecho español y 
argentino. Op. Cit., p. 220 
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Cuando la inadmisión es por alguna de las causas previstas en el artículo 2 del Real Decreto 
231/2008, la admisión o inadmisión de la solicitud puede ser recurrida ante la Comisión de 
las Juntas Arbitrales de Consumo o ante el presidente de la Junta Arbitral territorial que 
dictó la resolución recurrida en el plazo de quince (15) días desde la notificación del 
acuerdo que se impugna. En el supuesto en que se trate de impugnar la admisión, habiendo 
sido notificada ya al árbitro o colegio arbitral su designación, será este quien decida acerca 
de su propia competencia, incluida la oposición a la admisión de la solicitud. En todo caso, 
la decisión sobre el recurso debe dictarse y notificarse dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la interposición del mismo, so pena de entender desestimado el recurso. La 
resolución de este recurso pone fin a la vía administrativa, dejando expedita la vida 
judicial199.   
En caso de no apreciarse la existencia de causas de inadmisión de la solicitud y constando 
la existencia del convenio arbitral, el presidente de la Junta Arbitral, mediante resolución, 
ordenará la iniciación del procedimiento arbitral y la notificación a las partes. Esta 
resolución además debe contener expresamente la admisión de la solicitud de arbitraje, la 
invitación a las partes a lograr un acuerdo a través de la mediación previa, cuando sea 
procedente, y el traslado al reclamado de la solicitud de arbitraje quien tiene quince (15) 
días para formular las alegaciones que estime oportunas para hacer valer su derecho y, de 
ser el caso, presentar los documentos que estime pertinentes o aporte pruebas200.  
Ahora bien, en caso de no existir causas de inadmisión de la solicitud, pero que no conste la 
existencia de convenio arbitral previo o este no es válido, se debe dar traslado de la 
solicitud de arbitraje al reclamado anunciándole que ha sido admitida y dándole un plazo de 
quince (15) días para la aceptación del arbitraje y de la mediación de ser el caso. Si decide 
aceptar el arbitraje, dentro de esos  quince (15) días también debe contestar a la solicitud, 
en los mismos términos del supuesto anterior201. Si el reclamado no contesta, el presidente 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
199 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
Derecho español y argentino. Op. Cit., p. 220. 
 
200 Artículo 37 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
201 Ibídem.  
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de la Junta Arbitral de Consumo archiva la solicitud y le notifica dicha situación a las 
partes, haciéndole saber también al reclamante la admisión del trámite202, y quedándole al 
demandante la posibilidad de acudir a la vía judicial203. 
Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se considera iniciado el 
procedimiento en la fecha de la comunicación de aceptación a la Junta, para lo cual el 
presidente debe dictar acuerdo 204  expreso de iniciación del procedimiento 205 . En la 
notificación al reclamante del acuerdo debe constar la admisión de la solicitud de arbitraje y 
la invitación a la mediación previa, en el caso de que no conste realizado este trámite206. 
La mediación previa se debe intentar, salvo que alguna de las partes se oponga 
expresamente o que ya se haya intentado sin efecto. Las normas aplicables a la mediación 
son las que rijan la materia sobre la que se intente la mediación. De la fecha de la 
mediación y de su resultado, el secretario de la Junta Arbitral de Consumo debe dejar 
constancia en el procedimiento arbitral. El mediador debe cumplir con la independencia, 
imparcialidad y confidencialidad exigidas a los árbitros207. 
Un aspecto importante del Sistema Arbitral de Consumo español es que, al momento de la 
designación de los árbitros, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo puede acordar la 
acumulación de las solicitudes presentadas frente a un mismo reclamado en las que 




203Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit., p. 126.  
 
204 El acuerdo al que hace referencia la legislación española como acuerdo de iniciación del procedimiento es 
una resolución de iniciación del procedimiento. En la doctrina se habla de resolución como sinónimo de 
acuerdo, que es el término usado por la Ley. En este sentido, GARCÍA FAURE, refiriéndose al acuerdo de 
iniciación del procedimiento, menciona “el presidente de la JAC deberá́ dictar la resolución de iniciación del 
procedimiento y notificar sobre ello a las partes (artículo 37.3.a) RDAC). En esta resolución, el presidente 
podrá́ designar a los árbitros que conocerán del conflicto, conforme lo dispone el artículo 39.1 RDAC”. 
GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: Derecho 
español y argentino. Op. Cit., p. 223 
 
205 Ibídem.  
 
206 Ibídem.  
 
207 Artículo 38 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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concurra idéntica causa de pedir, para que sean conocidas en un único procedimiento por el 
órgano arbitral designado al efecto208. 
Dentro del procedimiento arbitral, antes de la finalización del trámite de audiencia, las 
partes podrán modificar o ampliar la solicitud y la contestación, pudiendo plantearse 
reconvención frente a la parte reclamante, sin que ello implique la modificación de la 
competencia del órgano arbitral209.  
La reconvención puede ser inadmitida si versa sobre una materia no susceptible de arbitraje 
de consumo o si no existiera conexión entre sus pretensiones y las pretensiones de la 
solicitud de arbitraje, por no haber una relación directa con la pretensión formulada por el 
consumidor en la solicitud de arbitraje, pues se debe tratar de cuestiones conexas que 
provengan del mismo negocio jurídico, de una misma causa, para que la reconvención sea 
admitida210. No puede tratarse, entonces, de una cuestión que procede de una relación 
jurídica distinta de la que se trata en la solicitud del consumidor211. Si se admite la 
reconvención, el reclamante tiene quince (15) días para presentar alegaciones y, si es 
necesario, proponer pruebas, lo que conlleva a retrasar, de ser el caso, la audiencia 
prevista212. 
La audiencia puede ser escrita, utilizando la firma convencional o electrónica, u oral, ya sea 
presencialmente o a través de otros medios técnicos que permitan la identificación y 
comunicación directa de los comparecientes. Las partes son citadas a las audiencias con 
suficiente antelación y con la advertencia de que en ella podrán presentar alegaciones y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
208 Artículo 39 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
209 Artículo 43 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 




212 Artículo 43 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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pruebas. De la audiencia se levanta acta que debe ser firmada por el secretario del órgano 
arbitral213. 
Además de las pruebas propuestas por las partes, el órgano puede decretar de oficio las que 
considere necesarias para la resolución de la controversia. Las partes deben sufragar las 
pruebas que hayan propuesto, pero no las de oficio, que son sufragadas por la Junta Arbitral 
de Consumo o por la Administración de la que dependa. No obstante, si el órgano arbitral 
aprecia en el laudo, mala fe o temeridad, puede distribuir los gastos ocasionados por la 
práctica de las pruebas de una forma diferente 214. 
La no contestación, inactividad o no comparecencia injustificada de las partes en cualquier 
momento del procedimiento arbitral, no impide que se dicte el laudo, ni ello significa que 
este sea ineficaz, si el órgano arbitral puede decidir la controversia con los hechos y 
documentos que consten en la demanda y contestación, de haberse realizado. Esas 
conductas omisivas no se consideran como allanamiento o admisión de los hechos alegados 
por la otra parte215. 
El procedimiento termina con el laudo, el cual debe ser motivado. Si durante el proceso las 
partes llegan a un acuerdo total o parcial, el órgano arbitral da por terminadas las 
actuaciones respecto de los puntos acordados e incorpora dicho acuerdo adoptado al laudo, 
salvo que aprecie motivos para oponerse216. 
El órgano arbitral puede dar por terminadas sus actuaciones y dictar laudo que ponga fin al 
procedimiento arbitral, sin revisar el fondo del asunto cuando el reclamante no concrete la 
pretensión o no aporte los elementos necesarios para el conocimiento del conflicto, cuando 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
213 Artículo 44 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
214 Artículo 45 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
215 Artículo 46 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
216 Artículo 48 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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las partes acuerden terminar las actuaciones o cuando el órgano arbitral compruebe que la 
continuación de las actuaciones resulta imposible. En el laudo que ponga fin al 
procedimiento arbitral por estos motivos debe constar si queda expedita la vía judicial217. 
El plazo para dictar el laudo es de seis (6) meses desde el día siguiente al inicio del 
procedimiento arbitral. Sin embargo, este término puede prorrogarse por el órgano arbitral 
mediante decisión motivada, salvo acuerdo en contrario de las partes, por un período no 
superior a dos (2) meses218. Pero, si iniciadas las actuaciones arbitrales las partes llegan a 
un acuerdo conciliatorio sobre todos los aspectos del conflicto, el plazo para dictar el laudo 
conciliatorio es de quince (15) días desde la adopción del acuerdo219. 
El plazo para dictar laudo se puede ver suspendido por el tiempo en que dure el proceso de 
recusación de los árbitros y para intentar la  mediación, caso en el cual la suspensión no 
puede ser por un periodo superior a un (1) mes desde el acuerdo de iniciación del 
procedimiento arbitral220. 
El plazo para dictar el laudo es preclusivo, por lo que si  no se dicta el laudo antes del plazo 
y no hubo prorroga previa, conlleva la ineficacia del convenio arbitral y deja abierta la vía 
judicial221.  
6.  Anulación del laudo arbitral  
El Real Decreto 231/2008 no contempló la anulación del laudo arbitral ni las causales por 
las cuales procede, por lo que , en virtud del numeral 1 del artículo 3 del Real Decreto222, se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
217 Ibídem. 
 
218 Artículo 49 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 






221  Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit., p. 132. 
 
222 “Artículo 3. Regulación aplicable. 1. El arbitraje de consumo se rige por lo dispuesto en la presente 
norma y, en lo no previsto en ella, por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. (…)”. 
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deben observar la Ley 60/2003 en lo respectivo a la impugnación del laudo arbitral, que 
contempla que el laudo definitivo puede ser objeto de la acción de anulación223, por los 
siguientes motivos224:  
a) Inexistencia o invalidez del convenio arbitral. 
b) Indebida notificación de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales o 
imposibilidad de, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. 
c) Resolución sobre cuestiones no sometidas a la decisión de los árbitros. 
d) Designación de los árbitros o procedimiento arbitral no ajustado al acuerdo entre las 
partes o, en su defecto, a la Ley de Arbitraje. 
e) Resolución sobre materias no arbitrables. 
f) Contrariedad del Laudo con el orden público.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
223 “Artículo 40. Acción de anulación del laudo. Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse la acción de 
anulación en los términos previstos en este título”. 
 
224 “Artículo 41. Motivos: 
 
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación alegue y pruebe: 
 
a) Que el convenio arbitral no existe o no es válido. 
b) Que no ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales o 
no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. 
c) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión. 
d) Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo entre las 
partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa de esta Ley, o, a falta de dicho 
acuerdo, que no se han ajustado a esta ley. 
e) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje. 
f) Que el laudo es contrario al orden público. 
 
2. Los motivos contenidos en los párrafos b), e) y f) del apartado anterior podrán ser apreciados por el 
tribunal que conozca de la acción de anulación de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal en relación con 
los intereses cuya defensa le está legalmente atribuida. 
 
3. En los casos previstos en los párrafos c) y e) del apartado 1, la anulación afectará sólo a los 
pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no sometidas a decisión de los árbitros o no susceptibles de 
arbitraje, siempre que puedan separarse de las demás. 
 
4. La acción de anulación del laudo habrá de ejercitarse dentro de los dos meses siguientes a su notificación 
o, en caso de que se haya solicitado corrección, aclaración o complemento del laudo, desde la notificación de 
la resolución sobre esta solicitud, o desde la expiración del plazo para adoptarla”.  
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Salvo los motivos contenidos en los literales b), e) y f), que pueden ser apreciados de oficio 
por el Tribunal que conozca de la acción de anulación o a instancia del Ministerio Fiscal en 
relación con los intereses cuya defensa le está legalmente atribuida, los demás motivos 
deben ser alegados y probados por la parte interesada.  
En los casos en que el motivo alegado sea la resolución sobre cuestiones no sometidas a la 
decisión de los árbitros o sobre materias no arbitrables, la anulación sólo afecta a los 
pronunciamientos del laudo sobre dichas cuestiones, siempre que se puedan separar de las 
demás.  
La acción de anulación debe ejercerse dentro de los dos (2) meses siguientes a su 
notificación, o, en caso de haberse solicitado, desde la notificación de la resolución sobre la 
solicitud de corrección, aclaración o complemento del laudo, o desde la expiración del 
plazo para adoptarla. 
7. Recurso de Revisión225 
Respecto del recurso de revisión tampoco se dispuso nada en el Real Decreto 231/2008, 
pero es procedente, como ocurre con la anulación del laudo arbitral, la aplicación de las 
disposiciones sobre la revisión previstas en la Ley 60/2003. El artículo 43 de la mencionada 
Ley dispone que, frente al laudo, además de la acción de la anulación, se puede solicitar la 
revisión, conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la revisión de 
sentencias en firme.  
La Ley de Enjuiciamiento Civil dispone que la revisión de las sentencias en firmes se debe 
solicitar ante la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo o a las Salas de lo Civil y Penal de 
los Tribunales Superiores de Justicia, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial226. Así mismo, establece los motivos por los cuales se puede solicitar la revisión de 
la siguiente manera:  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
225 Cfr. ABELLÁN TOLOSA, Luis. Op. Cit., p. 666. 
 
226  Artículo 509 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Disponible en: 
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2000-323 
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“1. Habrá lugar a la revisión de una sentencia firme: 
1.  Si después de pronunciada, se recobraren u obtuvieren documentos decisivos, de 
los que no se hubiere podido disponer por fuerza mayor o por obra de la parte en 
cuyo favor se hubiere dictado. 
2. Si hubiere recaído en virtud de documentos que al tiempo de dictarse ignoraba 
una de las partes haber sido declarados falsos en un proceso penal, o cuya falsedad 
declarare después penalmente. 
3.Si hubiere recaído en virtud de prueba testifical o pericial, y los testigos o los 
peritos hubieren sido condenados por falso testimonio dado en las declaraciones 
que sirvieron de fundamento a la sentencia. 
4.Si se hubiere ganado injustamente en virtud de cohecho, violencia o maquinación 
fraudulenta. 
2. Asimismo se podrá interponer recurso de revisión contra una resolución judicial 
firme cuando el Tribunal Europeo de Derechos Humanos haya declarado que dicha 
resolución ha sido dictada en violación de alguno de los derechos reconocidos en el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales y sus Protocolos, siempre que la violación, por su naturaleza y 
gravedad, entrañe efectos que persistan y no puedan cesar de ningún otro modo que 
no sea mediante esta revisión, sin que la misma pueda perjudicar los derechos 
adquiridos de buena fe por terceras personas.”227 
La revisión deberá solicitarse dentro de los cinco (5) años siguientes a la publicación de la 
sentencia y siempre que no haya trascurrido tres (3) meses desde que se descubrió el 
motivo que da lugar a la revisión. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
227  Artículo 510 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Disponible en: 
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2000-323 
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8. Comentarios a la normativa española sobre el arbitraje de consumo 
En la doctrina se pueden observar algunos comentarios al Sistema Arbitral de Consumo 
español. En el presente acápite se hará referencia a dichas anotaciones que la doctrina ha 
realizado sobre la normativa. 
No es discutible que la voluntariedad debe estar presente en el arbitraje, pues es esencial a 
este. No obstante, la eficacia del arbitraje puede verse obstaculizada por el 
perfeccionamiento del convenio arbitral, pues si no hay una oferta pública de adhesión por 
parte del empresario o proveedor y no hay una aceptación expresa de la solicitud, esta es 
archivada. Por lo tanto, es importante  la promoción de las adhesiones al sistema, para que 
la implementación del arbitraje sea exitosa228.  
Otra crítica es que si bien se pensó en el menor costo para el consumidor, la opción 
legislativa de acudir sin abogado al procedimiento arbitral a veces puede resultar injusta, 
cuando el consumidor se enfrenta con grandes empresas que cuentan con abogados, que 
actúan como representantes de la empresa, teniendo en cuenta que el consumidor sólo 
recibe asesoría y orientación gratuitas previas al proceso, si quieren analizar la viabilidad de 
su pretensión o evitar el conflicto procesal229.  
Por otra parte, hay opiniones que expresan que, como la regla general en el sistema español 
para el arbitraje de consumo es que este sea decidido en equidad, este mecanismo puede 
llevar a situaciones de desigualdad en la medida en que la controversia se va a decidir a 
criterio de las personas que componen el colegio arbitral, y que esto es subjetivo, en la 
medida en que lo razonable y lo justo así lo es. De manera que se propone que la regla 
general sea el arbitraje en derecho230.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
228 Cfr. DE LA CUESTA, José María. Arbitraje de consumo y jurisdicción: eficacia comparada. En: 
Cuadernos de estudios empresariales. 1997. no. 7, pp. 415-420. 
 
229 Cfr. SAN CRISTÓNLA REALES, Susana. Op. Cit., p. 129. 
 
230 Ibídem, p. 139. 
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Ahora bien, es sabido que la gratuidad ha sido una de las razones del éxito de la figura, pero 
puede ser también la causante de un posible fracaso, en términos financieros, por lo que es 
necesaria la adopción de mecanismos que disminuyan los costos del arbitraje de consumo. 
Una de esas medidas, que está consagrada en el Real Decreto, es aquella que tiene que ver 
con que las partes deben costear ellas mismas las pruebas cuando son de parte231. Esto ha 
conllevado que, como  los costos de las pruebas decretadas de oficio no son asumidos por 
las partes, sino que son sufragadas con fondos públicos, las partes soliciten al colegio 
arbitral la posibilidad de practicar determinada prueba y el colegio la decreta de oficio, 
especialmente porque las pruebas periciales pueden tener un costo que no se compadece 
con la cuantía de la reclamación232. Por lo tanto, resulta necesario que los árbitros sólo 
practiquen pruebas de oficio cuando sea absolutamente necesario, lo cual fue  consignado 
en el numeral 1 del artículo 45 del Real Decreto, pues el mismo consigna que se pueden 
decretar pruebas de oficio complementarias, que se consideren imprescindibles para la 
solución de la controversia233.  
Finalmente, otra crítica es que se le permite al presidente de la Junta Arbitral inadmitir 
solicitudes que resulten infundadas o en las que no se aprecie una vulneración de los 
derechos o intereses legítimos económicos del consumidor, lo que implica que hay un 
juicio de fondo, sin un análisis profundo y de comprobación durante el procedimiento, 
situación que no es posible en el procedimiento civil ordinario.234 
B. Arbitraje de consumo electrónico 
El arbitraje de consumo electrónico es uno de los arbitrajes especiales que contempla el 
Real Decreto, siendo este sustanciado íntegramente por medios electrónicos, a través de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  




233 Ibídem.  
 
234 Cfr. PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. Op. Cit., p. 58; Cfr. GONZÁLEZ MONTES, J.L, El proceso 
arbitral de consumo (RD 231/2008, de 15 de febrero). En: DE LA ROSA, Fernando Esteban; OROZCO 
PARDO, Guillermo. Mediación y arbitraje de consumo. Una perspectiva española, europea y comparada 
Valencia: Tirant lo Blanch, 2010, p. 84. 
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aplicación electrónica habilitada por el Ministerio de Sanidad y Consumo para el Sistema 
Arbitral de Consumo, sin perjuicio de que alguna actuación arbitral deba practicarse por los 
medios tradicionales235. Para poder resolver controversias a través del arbitraje de consumo 
electrónico, las Juntas Arbitrales de Consumo, en los términos que conste en los respectivos 
convenios de constitución, se deben adscribir a la administración del arbitraje de consumo 
electrónico incorporándose a la aplicación dispuesta por el Ministerio de Sanidad y 
Consumo para el Sistema Arbitral de Consumo236. 
Las reglas de competencia para conocer de las solicitudes de arbitraje siguen las reglas del 
arbitraje de consumo general, pero en este caso se determina quien es la competente entre 
las Juntas Arbitrales adscritas al arbitraje de consumo electrónico237. 
En este tipo de arbitraje de consumo, la firma electrónica garantiza la autenticidad de las 
comunicaciones y la identidad de las partes y del órgano arbitral,  sin perjuicio de la 
utilización de otras técnicas que aseguren estos aspectos238.  
Las notificaciones se realizarán en la sede electrónica designada por las partes a tales 
efectos, y se entienden efectuadas el día siguiente a aquél en que conste el acceso al 
contenido de la actuación arbitral objeto de notificación. No obstante, si el notificado no 
accede transcurridos diez (10) días desde la fecha y hora en que se produjo su puesta a 
disposición, la notificación se considera que se ha intentado sin efecto y, se procede a la 
publicación de un edicto en las sedes electrónicas de las Juntas Arbitrales de Consumo 
adscritas al arbitraje de consumo electrónico239. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
235 Artículo 51 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 




237 Artículo 52 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/23 
 
238 Artículo 53 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/23 
 
239 Artículo 54 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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Se entiende que el lugar de celebración del arbitraje de consumo electrónico es donde tenga 
su sede la Junta Arbitral de Consumo o la delegación territorial de la Junta Arbitral 
competente para conocer el procedimiento, salvo que en el laudo dictado figure un lugar 
distinto, caso en el cual se estima que el lugar de la celebración del arbitraje es el que figura 
en el laudo240. 
C. Arbitraje colectivo de consumo  
El Real Decreto 231/2008 expedido el día 15 de febrero, además de modificar el Sistema 
Arbitral de Consumo existente y de concebir el arbitraje de consumo electrónico, trajo 
como novedad el arbitraje colectivo de consumo, que tiene por objeto resolver en un sólo 
procedimiento arbitral de consumo conflictos en los que se vean involucrados intereses 
colectivos de un número determinado o determinable de consumidores, a raíz de un mismo 
presupuesto fáctico241. El Real Decreto regula la competencia para conocer del arbitraje de 
consumo colectivo, el procedimiento que se debe seguir y el plazo para dictar el laudo242.  
Este procedimiento, de acuerdo con el artículo 58.1 del Real Decreto 231/2008, de 15 de 
febrero, y el artículo 11.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no puede iniciarse 
directamente por los consumidores, sino a través de asociaciones de consumidores 
representativas o de juntas de inferior ámbito territorial. De manera que, no le es permitido 
a un consumidor iniciar un procedimiento para la protección de intereses colectivos. En ese 
sentido, se pronunció la Audiencia Provincial de Barcelona mediante sentencia del día 3 de 
noviembre de 2003, en la que se resuelve el recurso de anulación interpuesto por la Red 
Nacional de Ferrocarriles Españoles (RENFE) contra el laudo arbitral dictado por la Junta 
Arbitral de Consumo de Cataluña el día 19 de junio de 2002, aclarado el día 16 de 
septiembre de 2002, en virtud del cual se condena a dicha compañía a que indique en la 
impresión de los billetes de transporte de los trenes de cercanías que dichos títulos sólo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
240 Artículo 55 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
241 Artículo 56 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
 
242 Artículos 57 – 62 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231 
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sirven para esos tipos de trenes, entendiendo que esto no era una materia arbitrable, por no 
ser de libre disposición, la Audiencia Provincial aduce que el consumidor no tiene 
legitimación activa  para ejercer ese tipo de acciones243.  
El arbitraje de consumo colectivo ha sido blanco de críticas en la doctrina española, 
principalmente, por considerar que no es compatible con la rapidez, antiformalismo y 
gratuidad, características propias de un arbitraje de consumo244 y, porque el arbitraje de 
consumo se previó para proteger intereses individuales de los consumidores245, en el 
sentido en que, además, el laudo solo produce efectos inter partes, no erga omnes, 
afectando el derecho a la tutela judicial efectiva de los consumidores, pues una vez iniciado 
el procedimiento arbitral, no podrían acudir a la justicia ordinaria, de lo contrario se 
producirían problemas de litispendencia y ejecución forzosa246. 
Este arbitraje de consumo colectivo es diferente a la acumulación de reclamaciones en el 
procedimiento arbitral de consumo, pues es en esta última lo que se pretende es la 
protección de intereses y derechos individuales de los consumidores, pero que, por 
economía procesal, se tramitan en un solo procedimiento arbitral, cuando sea el mismo 
reclamado y tengan la misma causa247, que es lo que se pretende proponer en la segunda 




	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
243 ESPAÑA. AUDIENCIA PROVINCIAL DE BARCELONA- SECCIÓN No. 14. Sentencia de 3 de 
noviembre de 2003. 
 
244  Cfr. MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., p. 255. 
 
245 Ibídem, p. 259 
 
246 Ibídem, pp. 261 -262.  
 
247 Artículo 39.2  del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. Disponible en: https://www.boe.es/eli/es/rd/2008/02/15/231;  Cfr. MARCOS FRANSICO, Diana. 
El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Op. Cit., pp. 278 – 280. 
	   97 
CAPÍTULO V. NECESIDAD DE IMPLEMENTAR EL ARBITRAJE DE 
CONSUMO EN COLOMBIA 
Como se ha sostenido hasta ahora, si bien en Colombia se pueden llevar controversias de  
consumo ante un tribunal de arbitraje, esto no implica que se cuente con un Sistema 
Arbitral de Consumo, lo cual, teniendo en cuenta las ventajas que este mecanismo aporta 
tanto a las partes como a la sociedad, resulta necesario para la protección efectiva de los 
derechos de los consumidores, en la medida en que lo más importante de ser titular de 
derechos es poder ejercerlos y, en caso de no poder hacerlo, encontrar los mecanismos 
adecuados e idóneos para su protección. En este sentido, el arbitraje de consumo se muestra 
como una alternativa adecuada e idónea para la protección de los derechos de los 
consumidores, teniendo en cuenta que en el trámite arbitral se deberá garantizar que los 
consumidores cuenten con la misma protección judicial que en el proceso ante la justicia 
ordinaria. 
I. Ventajas del arbitraje de consumo frente a los mecanismos tradicionales de 
protección a los consumidores 
Con el avance de la tecnología, el crecimiento acelerado de los negocios y el paso hacia una 
sociedad de consumo, se hace necesario tener un Sistema Arbitral de Consumo, que traiga 
para el ordenamiento jurídico unas ventajas que se reflejen no solamente en las partes en 
conflicto (consumidor o usuario –empresario o profesional), sino en la sociedad en general, 
al ser un instituto de pacificación social, que trae soluciones seguras y rápidas, de manera 
que, le permite a los asociados tener una justicia pronta, adecuada para el ritmo actual del 
comercio, y satisfactoria248. 
A. Método de justicia social real 
La primera ventaja que se extrae de lo anterior, es que el arbitraje de consumo es un método 
que equivale a una justicia social real, en la medida en que garantiza un orden y promueve 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
248 Cfr. RAGAZZI, José Luiz; LASMAR, Erika Tayer. O instituto da arbitragem no novo código de processo 
civil e em relação ao direito do consumidor. En: Revista Jurídica Cesumar, Mayo/agosto, 2016. Vol. 16. n. 2. 
pp. 487-502 
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la convivencia pacífica,  respondiendo de manera efectiva a las necesidades de la sociedad 
de consumo, ya que la resolución de controversias es rápida y gratuita, sin que sea 
necesario que las partes tengan conocimientos jurídicos, porque las instituciones del 
Sistema Arbitral de Consumo facilitan la forma en que se lleva a cabo el trámite mediante 
procedimientos simples y rápidos249, asegurando la realización de justicia definitiva250. Esto 
permite a las partes en conflicto tener una respuesta satisfactoria 251. 
B. Celeridad en la resolución del conflicto 
Otra ventaja que se hace evidente y que es también una de las características del arbitraje de 
consumo es la rapidez con la que se resuelve el conflicto. Como se observó en el capítulo 
tercero, los árbitros cuentan con un tiempo limitado para poner fin a la controversia. Cabe 
resaltar, además, que en el arbitraje no hay una instancia posterior, pues el único medio de 
impugnación frente al laudo son los recursos extraordinarios de anulación y de revisión, 
que proceden de manera excepcional y por las causales específicas señaladas en el capítulo 
anterior, lo que también reduce el tiempo de una decisión definitiva. La celeridad en la 
resolución de las controversias es una de las ventas del arbitraje, porque permite que las 
partes obtengan la resolución de las controversias cuando aún tienen la controversia y están 
interesados en una solución pronta del litigio,252 de forma que el arbitraje garantiza la 
obtención de una justicia pronta, como elemento fundamental del debido proceso253. 
Así pues, en países como España y Perú, el plazo para emitir el laudo es de seis (6) meses, 
desde el día siguiente al inicio del procedimiento arbitral, y de noventa (90) días, contados 
desde la admisión de la solicitud, respectivamente. Ambos ordenamientos contemplan la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
249 Cfr. PASTOR SELLER, Enrique; STEELE GARZA, José Guadalupe. El conflicto y su resolución a través 
del arbitraje de consumo en España. En: Mediaciones Sociales, 2014. No. 13, pp. 185 -209. 
 
250 Cfr. RAGAZZI, José Luiz; LASMAR, Erika. Op. Cit., pp. 487-502. 
 
251 Ibídem.  
 
252 Cfr. RAGAZZI, José Luiz; LASMAR, Erika. Op. Cit.,  pp. 487-502. 
 
253 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-546 de 23 de noviembre de 1995. M.P Antonio 
Barrera Carbonell.  
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posibilidad de ampliar ese plazo de manera excepcional hasta por dos (2) meses más, en el 
sistema español, y hasta por quince (15) días, en el sistema peruano. 
C. Ahorro de costos  
Esta ventaja si bien tiene relación con la gratuidad característica del arbitraje de consumo, 
se refiere también a que, como consecuencia de la celeridad, las partes en conflicto ahorran 
los costos en tiempo y en dinero que implica un proceso ordinario, ya que la incerteza sobre 
su resultado por un tiempo prolongado puede provocar dificultades económicas y 
personales a las partes en conflicto254. Así, en la medida en que una solución rápida resulta 
ser más amigable para las partes, permite retomar las relaciones comerciales entre el 
consumidor y empresario con mayor rapidez255, manteniendo la supervivencia de las 
empresas, al no someterse a las posibles dificultades económicas que implica la 
prolongación de una controversia256. 
D. Función pedagógica 
Uno de los beneficios del arbitraje de consumo es que cumple una función pedagógica, en 
la medida en que permite a los consumidores conocer mejor sus derechos y cómo 
ejercerlos, así como a los empresarios les demanda una autorregulación interna, con el 
ánimo de evitar el efecto multiplicador de las acciones judiciales individuales, lo que trae 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
254 Cfr. COLINA GAREA, Rafael. El arbitraje en España: ventajas y desventajas. Madrid: Grupo difusión, 
2010, pp. 37 – 38. 
 
255 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. 
Cit., p. 186 
 
Los procesos largos, las resoluciones de controversias que duran mucho tiempo, terminan por debilitar las 
relaciones entre las partes del conflicto, pues la prolongación de la controversia, la existencia de conflictos sin 
resolver, perjudican las relaciones existentes. De manera que, la prolongación del conflicto, 
independientemente de los resultados del proceso, causa de cierta forma una animadversión o un rencor entre 
las partes enfrentadas, mientras que, si la disputa es corta, esa enemistad causada por el papel de contrincantes 
que ocupan en el proceso, es más corta y puede verse superada con mayor facilidad, lo que permite retomar 
sus relaciones comerciales. 
 
256 Cfr. COLINA GAREA, Rafael, Op. Cit., pp. 37 – 38. 
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como resultado una mejora en la calidad de los bienes, los servicios  y, especialmente, en la 
calidad de la atención al cliente257. 
E. Participación democrática en la impartición de justicia 
Dentro del sistema arbitral, se crea un marco de acuerdo entre los intervinientes, ya que sus 
órganos arbitrales están conformados por representantes de los consumidores y los 
profesionales, privilegiando de esta manera el diálogo social. Así mismo, dada esa 
representación, se fomenta la asociación entre los sectores, pues a través de sus 
asociaciones, tienen una representación en los órganos arbitrales y, en consecuencia,  en la 
resolución de controversias, lo que tiene como resultado la participación democrática en la 
impartición de justicia258. En el arbitraje de consumo tanto consumidores como empresarios 
tienen voz en los órganos de decisión, fomentando, a su vez, la especialización de los 
órganos arbitrales259. 
F. Articulación como herramienta competitiva 
En el caso de los empresarios y profesionales, el arbitraje de consumo se constituye como 
una herramienta de competitividad, ya que el distintivo, en el caso de la oferta pública de 
adhesión, funge como un signo de calidad, el cual es apreciado por los consumidores como 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
257 ABELLÁN TOLOSA, Luis. Op. Cit., p. 579. 
 
De acuerdo con la revista Forbes, el buen trato al cliente es clave para una empresa, en la medida en que 
ninguna empresa puede tener éxito si el trato al cliente es malo o no es suficientemente bueno, así lo que 
ofrezca sea muy bueno. Para lograr el éxito, entonces, se debe propender por el voz a voz entre los 
consumidores y esto lo causa o una muy mala atención, lo cual sería una mala propaganda frente los 
potenciales consumidores, o una muy buena atención, lo cual puede ser un factor para atraer nuevos 
consumidores-clientes. Así mismo, resulta importante que más que transacciones se creen relaciones con los 
consumidores, que causen la fidelidad del consumidor hacia la compañía. La atención al cliente, el trato a los 
consumidores, entonces, se convierte en un factor importante de competencia frente a los demás empresarios 
en el mercado. MATESANZ, Vanesa. El buen trato al cliente, la clave de una empresa. En: Forbes. 26 de 




259 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús; MATHEUS LÓPEZ, Carlos y VERGARAY BÉJAR, Verónica. Op. 
Cit., p 181. 
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muestra de compromiso 260 , lo que crea más confianza con aquellas empresas o 
profesionales que tienen el distintivo, que con aquellas que no lo tienen y, al final, es un 
elemento que los consumidores van a tener en cuenta a la hora de decidir con quién 
contratar, como un valor agregado261. 
II. Armonización de la protección judicial de los consumidores con el arbitraje de 
consumo 
Respecto del arbitraje, en general, se ha cuestionado que puede ser un límite al acceso a la 
administración de justicia. No obstante, la Corte Constitucional, ha sostenido que esta 
institución tiene fundamento constitucional en el artículo 116 de la Constitución Política, 
dado que en dicha disposición se permite que los particulares de manera transitoria puedan 
administrar justicia, de modo que no se puede concebir como una forma de limitar el 
derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, en el sentido en que el 
arbitraje debe tener como norte el respeto de los derechos fundamentales, tales como el 
debido proceso, la igualdad y la dignidad humana; además los árbitros, al igual que los 
jueces, deben cumplir con términos perentorios, pues sus fallos tienen el mismo poder 
vinculante de una sentencia y están sometidos, excepcionalmente, a revisión judicial, a 
través de los recursos de anulación y de revisión o de la acción de tutela, por tanto el 
arbitraje es consonante con  el principio que asegura la pronta y cumplida justicia262. 
En ese sentido, el arbitraje no se puede tener como un mecanismo en donde los derechos 
subjetivos de las personas que acuden al mismo para la resolución de sus controversias se 
vean desconocidos, por el contrario, tanto sus derechos como las garantías procesales deben 
respetarse plenamente. Estas garantías y derechos deben aplicarse también en el arbitraje de 
consumo, más una garantía adicional con la que no cuenta el arbitraje general: la gratuidad, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
260 BERNAL, Roberto. El arbitraje de consumo como medio para resolver conflictos entre consumidores y 




261 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p. 110. 
 
262 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-014 de 20 de enero de 2010. M.P. Mauricio 
González Cuervo. 
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por lo que, con mayor razón, el acceso efectivo a la administración de justicia está 
protegido y promovido. Además, el arbitraje de consumo, al ser un arbitraje especializado, 
debe también tener plena observancia de los derechos y garantías de los consumidores. 
A. Garantías procesales de los consumidores en el arbitraje de consumo  
La Corte Constitucional ha sostenido que el derecho del consumidor tiene un carácter 
poliédrico, en la medida en que no se agota en la pretensión de adquirir en el mercado 
bienes y servicios de calidad y con aptitud para satisfacer sus necesidades, sino que abarca 
también intereses, pretensiones y situaciones de orden sustancial, procesal y de orden 
participativo263. Las de orden sustancial hacen referencia, por ejemplo, a la calidad de los 
bienes y servicios y la información; las de orden procesal aluden, entre otras, a la 
exigibilidad judicial de garantías, indemnización de perjuicios por productos defectuosos y 
las acciones de clase; y, finalmente, las de orden participativo hacen alusión a la 
participación de los consumidores frente a la administración pública y a los órganos 
reguladores 264 . El presente acápite hará referencia al segundo orden de intereses, 
pretensiones y situaciones que implica el derecho del consumidor: el orden procesal, en la 
medida en que este debe estar garantizado en el proceso arbitral de consumo. 
De manera que, el derecho del consumidor implica que este cuente con instrumentos que le 
permitan hacer valer sus derechos en caso de vulneración. Dentro de los instrumentos que 
pueden plantearse para tales efectos se encuentra el arbitraje de consumo, el cual deberá 
respetar las garantías procesales de los consumidores, como si se tratare de un proceso 
judicial, en la medida en que el consumidor que acude al proceso arbitral no puede estar en 
desventaja en relación con aquel que decidió por demandar ante la justicia ordinaria, pues 
en todas las fases del proceso y sus respectivas actuaciones, se les deben aplicar las mismas 
garantías procesales.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
263 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1141 de 30 de agosto de 2000. M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz. 
 
264 Ibídem.  
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El artículo 29 constitucional dispone que el debido proceso debe aplicarse a todas las 
actuaciones judiciales y administrativas y que se debe juzgar conforme a las leyes 
preexistentes, ante el juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio. De ahí que, para la Corte Constitucional el debido proceso es 
el conjunto de garantías que prevé el ordenamiento para proteger al individuo que está 
inmerso en un proceso judicial o administrativo y, así, procurar el respeto de sus derechos y 
la aplicación correcta de la justicia265.  
A todas luces se hace necesaria la observancia del debido proceso en la justicia arbitral, en 
el entendido en que este derecho funge como garantía básica que determina que todos los 
demás derechos van a ser respetados por el juzgador al resolver las controversias y, en esa 
medida, asegura la materialización de la justicia266. En este sentido, el arbitraje de consumo 
ha de respetar las garantías procesales que se observan en el proceso ordinario, lo que se 
traduce en que el arbitraje se debe desarrollar con sujeción al debido proceso y con atención 
a todo lo que este integra267, por lo tanto, se debe garantizar la imparcialidad del juzgador, 
el derecho de defensa y de contradicción, igualdad de las partes, concentración, 
inmediación y legalidad268; esta última con alguna morigeración, pues existe la posibilidad 
de que las partes opten por un arbitraje de consumo en equidad. Así mismo, debe 
observarse el principio in dubio pro consumatore, del cual se hablará con posterioridad.  
En cuanto a la imparcialidad, es menester que los árbitros, al igual que los jueces, puedan 
ser recusados por las partes o declararse impedidos, de encontrarse en alguna de las 
causales de recusación y de impedimento que contempla el artículo 141 del Código General 
del Proceso para los jueces269.  La imparcialidad lo que busca es que las condiciones 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
265 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-341 de 4 de junio de 2014. M.P. Mauricio 
González Cuervo.  
 
266 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-252 de 28 de febrero 2001, M.P. Carlos Gaviria 
Díaz. 
 
267 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-538 de 5 de octubre de 2016. M.P. Luis Ernesto 




269 “Artículo 141. Causales De Recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
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1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso. 
 
2. Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, su cónyuge, 
compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral precedente. 
 
3. Ser cónyuge, compañero permanente o pariente de alguna de las partes o de su representante o 
apoderado, dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. 
 
4. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 3, 
curador, consejero o administrador de bienes de cualquiera de las partes. 
 
5. Ser alguna de las partes, su representante o apoderado, dependiente o mandatario del juez o 
administrador de sus negocios. 
 
6. Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
indicados en el numeral 3, y cualquiera de las partes, su representante o apoderado. 
 
7. Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria 
contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, 
antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la 
ejecución de la sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 
8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado de 
consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o 
apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil o víctima en el respectivo proceso 
penal. 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su representante o 
apoderado. 
 
10. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de 
consanguinidad o civil, o primero de afinidad, acreedor o deudor de alguna de las partes, su representante o 
apoderado, salvo cuando se trate de persona de derecho público, establecimiento de crédito, sociedad 
anónima o empresa de servicio público. 
 
11. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 
anterior, socio de alguna de las partes o su representante o apoderado en sociedad de personas. 
 
12. Haber dado el juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones materia del 
proceso, o haber intervenido en este como apoderado, agente del Ministerio Público, perito o testigo. 
 
13. Ser el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 1, 
heredero o legatario de alguna de las partes, antes de la iniciación del proceso. 
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo grado de 
consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la misma cuestión jurídica que él debe fallar”. 
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personales del juzgador no influyan en el sentido de su decisión. Esas condiciones 
personales pueden ser frente a una de las partes o frente a la materia del litigio. La 
imparcialidad creará confianza en la decisión que el juzgador adopte270.  
La imparcialidad en el arbitraje se ve reforzada por el deber de información de los árbitros, 
en virtud del cual un árbitro cuando acepta el nombramiento debe expresar si coincide o ha 
coincidido con alguna de las partes o sus apoderados en otros procesos arbitrales o 
judiciales, trámites administrativos o cualquier otro asunto profesional en los que él o algún 
miembro de la oficina de abogados a la que pertenezca o haya pertenecido, intervenga o 
haya intervenido como árbitro, apoderado, consultor, asesor, secretario o auxiliar de la 
justicia en el curso de los últimos dos (2) años, si existe una relación de carácter familiar o 
personal que sostenga con las partes o sus apoderados271. Lo anterior, con el fin de que, si la 
parte presenta dudas justificadas sobre la imparcialidad o independencia del árbitro, pueda 
manifestar su deseo de relevar al árbitro272. Sin embargo, los motivos que dan lugar al 
deber de información no se pueden confundir con las causales de impedimento y 
recusación, ya que aquellos no se refieren a hechos que por sí mismos constituyen alguna 
de las causales de impedimento y recusación, sino que se refieren a hechos que pueden 
poner en duda la independencia del árbitro273. 
Si los árbitros no cumplen con el deber de información, quedan impedidos, y así lo deben 
decretar, so pena de ser recusados. Además, durante el proceso si se presenta una situación 
sobrevenida que puede generar dudas sobre su imparcialidad o independencia, deben 
revelar esa información y los demás árbitros deciden si continúa o se separa del proceso 
arbitral. En caso de no llegar a un acuerdo entre los árbitros o de tratarse de un árbitro 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
270 Cfr. GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., p. 157. 
 
271 Artículo 15 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
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único, es el juez civil del circuito del lugar donde funcione el tribunal arbitral al que le 
corresponde esa decisión274. 
Respecto de los derechos de defensa y contradicción, la Corte Constitucional  ha definido el 
primero como una de las principales garantías del debido proceso y ha entendido que es la 
oportunidad que se le reconoce a toda persona, dentro de cualquier proceso o actuación 
judicial o administrativa, para que sea oída, controvierta, contradiga y objete las pruebas 
que se presentan en su contra y solicite pruebas que estime favorables, y para que ejercite 
los recursos que le otorga la ley275. En cuanto al derecho de contradicción, la Corte ha 
entendido que este comprende dos fenómenos: i) la posibilidad de proponer pruebas a 
aquellas que se presentaron en su contra y ii) la facultad para participar efectivamente en la 
producción de la prueba y de exponer sus argumentos en torno a lo que evidencian los 
medios de prueba, 276  de forma que, el derecho de contradicción tiene un énfasis 
probatorio277. Se entiende, entonces, que el derecho de contradicción se desprende del 
derecho de defensa278. 
Estos derechos deben respetarse en el proceso arbitral, pues según el artículo 29 de la 
Constitución el debido proceso aplica para todas las actuaciones judiciales y 
administrativas, por ende, las garantías que se derivan de este también deben ser observadas 
en todas las actuaciones, incluyendo el proceso arbitral. En el arbitraje de consumo hay dos 
partes enfrentadas: el consumidor o usuario y el profesional o empresario, las cuales tienen 
plenas facultades de actuación para defender su derecho, de forma que, podrán presentar 
sus alegaciones y las pruebas que estimen necesarias para ejercer su defensa279.  Esto está 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
274 Ibídem. 
 
275 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-025 de 27 de enero de 2009. M.P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.  
 
276 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-461 de 5 de junio de 2003. M.P. Eduardo 
Montealegre Lynett.  
 
277 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-286 de 23 de julio de 18. M.P. José Fernando 
Reyes Cuartas. 
 
278 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-544 de 21 de agosto de 2015. M.P. Mauricio 
González Cuervo. 
 
279 Cfr. IBOLEÓN, Belén. Op. Cit., pp. 70, 107. 
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expresamente regulado en el artículo 41.1, sobre los principios del sistema arbitral de 
consumo, del Real Decreto 231/2008 del 15 de febrero, que regula el arbitraje de consumo.  
Por su parte, el derecho a la igualdad tiene fundamento en el artículo 13 constitucional que 
dispone que todas las personas son libres e iguales ante la ley, deben recibir la misma 
protección y el mismo trato por parte de las autoridades y que deben gozar de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ningún tipo de discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
En el proceso, el derecho a la igualdad se traduce en que quienes acuden al proceso deben 
tener las mismas oportunidades procesales para la realización de sus garantías. De manera 
que la igualdad de las partes se manifiesta en que: i) ante la presentación de la demanda se 
debe dar la oportunidad para que la otra parte se pronuncie sobre la misma; (ii) ante la 
oportunidad de pedir pruebas se debe dar la oportunidad a la otra parte para que pida 
pruebas; (iii) las dos partes deben contar con la oportunidad de alegar de conclusión280. La 
igualdad, entonces, hace referencia a la equivalencia de oportunidades predeterminadas por 
la Ley para actuar en el proceso y, por tanto, estas oportunidades no quedan al arbitrio y 
determinación absoluta de una de las partes281 o del árbitro decisor.  
Dentro del proceso arbitral de consumo las partes cuentan con los mismos medios para 
defender sus posturas en el proceso, sin perjuicio de la consideración según la cual las 
partes no son iguales, ya que el consumidor es visto como la parte débil de la relación de 
consumo. En razón a esa desigualdad, el arbitraje de consumo tiene un carácter tuitivo y, 
por ello, este sólo puede iniciarse a solicitud del consumidor, no obstante, una vez iniciado 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
280 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-690 de 9 de julio de 2008. M.P. Nilson Pinilla 
Pinilla. 
 
281  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-500 de 8 de noviembre de 1995. M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa. 
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el proceso arbitral, el principio de igualdad impera y cada actuación de una parte, prevé un 
acto paralelo para la parte contraria282.  
La concentración, por su lado, pretende que el proceso se lleve a cabo en una o pocas 
audiencias, lo que tiene impacto en el logro de un procedimiento sin dilaciones 
injustificadas. En cuanto a la concentración en la actividad probatoria, esta implica que 
dicha actividad se desarrolle en una sola audiencia o, en su defecto, en varias audiencias, 
pero seguidas en el tiempo, con el fin de que no desaparezcan de la memoria del juez los 
actos orales que ya ha presenciado283. De forma que, la concentración procura que todo el 
debate central del proceso se efectúe sin solución de continuidad284.  La concentración 
tiende a que el proceso se realice en el menor tiempo posible, de manera que, busca que el 
proceso se desenvuelva de forma más eficiente y que se evite que las cuestiones 
accidentales o incidentales entorpezcan el debate principal285. 
Sobre la inmediación se ha dicho que en el proceso debe existir una comunicación directa 
entre las partes y el juez y, especialmente, entre el juez y las pruebas, pues es este es quien 
debe practicarlas, para poder formarse un mejor concepto sobre su valor y su eficacia en 
orden a demostrar un supuesto fáctico286. De manera que, la inmediación versa sobre la 
constatación directa del juez y las partes sobre las pruebas y las actuaciones procesales, con 
el fin de permitir la formación de un criterio más íntimo y directo sobre los argumentos en 
el caso, lo cual, a su vez, conlleva a una mayor satisfacción del valor justicia287, pues 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
282 Cfr. IBOLEÓN, Belén. Op. Cit. p.72; SÁNCHEZ MORAGAS, Javier. Los procedimientos arbitrales de 
consumo. Aspectos prácticos. En: http://noticias.juridicas.com/conocimiento/articulos-doctrinales/12277-los-
procedimientos-arbitrales-de-consumo-aspectos-practicos-/  
 
283 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-543 de 6 de julio de 2011. M.P. Humberto 
Antonio Sierra Porto. 
 
284 Cfr. ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., p. 305. 
 
285 Cfr. DEVIS ECHANDÍA, HERNANDO. Nociones generales de Derecho Procesal Civil Madrid: Aguilar, 
1966, p. 59. 
 
286 Cfr. LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano. Tomo I. Parte 
General. 6. ed. Bogotá: Editorial ABC, 1993, p. 47. 
 
287 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-124 de 1 de marzo de 2011. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva.  
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permite con más probabilidad descubrir la verdad de los hechos y proferir una decisión más 
justa288. Por otra parte, hay más confianza cuando quien practica las pruebas es el mismo 
que da alcance a su valoración, que cuando la valoración la hace con base en actas o en 
transcripciones que realizó quien practicó las pruebas289. 
Tanto la concentración como la inmediación están presentes en el arbitraje de consumo. Por 
una parte, los árbitros cuentan con muy poco tiempo para fallar, por tanto, no se pueden dar 
el lujo de obrar con negligencia y programar varias audiencias separadas en el tiempo, por 
lo que la concentración no se va a ver afectada en el proceso arbitral.  Por otra parte, en el 
arbitraje de consumo existe una permanente interrelación entre las partes y los árbitros, lo 
que favorece la inmediación290. En cuanto a las pruebas, estas deben ser practicadas por los 
árbitros, salvo que requieran apoyo judicial para tal efecto en casos excepcionales. 
En lo que hace referencia al principio de legalidad, este se deriva del artículo 29 
constitucional y se manifiesta en los artículos 121, 122, 123 y 230 de la Constitución. El 
principio de legalidad exige la aplicación de normas preexistentes y decididas 
democráticamente, lo cual constituye un límite a la arbitrariedad judicial, en la medida en 
que las autoridades deben actuar dentro del marco definido democráticamente, respetando 
las normas propias de cada juicio y, en el caso del proceso judicial, debido a este principio, 
se tiene que los jueces en sus decisiones sólo están sometidos al imperio de la ley y que 
sólo a partir de la discusión probatoria puede establecerse la configuración de los supuestos 
de hechos previstos en las normas que se aducen y sus respectivas consecuencias 
jurídicas291. La Corte Constitucional ha considerado que el principio de legalidad cumple 
una doble función; por un lado, sirve como marco para la acción estatal y, por otro lado, 
protege la cláusula de libertad, pues opera como un parámetro de conducta, en el sentido de 
indicar qué conductas son o no compatibles con el ordenamiento jurídico y las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
288 Ibídem.  
 
289 Cfr. ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., p. 306. 
 
290 Cfr. PIEDRAHITA ORTEGA, María Leonor. Op Cit., p. 17.  
 
291 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-044 de 1 de febrero de 2017. M.P. María 
Victoria Calle Correa; COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-851 de 27 de noviembre de 
2013. M.P. Mauricio González Cuervo. 
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consecuencias de dichas conductas292, lo que se podría explicar con el aforismo “lo que no 
está prohibido, está permitido“ y en ese sentido, las personas podrán ejercer su libertad, 
pero en el marco de la legalidad.  
Cuando el arbitraje de consumo sea en equidad, los árbitros no decidirán conforme a las 
leyes, sino a su leal saber y entender, sin embargo, las normas jurídicas aplicables al 
contrato, según la normativa española, pueden servirles como material de apoyo de la 
decisión. Esto no quiere decir que sean una camisa de fuerza para los árbitros, ya que el 
arbitraje en equidad precisamente permite a los árbitros ir y decidir más allá de lo dispuesto 
en la norma, de manera que la decisión no debe estar sujeta de manera irrestricta a la 
norma, sino a soluciones más acordes con la esencia misma del conflicto y de las 
circunstancias que lo rodean, en el sentido en que, el árbitro puede mirar las normas 
sustanciales, pero tiene la facultad de separarse de ellas y decidir conforme a las pruebas 
obrantes en el proceso y con sustento, no en las normas, sino en un juicio de valor racional, 
ponderado y analítico293. Por esta razón, también se permite que el árbitro, cuando se falla 
en equidad, no sea abogado. Mientras que, cuando el arbitraje es en derecho los árbitros 
deben observar plenamente las normas jurídicas aplicables al caso, tal y como lo haría un 
juez de la república294. Respecto de este punto, es importante mencionar que el numeral 9 
del artículo 58 del Estatuto del Consumidor autoriza para que el juzgador, al adoptar la 
decisión en los procesos de protección al consumidor, tome la decisión final basado en un 
criterio de justicia. En este sentido la norma dispone:  
“9. Al adoptar la decisión definitiva, el Juez de conocimiento o la Superintendencia 
de Industria y Comercio resolverá sobre las pretensiones de la forma que 
considere más justa para las partes según lo probado en el proceso, con plenas 
facultades para fallar infra, extra y ultrapetita, y emitirá las órdenes a que haya 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
292 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-538 de 5 de octubre de 2016. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva.  
 
293 Cfr. BECERRA TORO, Rodrigo. El arbitraje en equidad. En: Criterio Jurídico. Junio, 2010. Vol. 10, no. 1, 
pp. 93, 94 y 111.  
 
294 Cfr. IBOLEÓN, Belén. Op. Cit., pp. 63 -64.  
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lugar con indicación de la forma y términos en que se deberán cumplir”. (Negrilla 
fuera de texto) 
De manera que, el juzgador en materia de consumo está facultado por la Ley, para que, en 
caso de advertir que al aplicar la norma correspondiente, se cometería una injusticia, puede 
apartarse de la norma en lo que considere injusto y tomar una decisión con base en la 
justicia, de acuerdo a lo que se haya probado en el proceso, y esa decisión puede ser infra, 
extra o ultra petita. Se debe considerar que la facultad de fallar con un criterio de justicia es 
también una facultad que se predica para los árbitros en materia de consumo, incluso si el 
arbitraje es en derecho, de lo contrario existiría una desigualdad entre el consumidor que 
acude a la justicia ordinaria y el que acude al arbitraje de consumo en derecho. De manera 
que, los árbitros, ya se trate de un arbitraje en derecho o en equidad, podrán fallar infra o 
ultra petita en las controversias de consumo, pero no extra petita, debido a la restricción 
frente a las materias para las que están habilitados, legal o convencionalmente, para 
pronunciarse. 
Finalmente, el principio in dubio pro consumatore, propio de las relaciones de consumo, 
está consagrado en los artículos 4 inciso 3 y 34 del Estatuto del Consumidor, los cuales 
disponen respectivamente que: “las normas de esta ley deberán interpretarse en la forma 
más favorable al consumidor. En caso de duda se resolverá en favor del consumidor” y 
que “las condiciones generales de los contratos serán interpretadas de la manera más 
favorable al consumidor. En caso de duda, prevalecerán las cláusulas más favorables al 
consumidor sobre aquellas que no lo sean”. Así pues, este principio permite que, en caso 
de existir una duda, la balanza se incline hacia la protección del consumidor, lo cual debe 
ocurrir después de haber practicado las pruebas correspondientes y pertinentes para el caso 
y de haber escuchado las alegaciones de ambas partes295. 
Este principio a favor de los consumidores  no sólo es aplicable a los procesos de 
interpretación de normas sustanciales, es además aplicable en todo asunto donde el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
295 Cfr. IBOLEÓN SALMERÓN, Belén; GARCÍA-VILLANOVA ZURITA, Gustavo. Una aproximación 
jurídica al estudio del principio del “in dubio pro consumidor”. En: Revista de Estudios Jurídicos. 2014, no. 
14, p. 16.  
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consumidor actúe como parte o como interesado, debe aplicarse, entonces, como pauta de 
interpretación normativa y fáctica296 (en lo que a pruebas se refiere).  De forma que, el 
principio in dubio pro consumatore debe observarse en el arbitraje, es decir que los 
árbitros, fallen en derecho o en equidad, deben atender a este principio297.  
En suma, el arbitraje es un mecanismo alternativo de solución de conflictos, que, si bien 
trae unas ventajas específicas, en especial, la celeridad, esto no implica que durante el 
proceso arbitral se desconozcan las garantías procesales, en general, y las garantías 
específicas de los consumidores en el proceso. Este es un aspecto a evaluar si se piensa en 
implementar el arbitraje de consumo en Colombia, pues sin lugar a dudas es ampliar las 
posibilidades al consumidor para acceder a la administración de justicia y, en este punto no 
hay que perder de vista que estamos en una sociedad altamente consumista, en la que 
existen relaciones de consumo todos los días entre muchos consumidores y muchos 
profesionales o empresarios, por lo que un sistema como el que se propone en este escrito 









	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
296 Cfr. CORREA HENAO, Magdalena. Op. Cit., p.130 -131. 
  
297 Cfr. IBOLEÓN SALMERÓN, Belén; GARCÍA-VILLANOVA ZURITA, Gustavo. Op. Cit., p. 16. 
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SEGUNDA PARTE: CRITERIOS PARA LA CONFIGURACIÓN DE UN 
ARBITRAJE DE CONSUMO EN COLOMBIA 
 
CAPÍTULO I.  ARBITRAJE SOCIAL COMO ANTECEDENTE PARA 
DESARROLLAR EL ARBITRAJE DE CONSUMO 
 
I. Regulación del arbitraje social en Colombia 
 
El arbitraje social no se contempló originalmente en el proyecto de Ley del Estatuto de 
Arbitraje Nacional e Internacional, fue en el informe de ponencia para primer debate en la 
Cámara de Representantes que se incorporó la disposición sobre arbitraje social, con el fin 
de acercar la justicia arbitral a todos los ciudadanos y de demostrar que la figura es 
importante para la contribución eficaz a la descongestión de los despachos judiciales y  que 
la misma puede representar una herramienta de vital importancia en el marco de las 
transformaciones sociales298. Así mismo, con la inclusión en el Estatuto Arbitral del 
arbitraje social en el artículo 117 y con la derogatoria en el artículo 118 del  numeral 12 del 
artículo 43 del Estatuto del Consumidor, que consideraba a toda cláusula arbitral incluida 
en el contrato de consumo per se abusiva, se consideró que el arbitraje social podía ser una 
herramienta para la solución de los conflictos entre los consumidores, vendedores y 
productores299.  
 
De esta manera, el arbitraje social quedó contemplado en el artículo 117 de la Ley 1563 de 
2012, por la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. Esta 
disposición establece que los Centros de Arbitraje deben promover jornadas de arbitraje 
social para la prestación gratuita de este servicio en los casos en que la cuantía de las 
controversias no supere los 40 salarios mínimos legales mensuales vigente, salvo que cada 
Centro quiera prestar el servicio por cuantías superiores. Así mismo, dispone que el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
298 GACETAS DEL CONGRESO. Gaceta 108 del 27 de marzo de 2012. Informe de ponencia para primer 
debate (tercer debate) del proyecto de ley número 176 de 2011 Cámara, 18 de 2011 Senado por medio de la 
cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
299 Ibídem. 
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arbitraje social puede prestarse por procedimientos especiales breves y sumarios que sean 
autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
En los procesos de arbitraje social las partes no requieren abogado, un árbitro único conoce 
del asunto y el Centro de Arbitraje cumple funciones secretariales.  El árbitro se escoge de 
una lista de árbitros voluntarios que tiene cada Centro, pero si el arbitraje no se puede 
adelantar por alguno de los árbitros de la lista, el Centro debe escoger por sorteo dentro de 
los árbitros de la lista general, y si el árbitro escogido se abstiene sin justa causa de aceptar 
el nombramiento es excluido de la lista de árbitros del respectivo Centro.  
 
La disposición en mención ordena al Ministerio de Justicia y del Derecho expedir la 
reglamentación respectiva, la cual debe establecer el número mínimo de arbitrajes sociales 
gratuitos por año que debe adelantar cada Centro. Finalmente, la norma establece que los 
árbitros deben ser aceptados expresamente por las partes y prohíbe de manera tajante que 
los árbitros reciban honorarios profesionales en los procesos de arbitraje social.  
 
Las jornadas gratuitas previstas en el artículo 117 del Estatuto Arbitral se encuentran 
reguladas en el artículo 24 del Decreto 1829 de 2013. En esta disposición se dispone que 
los Centros deben organizar por lo menos una jornada gratuita al año, ya sea de 
conciliación, de arbitraje o de amigable composición y que estas jornadas deben ser 
coordinadas con el Ministerio de Justicia y del Derecho. Así mismo, la norma establece un 
mínimo de casos que deben ser atendidos, por cualquiera de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos, en las jornadas gratuitas. En ese sentido, el número de casos 
atendidos en las jornadas no debe ser menor al 5% de los casos atendidos por el Centro 
respectivo en el año inmediatamente anterior. La norma, además, reitera que este servicio 
se debe prestar de manera gratuita por los árbitros y los conciliadores, según el caso. 
 
Con el fin de tener la coordinación con el Ministerio de Justicia y del Derecho que ordena 
la norma, los Centros deben presentar al Ministerio con treinta (30) días hábiles de 
anticipación a la fecha de la jornada un informe donde se indique el lugar, el día, el horario 
y las condiciones de las jornadas, así como el número y los tipos de casos que se busca 
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atender, y el número estimado de conciliadores, árbitros o amigables componedores que 
van a participar en la jornada.  
 
De igual manera, la norma dispone que de las solicitudes que se reciban se debe dar 
prevalencia a aquellas que se presenten por familias beneficiadas por la estrategia del 
Gobierno para la superación de la pobreza extrema. Lo que indica que este mecanismo fue 
dispuesto para llevar el arbitraje, especialmente, a la población más vulnerable.  
 
Finalmente, se prevé que, si en la fecha establecida para la jornada no se alcanzan a evacuar 
todas las solicitudes recibidas, ese mismo día el Centro debe programar la fecha y la hora 
para resolver los casos pendientes, lo cual deberá informarse a las personas que no pudieron 
ser atendidas en la jornada. También se deberá programar otra fecha y hora, para realizar 
una nueva jornada, cuando no se haya alcanzado el número de solicitudes que cada Centro 
debe atender. 
 
Ahora bien, lo anterior es lo que está vigente hasta este momento, no obstante, en el 
congreso se debate el Proyecto de Ley 006 de 2019, que pretende modificar la Ley 1563 de 
2012. El Proyecto de Ley contiene algunas modificaciones al artículo 117 sobre arbitraje 
social, que valen la pena mencionar.  
 
En la exposición de motivos del Proyecto de Ley, se expuso que en el Centro de Arbitraje 
de la Cámara de Comercio de Medellín se tiene información de 5 casos que se han 
resuelto300, con cuantías de doce millones de pesos en promedio; mientras que la Cámara de 
Comercio de Bogotá ha atendido 868 casos301, lo que muestra que el mecanismo ha tenido 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
300 De los cuales corresponden a 2 casos civiles, uno finalizado con la emisión de laudo arbitral y otro por 
conciliación, y 3 casos comerciales, de los cuales 1 finalizó con la emisión de laudo arbitral y 2 terminaron 
por conciliación. CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ. Informe Final del Diagnóstico del Arbitraje en 
el Territorio Nacional. Bogotá, diciembre de 2017, p. 108.  
 
301 De los arbitrajes sociales que se ha adelantado por el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de 
Comercio de Bogotá se puede mencionar, por ejemplo, el Caso Flor Alicia Triana Sandoval Vs. Conjunto 
Residencial Casas del Este P.H., en el que se decidió sobre el incumplimiento y terminación de forma 
unilateral de un contrato de prestación de servicios de administración por parte de la demandada. El contrato 
tenía por objeto el servicio personal como gestora y administradora de la demandante. El contrato fue 
terminado el 23 de febrero de 2013 por decisión del consejo directivo del Conjunto Residencial Casas del Este 
P.H. En enero de 2014, el Conjunto Residencial Casas del Este P.H. le consignó a la demandante un título 
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poca utilización, lo que se complica más porque el arbitraje no se puede llevar a todas las 
zonas del país. Sin embargo, frente a la imposibilidad de llevar el arbitraje a todas las zonas 
del país,  el arbitraje social resulta ser una fórmula gratuita y efectiva de llevar el arbitraje a 
los lugares más apartados del territorio nacional, por lo que vieron necesario la 
modificación de la norma, en el sentido de hacer énfasis en la accesibilidad del arbitraje 
social a la población más vulnerables y reforzando la oferta de arbitraje, al permitir que 
puedan ser árbitros quienes acrediten las calidades para ser Juez Civil del Circuito302, y no, 
necesariamente, las calidades para ser Magistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial.  
 
La modificación que se está debatiendo en el Congreso, tiene puntos importantes que 
impactan la figura vigente. La primera modificación consiste principalmente en que ya no 
se habla de la promoción de jornadas gratuitas sino de la promoción del acceso gratuito a la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
judicial de pago por $1'037.667 COP, por concepto de los honorarios del 1 al 23 de febrero de 2013 y 
retroactivo del 1 al 31 de enero.  
 
La demandada interpuso las excepciones de prescripción y caducidad de la acción, por una parte, y de 
contrato no cumplido, pago y cumplimiento del contrato, por otra, las cuales fueron decididas 
desfavorablemente por el Tribunal. Respecto a las excepciones de prescripción y caducidad, el Tribunal 
expuso que la prescripción alegada se basó en una norma del Código Sustantivo del Trabajo, la cual no aplica 
por tratarse de una relación civil y no laboral. Respecto a la excepción de contrato no cumplido, el Tribunal 
consideró que la demandada no le dio los insumos necesarios a la demandante para que esta pudiera cumplir a 
cabalidad su función, por tanto, no era procedente esa excepción. En cuanto a la excepción de pago, consideró 
que la suma pagada a la demandada no era imputable a las sumas que se le debían por indemnización.  
 
Respecto de las pretensiones, el Tribunal las despachó favorablemente, en tanto que consideró que no se había 
terminado el contrato conforme a lo que este mismo lo establecía, es decir, con previa notificación de ocho (8) 
días calendario, y, en consecuencia, condenó a la demandada a pagar a título de indemnización de perjuicios 
por lucro cesante la suma de $12.362.562 COP, por el incumplimiento del contrato más el 6% anual por 
intereses civiles.  
 
Finalmente, el Tribunal Arbitral no condena en costas, porque no prosperaron todas las pretensiones y porque 
por tratarse de un arbitraje social, consideró que este permite librar a las partes de las mayores cargas propias 
de los procesos ordinarios, conservando así la gratuidad de la figura. COLOMBIA, CENTRO DE 
ARBITRAJE Y CONCILIACIÓN, CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, Caso No. 5202. Arbitraje 
Social. Laudo del 10 de noviembre de 2017 del caso Flor Alicia Triana Sandoval Vs. Conjunto Residencial 





302 COLOMBIA, MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Proyecto de Ley 006 de 2019. Gaceta 
682/ 2019. 
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prestación del servicio de arbitraje303. Esto tiene gran impacto, pues una cosa es que se 
realicen jornadas de arbitraje social y otra es que se promueva el acceso permanente a este 
mecanismo, pues como se encuentra en el Estatuto Arbitral, el arbitraje social no tiene un 
carácter permanente o estable, sino que se realiza a través de jornadas que deben realizar 
los Centro de Arbitraje para promover el arbitraje social304, mientras que la redacción de la 
norma como está en el proyecto sí implica el carácter permanente de este tipo de arbitraje.  
 
Otra de las modificaciones tiene que ver con los sujetos que pueden acudir al arbitraje 
social, pues si bien se mantiene el requisito de los 40 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes como tope de la cuantía de la controversia para poder acudir al mecanismo, se 
establece una restricción encaminada a que sólo las personas naturales de estratos 1 y 2 que 
cumplan los criterios de vulnerabilidad que establezca el Gobierno o las personas jurídicas 
cuyos activos totales no superen los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes 
podrán acceder al arbitraje social. No es el propósito de este escrito presentar las críticas al 
Proyecto de Ley, pero si es oportuno anunciar que este criterio no consulta la realidad ni se 
confronta con la misma. La estratificación, como está establecida en Colombia, no define si 
una persona puede necesitar del servicio o no, hay personas que, si bien viven en estratos 
3,4 y 5, no tiene con qué sufragar sus necesidades básicas, esto se conoce como pobreza 
oculta305, por lo que sería importante y necesario revisar otras variables para determinar 
quiénes pueden acceder al arbitraje social.  
 
Dentro de las modificaciones, se da la posibilidad de ser árbitros de este tipo de mecanismo 
a quienes cumplan las calidades exigidas para ser Juez Civil del Circuito. Estos árbitros van 
a conformar una lista especial para el arbitraje social, la inscripción a esta lista de árbitros 
es voluntaria y de dicha lista se van a designar los árbitros que van a conocer el asunto. No 
obstante, se mantiene el mandato según el cual, si ese arbitraje no se puede adelantar por 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
303 COLOMBIA, MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, Proyecto de Ley 006 de 2019. Gaceta 
927/ 2019.  
 
304 Cfr. CORREA ARANGO, Gabriel. Comentarios al arbitraje y amigable composición (Ley 1563 de 2012). 
Bogotá: Temis, 2013, p. 229. 
 
305 CONCEJO DE BOGOTÁ. Pobreza oculta: la otra cara de la pobreza en Bogotá, agosto de 2019. 
Disponible en: http://concejodebogota.gov.co/pobreza-oculta-la-otra-cara-de-la-pobreza-en-
bogota/cbogota/2019-08-02/162520.php  
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los árbitros de la lista, se va a sortear de la lista general de árbitros del Centro y si el árbitro 
sorteado se abstiene de aceptar el nombramiento sin justa causa, será excluido de la lista del 
respectivo Centro.  
 
Así mismo, en el Proyecto de Ley se releva de la función a los Centros de Arbitraje de 
cumplir con funciones secretariales y se dispone que, al igual que los árbitros, los 
secretarios tampoco pueden recibir honorarios cuando adelanten un arbitraje social.  
 
Finalmente, en el Proyecto de Ley se elimina el parágrafo del artículo 117 del Estatuto 
Arbitral, que establecía que el Ministerio de Justicia y del Derecho debía expedir la 
reglamentación a que hubiere lugar, en donde se estableciera el número mínimo de 
arbitrajes sociales gratuitos que cada Centro debe adelantar en cada anualidad y que los 
árbitros debían ser aceptados expresamente por las partes.  
 
Sin embargo, el Proyecto de Ley aún puede sufrir modificaciones, pues hasta ahora ha 
tenido el debate en el senado, por lo que es posible que lo manifestado no sea la 
modificación definitiva.  
 
II. Características del Arbitraje social 
 
De lo expuesto con anterioridad, es preciso determinar, las características especiales que 
reúne el arbitraje social en Colombia.  
 
a) No intervención de abogado. La norma permite que las personas que acudan al arbitraje 
social intervengan de manera directa306 , lo cual reduce los costos del acceso a la 
administración de justicia. Esta es la máxima expresión de flexibilidad de la figura, pero 
implica una responsabilidad importante del árbitro único al momento de fijar la Litis307. No 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
306 Cfr. CORREA ARANGO, Gabriel. Op. Cit., p. 231. 
 
307 Cfr. DUARTE, Nazly. Los retos del arbitraje social en Colombia. Blog de Derecho de los Negocios. 
Universidad Externado de Colombia. Agosto, 2016. Disponible en: 
https://dernegocios.uexternado.edu.co/controversia/los-retos-del-arbitraje-social-en-colombia/ 
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obstante, esta disposición no es una novedad, pues en el Decreto 196 de 1971 se contempló 
que en los procesos de mínima cuantía no era necesario actuar con abogado308.  
 
b) Gratuidad. Esta característica va de la mano con la anterior, en cuanto se reducen los 
costos de la solución de controversias y, en ese sentido, se garantiza el acceso efectivo a la 
administración de justicia, en la medida en que las partes no deberán cubrir los honorarios 
de los árbitros ni los costos del Centro Arbitral. 
 
c) La controversia es resuelta por un árbitro único. En otras palabras, no es posible 
encontrar en el arbitraje social que la controversia sea resuelta por un árbitro colegiado 
compuesto por tres árbitros, como sí puede suceder en el arbitraje general. 
 
d) Existe una lista especial de árbitros inscritos voluntariamente. No se utiliza, entonces, la 
lista general de árbitros, pues cada Centro debe contar con una lista de árbitros específicos 
para este mecanismo, que se han inscrito voluntariamente. No obstante, si los árbitros de 
dicha lista no pueden adelantar el proceso, se debe sortear un árbitro de la lista general, 
quien deberá aceptar, salvo que se encuentre en una justa causa, pues de lo contrario, será 
excluido de la lista del Centro correspondiente. 
 
e) El árbitro es escogido por las partes de común acuerdo309. De la lista especial de árbitros 
que tiene el Centro correspondiente para el arbitraje social las partes pueden escoger el 
árbitro que resolverá la controversia. 
 
f) Se puede regir por procedimientos especiales. La norma permite que el arbitraje social se 
tramite por procesos especiales verbales y sumarios que sean autorizados por el Ministerio 
de Justicia y del Derecho, lo cual permite que el proceso sea aún más rápido que el arbitraje 
comercial. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
308 “Artículo 28. Por excepción se podrá litigar en causa propia sin ser abogado inscrito, en los siguientes 
casos:  
(…)  
2. En los procesos de mínima cuantía”.  
 
309 Ibídem. 
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g) Los Centros están obligados a realizar las jornadas y en ellas a atender un número 
mínimo de casos. Esta característica incluso conlleva a que si el Centro no cumple con 
atender ese mínimo de casos en la jornada prevista debe programar una nueva jornada.  
 
h) No es permanente. Como se encuentra regulado actualmente, el arbitraje social no es un 
mecanismo constante, pues sólo se desarrolla en las jornadas previstas por cada Centro de 
arbitraje y esas jornadas son una vez al año, sin perjuicio de que puedan ser más si el 
Centro no alcanzó el número mínimo de casos que debe atender.  
 
i) Está previsto para procesos de mínima cuantía. Dado el carácter social del mecanismo, 
los Centros sólo tienen la obligación de atender casos cuya cuantía no supere los 40 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, salvo que quieran atender solicitudes cuya cuantía sea 
superior. 
 
j) Los árbitros no perciben honorarios. Además de que el arbitraje es gratuito, los árbitros 
no van a recibir honorarios bajo ninguna circunstancia. Esto es, que la labor realizada por 
los árbitros no va a ser remunerada. Esta característica puede ser una dificultad para 
conformar la lista especial para el arbitraje social, porque implica que los árbitros van a 
trabajar sin ninguna contraprestación. Sin embargo, esto se compadece con los principios 
de responsabilidad social y de participación contemplados en el artículo 11 del Decreto 
1829 de 2013. 
 
k) Celeridad. El arbitraje social está previsto para que las controversias sean resueltas en la 
jornada programada para el efecto por el Centro correspondiente, por lo que es mucho más 





	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
310 Artículo 24 del  Decreto 1829 de 2013, por el cual se reglamentan algunas disposiciones de las Leyes 23 
de 1991, 446 de 1998, 640 de 2001 y 1563 de 2012. 
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3. Arbitraje social como antecedente del arbitraje gratuito en Colombia: Un 
antecedente adicional para la construcción del arbitraje de consumo en Colombia 
 
Una de las características principales del arbitraje es su onerosidad, en la medida en que el 
arbitraje es una justicia pagada por las partes, estas son las que van a correr con los gastos 
del tribunal y con los honorarios de los árbitros311. La determinación de los gastos y los 
honorarios va a depender de la cuantía de las pretensiones de la demanda, y en caso de 
haber demanda de reconvención se tomará como base la que contenga una cuantía 
mayor312. No obstante, las partes pueden acordar los honorarios antes de la designación de 
los árbitros y así lo deben comunicar con la designación313. Si las partes no consignan los 
honorarios y gastos en la oportunidad debida, el tribunal declarará concluidas sus funciones 
y extinguidos los efectos del pacto arbitral para el caso. 
 
Lo anterior muestra que en el arbitraje si no hay pago de los honorarios y de los gastos, no 
hay arbitraje, por eso se mencionó en líneas precedentes que el arbitraje es una justicia 
pagada. No obstante, la Ley previó de manera expresa el arbitraje social como un arbitraje 
gratuito en atención a la cuantía del asunto, que para tal efecto no debe ser superior a 40 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
No obstante, a pesar de que la gratuidad implica que las partes no van a pagar ni honorarios 
ni gastos del Centro, deberán asumir los gastos que se deriven de la práctica de pruebas, 
notificaciones, emplazamientos, etc., que serían los gastos que tendría que asumir en un 
proceso ante la jurisdicción ordinaria314. 
 
De esta manera, la gratuidad prevista para el arbitraje social  permite que la población con 
menores ingresos y que las pequeñas e incipientes empresas con poco capital puedan 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
311 Cfr. BENNETTI SALGAR, Julio. El arbitraje en el derecho colombiano. Bogotá, Temis, 2001, p. 145. 
 
312 Artículo 25 de la  Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 




314 Cfr. DUARTE, Nazly, Op. Cit.  
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acceder al arbitraje para resolver sus controversias315, lo cual está acorde con el Estado 
Social de Derecho previsto en la Constitución Política, pues pretende ser una herramienta 
inclusiva, al permitir a más sujetos el acceso al arbitraje, con los beneficios de agilidad, 
flexibilidad y especialidad que este mecanismo conlleva316.  
 
Para que el arbitraje social cumpla con su objetivo, es necesario que las personas que se 
verían beneficiadas conozcan que pueden acceder al mismo y cómo hacerlo, para lo cual es 
conveniente implementar una pedagogía para ello. Lastimosamente, este fue un problema 
que se evidenció en la Tertulia del Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de 
Bogotá sobre las “Perspectivas del arbitraje social en Colombia”317: el poco conocimiento 
que tiene la ciudadanía sobre el arbitraje social, por lo tanto, no basta con que sea gratuito, 
sino que se debe contar con los mecanismos necesarios para que las personas conozcan y 
utilicen el mecanismo. 
 
Ahora bien, como se mencionó con anterioridad en el arbitraje social es posible ventilar 
controversias relativas a relaciones de consumo, sin embargo, esto no es suficiente para 
hablar de un arbitraje de consumo, aun cuando se configura como un antecedente 
importante no solamente en cuanto a la arbitrabilidad de las controversias de consumo, sino 
en cuanto a la posibilidad de llevar a cabo arbitrajes gratuitos. Advertidos los 
inconvenientes que tiene el arbitraje social, en cuanto a su promoción dentro de la 
ciudadanía, al ser un tipo de arbitraje y no un sistema arbitral, y a que no se trata de un 
arbitraje especializado, sino que está dirigido a cualquier tipo de controversias; resulta 
conveniente que las controversias de consumo sean resueltas a través de un Sistema 
Arbitral de Consumo. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
315  Cfr. CORREA ARANGO, Gabriel. Op. Cit., p. 229. 
 
316 Cfr. BRITO NIETO, Luisa María. ¿De qué se trata el arbitraje social? En: Asuntos Legales, 26, junio, 
2019. Disponible en: https://www.asuntoslegales.com.co/consultorio/de-que-se-trata-el-arbitraje-social-
2877791 
 
317 TERTULIA DEL CENTRO DE ARBITRAJE DE LA CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, 3 enero 
2018: Bogotá, Colombia, Perspectivas del arbitraje social en Colombia. Centro de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio de Bogotá, 2018. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=j0BFLK95xSQ 
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Así pues, teniendo como antecedente el arbitraje social consagrado en el Estatuto de 
Arbitraje, se pretende exponer cuáles serían las características que podría tener el arbitraje 
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CAPÍTULO II. CUESTIONES CLAVES DEL ARBITRAJE DE CONSUMO 
En el presente capítulo se pretende hacer una propuesta sobre el funcionamiento del 
arbitraje de consumo en Colombia, a partir de los estudios realizados y expuestos con 
anterioridad en este escrito y de lo que se encuentra regulado para el arbitraje actualmente 
en Colombia, tomando para su construcción aquello que se considera que puede ser útil y 
que se adecue a lo que ya está vigente en la normatividad colombiana.  
I. Pacto arbitral. 
Con fundamento en la voluntariedad, característica esencial del arbitraje, se hace necesario, 
como sucede en el arbitraje ordinario, que las partes acuerden llevar sus controversias ante 
un tribunal arbitral, sustrayéndolas de la justicia ordinaria, esto es, tanto consumidor como 
empresario o proveedor deben acordar, de manera voluntaria y libre, ventilar sus 
controversias ante un tribunal arbitral318. Este pacto puede llevarse a cabo a través de 
diferentes modalidades. Las modalidades tradicionales, heredadas del arbitraje común: la 
cláusula compromisoria y el compromiso319, son algunas.  
La cláusula compromisoria es una disposición que se involucra en el contrato o en un acto 
separado referida al mismo, en la cual las partes acuerdan acudir a arbitraje para 
determinadas controversias que se puedan presentar en relación con el contrato320. Cuando 
la cláusula no está incorporada en el contrato, para que la misma produzca efectos jurídicos 
deberá tener el nombre de las partes e indicar en forma precisa el contrato a que se 
refiere321.  El artículo 5 de la Ley 1563 de 2012 dispone que la cláusula arbitral es 
independiente del contrato que la contiene, de manera que la inexistencia, ineficacia o 
invalidez del contrato no afecta la cláusula, esto es, si el contrato contiene una cláusula 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
318 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Op. Cit., p. 406, 411. 
 
319 Artículo 3 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones.  
 
320 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro, Op. cit., p. 411.  
 
321 Artículo 4 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
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compromisoria, todas las controversias que giren sobre la existencia, eficacia o validez del 
contrato pueden ser resueltas por el tribunal arbitral.  
El compromiso es aquel celebrado por las partes cuando ya existe el conflicto, incluso si ya 
se ha iniciado un proceso judicial322. Este debe contener los nombres de las partes, la 
indicación de las controversias que se someten a arbitraje y, si es del caso, la indicación del 
proceso en curso, caso en el cual las partes pueden ampliar o reducir las pretensiones 
ventiladas en el proceso judicial323. Si las partes adelantan el compromiso estando en curso 
un proceso judicial, siempre que este no haya concluido por sentencia de primera o única 
instancia, desistimiento, transacción o conciliación, el tribunal debe solicitar el expediente 
al correspondiente despacho. Si no se llega a proferir el laudo, el juez que venía conociendo 
del procedimiento recobra competencia para continuar con el trámite, caso en el cual las 
pruebas practicadas y las actuaciones realidades conservan validez y el juez va a tomar el 
proceso desde la etapa procesal a la que hubiesen llegado los árbitros 324 . Según 
BEJARANO GUZMÁN, si el proceso termina en el tribunal arbitral, entonces, el tribunal  
debe avisar al despacho para que este decrete la terminación de lo actuado y el archivo del 
expediente325. 
El pacto arbitral, sea cláusula compromisoria o compromiso, podrá constar en documento 
suscrito por las partes o en cualquier otro documento como cartas, telegramas, fax o 
cualquier otro medio electrónico en el que se refleje la voluntad de las partes de acudir al 
arbitraje de consumo326. 
Es importante tener en cuenta que la cláusula arbitral, para que sea válida no pudo haber 
sido incluida en el contrato de consumo de manera abusiva. Sin embargo, teniendo en 
cuenta la unidireccionalidad del arbitraje de consumo, aunque en la cláusula compromisoria 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
322 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Op. cit., p. 413.  
 
323 Artículo 4 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
324 Artículo 29 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
325 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Op. cit., p. 414. 
 
326 Ibídem, p. 413. 
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o el compromiso concurran la voluntad de ambas partes para acudir al arbitraje, sólo el 
consumidor puede hacerla efectiva, en la medida en que el proceso arbitral sólo puede ser 
iniciado por este. De manera que, si la cláusula fue incluida sin el consentimiento del 
consumidor, en todo caso no hay riesgo de que el empresario, proveedor o productor, la 
pueda hacer valer ante el consumidor, porque es este quien puede iniciar el procedimiento 
arbitral y no aquel. La inclusión de esta cláusula tampoco obliga al consumidor a acudir al 
arbitraje, en la medida en que se debe tomar como una cláusula de opción cuando esta 
conste en un contrato de adhesión, de acuerdo con el Decreto 1829 de 2013, compilado en 
el Decreto 1069 de 2015327.  
Además de las modalidades tradicionales del pacto arbitral, las legislaciones que 
contemplan el arbitraje de consumo han permitido que la formación del consentimiento 
para llevar las controversias a través del arbitraje sea más flexible, en el sentido en que se 
puede formar el consentimiento ya sea mediante una oferta pública de adhesión al arbitraje 
de consumo y la posterior presentación de la solicitud por parte del consumidor o mediante 
la presentación de la solicitud por parte del consumidor ante la autoridad encargada de 
gestionarlo y la posterior aceptación del arbitraje por parte del reclamado. 
Para estos efectos es preciso crear un sistema en virtud del cual las empresas o los 
proveedores puedan presentar las solicitudes para realizar sus ofertas de adhesión, en donde 
se indiquen las condiciones en las cuales acudirán al arbitraje y, al mismo tiempo, que los 
consumidores puedan tener conocimiento de si una empresa o proveedor está adherido al 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
327 “Artículo 2.2.4.2.10.1. OPCIÓN DE PACTO ARBITRAL. En todo contrato, y en particular, en el de 
adhesión o contenido predispuesto, se podrá incluir el pacto arbitral como cláusula de opción en los términos 
del artículo 23 de la Ley 51 de 1918. La estipulación debe ser clara, precisa e informarse explícitamente al 
celebrarse el contrato. 
 
La parte a cuyo favor se concede la opción de pacto arbitral, podrá aceptarla o rechazarla, y hacerla 
efectiva con la presentación de la solicitud ante el Centro de Arbitraje para resolver las controversias que se 
deriven de dicho contrato. La aceptación será expresa, libre, espontánea y en ningún caso impuesta ni se 
presume por la celebración del negocio jurídico. La falta de aceptación al instante de celebrar el contrato, 
deja sin valor ni efecto la oferta de pacto arbitral. 
 
Salvo estipulación expresa en contrario, el término de vigencia de la opción es de un (1) año, contabilizado a 
partir de la celebración del contrato”. 
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Sistema Arbitral de Consumo y en qué condiciones328. Así mismo, se hace necesario que 
los consumidores puedan distinguir fácilmente entre aquellas empresas que han hecho 
oferta pública de adhesión y aquellas que no, tal y como lo han hecho los países que han 
adoptado el arbitraje de consumo, a través del otorgamiento de un distintivo a aquellas 
empresas adheridas y, entre ellas, se otorgan distintivos según si la oferta tiene restricciones 
o no329, tal y como se vio en el capítulo IV del presente escrito, esto además deberá ir 
acompañado de un registro que deberá llevar la respectiva Junta Arbitral sobre las empresas 
adheridas al arbitraje de consumo. En este caso el pacto se formaliza con la presentación de 
la solicitud de arbitraje por parte del consumidor330.  
La modalidad del pacto arbitral según la cual el consumidor presenta una solicitud de 
arbitraje, sin que haya existido acuerdo previo con el reclamado, y el empresario acepta con 
posterioridad dicha solicitud, resulta ser viable en la medida en que lo que se quiere es la 
protección del consumidor, por el carácter tutelar del derecho de consumo como se ha 
observado con anterioridad. No así, cuando es el empresario o proveedor quien quiere 
iniciar el arbitraje, dado el carácter unidireccional del arbitraje de consumo, lo que no obsta 
para que, iniciado el arbitraje por parte del consumidor, aquel pueda presentar demanda de 
reconvención. 
Lo importante, entonces, es que haya un acuerdo por las partes en acudir al arbitraje de 
consumo y que ello se pueda demostrar, sin que haya lugar a exigir formalidades rigurosas 
para tal efecto, de eso da muestra, en mayor medida, esta última modalidad.  
II. Materias arbitrables 
El arbitraje común tiene restricciones al momento de conocer sobre algunas materias como 
el estado civil, la capacidad de las personas, la patria potestad, la nulidad o validez del 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
328 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. La vía del arbitraje para la solución de los reclamos de consumo. 
En: Vox Juris, 2014, no. 27, pp. 109-110. 
 
329 Unión de consumidores de Aragón. El arbitraje de consumo. Aragón, 2009, pp. 20-22. 
 
330 Cfr. GARCIA FAURE, María Constanza. El arbitraje de consumo desde una perspectiva comparada: 
Derecho español y argentino. En: Revista internacional de Doctrina y Jurisprudencia, mayo 2017, Vol. 15, p. 
25. 
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matrimonio, pero sí es posible que se tramiten mediante arbitraje las controversias 
patrimoniales que de aquellos se derivan331, puesto que el arbitraje está previsto para 
resolver aquellas materias que sean relativas a asuntos de libre disposición de las partes y 
los que autorice la Ley332. Así pues, el arbitraje de consumo, en los países que lo regulan, 
también contempla algunas restricciones además de las establecidas por el arbitraje común, 
que tienen que ver con la arbitrabilidad de materias que sean de libre disposición de las 
partes. En este sentido, el tribunal arbitral no puede conocer de los casos en los que se ha 
producido intoxicación, muerte o lesiones personales o donde existan indicios de la 
ocurrencia de un delito, lo cual tiene lógica, ya que son materias que no son de libre 
disposición. Tampoco es arbitrable la responsabilidad por daños y perjuicios derivadas de 
las materias mencionadas objeto de la exclusión. 
Si se observa la exclusión de estas materias del arbitraje, no sólo está relacionada con que 
las materias arbitrables son aquellas en las que las partes tienen libre disposición, también  
tiene plena relación con lo que se encuentra regulado en los artículos 20, 56 y 58 del 
Estatuto del Consumidor, que prevén que en caso de responsabilidad por producto 
defectuoso, la acción que tiene el consumidor es especial: acción por producto defectuoso, 
de la cual sólo pueden conocer los jueces civiles333, en el entendido en que los daños que 
puede generar un producto defectuoso son la muerte, lesiones en la persona o a una cosa 
diferente al producto defectuoso, no obstante,  en el caso de los daños generados a una 
cosa, no habría lugar para excluir la reclamación del arbitraje, pues es un conflicto que a 
todas luces es meramente patrimonial. 
Respecto a la no arbitrabilidad de conductas respecto de las cuales haya indicios de la 
existencia de un delito, también se deriva del presupuesto que en el arbitraje se ventilan 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
331 CORREA ARANGO, Gabriel. Comentarios al arbitraje y amigable composición (Ley 1563 de 2012). 
Bogotá: Editorial Temis, 2013, p. 57.  
 
332“Artículo 1o. Definición, modalidades y principios. el arbitraje es un mecanismo alternativo de solución de 
conflictos mediante el cual las partes defieren a árbitros la solución de una controversia relativa a asuntos de 
libre disposición o aquellos que la ley autorice”. 
 
333  Teniendo en cuenta que de la acción de protección del consumidor también puede conocer la 
Superintendencia de Industria y Comercio.  
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materias de libre disposición de las partes y el derecho penal, dado que es expresión del ius 
puniendi del Estado, no se encuentra en la esfera de libre disposición de las partes334.  
En definitiva, las materias arbitrables serán todas aquellas en las que el asunto en 
controversia sea de libre disposición de las partes. Para determinar si una materia es de libre 
disposición se ha acudido a varios criterios, como el de la renunciabilidad, en la medida en 
que, si la materia es renunciable, entonces, es disponible, o el criterio según el cual hay 
pretensiones que sólo se pueden tramitar por un proceso judicial y resolver a través de 
sentencia, dejando de lado la posibilidad de ser tramitadas a través de un procedimiento 
arbitral335. 
III. La legitimación en el arbitraje de consumo 
A. Legitimación activa 
Como se ha mencionado en varias ocasiones en el presente escrito, la unidireccionalidad 
del arbitraje de consumo implica que el consumidor es el legitimado por activa para 
presentar la solicitud de arbitraje e iniciar el procedimiento arbitral. En este sentido, resulta 
importante recordar brevemente la noción de consumidor abordada en el primer capítulo 
del presente escrito. Consumidor, es entonces, toda persona, natural o jurídica, que sea la 
destinataria final de un bien o servicio y que este lo utilice para satisfacer una necesidad 
propia, privada, familiar o doméstica o empresarial, siempre que no esté relacionado con el 
giro ordinario de sus negocios336 y sin que sea necesario que sea el comprador del producto.   
Lo anterior, no impide que el reclamado demande en reconvención, siempre que las 
pretensiones que allí exponga estén relacionadas con la relación de consumo en virtud de la 
cual el consumidor está reclamando, pero el que está legitimado para iniciar el 
procedimiento arbitral es el consumidor y no el empresario, productor o proveedor.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
334 IBOLEÓN SALMERÓN, Belén. Op. Cit., p. 160. 
335 Cfr. MARCOS FRANSICO, Diana. El arbitraje de consumo y sus nuevos retos. Valencia: Tirant lo 
Blanch, 2010, pp. 103 -104.  
 
336 Numeral 3 del artículo 5 de la Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del 
Consumidor y se dictan otras disposiciones. 
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B. Legitimación pasiva 
El legitimado por pasiva, es decir, quien puede ser reclamado o demandado a través de una 
solicitud de arbitraje de consumo es el empresario, productor o proveedor, involucrados en 
la relación de consumo alegada por el consumidor. Se debe recordar que, en Colombia el 
Estatuto del Consumidor prevé que la responsabilidad del productor y proveedor es 
solidaria, de forma que el consumidor puede elegir a quien demandar o demandar a ambos.  
En el caso del arbitraje de consumo si uno de los dos tiene oferta pública para acudir al 
arbitraje de consumo y el otro no o, en general, si uno ha acordado acudir al arbitraje y el 
otro no, entonces, lo más prudente es presentar la reclamación ante quien haya prestado su 
consentimiento para acudir al arbitraje. No obstante, puede pasar que el consumidor 
demande a ambos, así uno de ellos no haya acordado previamente acudir al arbitraje, pero 
acepte la solicitud y, entonces, queda formalizado el pacto arbitral con este.  De lo 
contrario, se debe entender que quien rechaza la solicitud queda por fuera del 
procedimiento arbitral, pero el trámite debe continuar, pues al existir una responsabilidad 
solidaria el litisconsorcio es cuasinecesario y no se requiere que todos estén presentes en el 
proceso337. Ahora bien, si ninguno acepta la solicitud, entonces, se debe dar por terminado 
el trámite arbitral y archivarlo, quedándole como salida al consumidor la justicia ordinaria. 
IV. Procedencia de la gratuidad en el arbitraje de consumo 
La gratuidad del arbitraje de consumo parte de la consideración según la cual el consumidor 
es la parte débil de la relación y que en muchas ocasiones no cuenta con los recursos para 
acudir a un arbitraje comercial, por lo que se ve obligado a enfrentarse con la lentitud de la 
justicia ordinaria. De manera que, la gratuidad del arbitraje de consumo acerca una justicia 
pronta y oportuna a los consumidores, en la medida en que el acceso efectivo a la 
administración de justicia, como se expuso en el primer capítulo, es uno de los derechos 
más importantes para poder reclamar la protección de los intereses y derechos que están 
siendo o que han sido vulnerados.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
337 Cfr. ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., pp. 77-78. 
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No obstante, es cierto que en una administración como la colombiana los recursos son muy 
limitados, pues el sistema arbitral se tendría que cargar al presupuesto de la entidad 
encargada de gestionarlo. La doctrina en los países en que han acogido el arbitraje de 
consumo, como Perú, se ha cuestionado la gratuidad del arbitraje de consumo sin que se 
establezca una discriminación de acuerdo con la cuantía o con las características de los 
bienes, que en ocasiones pueden ser suntuosos338. A pesar de que esa afirmación puede ser 
cierta, no se puede dejar de lado que el consumidor no siempre cuenta con el dinero para 
adquirir bienes de gran cuantía o suntuosos, sino que el dinero para adquirirlo en muchas 
ocasiones puede provenir o de grandes ahorros o de grandes deudas, es decir, que el criterio 
de la cuantía no permite determinar con certeza si el consumidor cuenta con el dinero para 
acudir a un arbitraje en el cual le toque pagar como si se tratase un arbitraje comercial. Por 
lo tanto, este es un factor, que si bien podría ayudar a determinar si en algunos casos se 
deba aplicar alguna tarifa y que en otros sea gratuito, de acuerdo con la cuantía, este criterio 
no es suficiente, porque no da razón a ciencia cierta de la capacidad económica del 
consumidor. 
En legislaciones como la española, una forma de limitar el esfuerzo económico de la 
administración en el sostenimiento del arbitraje de consumo es que las partes cubran los 
gastos de las pruebas que solicitan, aún cuando estás puedan implicar  un alto costo de 
algunas pruebas, como es el caso de algunos dictámenes periciales, pues esto sucede 
también en la justicia ordinaria, por lo que no sería una novedad que en materia de arbitraje 
fuese de esa manera. 
En el capítulo anterior se hizo mención al arbitraje social, contemplado en el artículo 117 
de la Ley 1563 de 2012, en el cual se ventilan de manera gratuita controversias cuya 
cuantía no supera los 40 salarios mínimos mensuales legales vigentes, pero se permite que 
los Centros de Arbitraje presten el servicio en casos con cuantías superiores. Esta mención 
sirve de referente para establecer un arbitraje de consumo gratuito, pues si bien una 
controversia de consumo puede llevarse a través del arbitraje social, no por esto se puede 
afirmar que existe un arbitraje de consumo, ya que para hacer tal afirmación se requiere de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
338 Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús Eloy. Op. Cit., p 106.  
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un sistema especializado, estructurado y que comprenda la dinámica del derecho del 
consumo. 
Si se observa la disposición del arbitraje social, una de las medidas tomadas para reducir los 
costos es que el arbitraje lo adelante un árbitro único. Entonces, hay dos formas en las que 
se pueden reducir los gastos de la administración en el arbitraje de consumo: que un árbitro 
único se encargue de la controversia y que las partes cubran los costos de las pruebas que 
pretenden hacer valer. 
Sin embargo, si bien el arbitraje social es una referencia para abrir la posibilidad de un 
arbitraje gratuito en Colombia, la limitación en la cuantía que este establece, en materia de 
consumo no debería aplicar, dado que el arbitraje de consumo se fundamenta no en el valor 
de los bienes o servicios sobre los cuales reclama el consumidor, sino en el derecho de 
consumo en sí mismo, en el entendido en que este se instituye para proteger al consumidor, 
como parte débil de la relación de consumo.  
Ahora bien, frente a los árbitros, de los cuales se hablará con posterioridad, es importante 
crear incentivos para que la escasez de árbitros no sea un obstáculo en el desarrollo del 
arbitraje de consumo, debido a la falta de honorarios. De manera que, deben recibir por 
parte de la administración un reconocimiento monetario por su trabajo, por eso resulta 
importante que no se trate árbitros colegiados que resuelvan el asunto, sino de árbitros 
únicos, salvo que por la complejidad del caso 339 sea necesario que sean árbitros colegiados 
que lo resuelvan. 
De esta forma, puede ser viable en Colombia un arbitraje de consumo gratuito, es más, es lo 
recomendado, pues de no ser gratuito, las empresas y los consumidores se pueden ver 
desincentivados para acudir a este mecanismo, por los costos que este implica. Además, no 
siempre las empresas con las cuales se enfrenta el consumidor son grandes empresas con 
grandes capitales y de lo que se trata el arbitraje de consumo es de acercar la justicia a las 
personas, y un arbitraje de consumo en el que se deba pagar no cumpliría con ese objetivo. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
339 Como sería un caso en el que la parte activa estuviese conformada por una pluralidad de consumidores con 
calidad de litisconsortes facultativos, que implica el estudio de las diferentes relaciones jurídicas relacionadas 
en la solicitud.  
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Sin embargo, el coste de las pruebas solicitadas por las partes debe ser asumido por la parte 
que las solicitó; mientras que, las decretadas de oficio serán cubiertas por la administración 
del presupuesto designado para el arbitraje de consumo. 
V. Entidad a cargo del arbitraje de consumo. 
En Colombia la Superintendencia de Industria y Comercio, que es un organismo técnico de 
carácter administrativo, adscrito al Ministerio de Comercio Industria y Turismo340, con 
autonomía administrativa, financiera y presupuestal, es la autoridad encargada de velar por 
el correcto funcionamiento de los mercados, vigilando y protegiendo la libre competencia, 
los derechos de los consumidores, entre otros341. 
De manera que, dada su especialidad en materia de consumo, es la autoridad que debería 
estar vinculada con el desarrollo del arbitraje de consumo. En este sentido, las Juntas 
Arbitrales encargadas de la gestión del arbitraje de consumo en un determinado territorio 
deben estar adscritas a la Superintendencia de Industria y Comercio y deben trabajar en 
coordinación con esta, a través de sus Casas del Consumidor. En caso de no existir Junta 
Arbitral en determinado municipio o departamento, el arbitraje de consumo lo deberá  
gestionar la Superintendencia de Industria y Comercio a través de sus Casas del 
Consumidor342, como parte de la Red Nacional de Protección al Consumidor, que se creó 
con fundamento en el Estatuto del Consumidor, con el fin de garantizar y proteger la 
efectividad y el libre ejercicio de los de derechos de los consumidores343 y, si no existe 
Casa del Consumidor en el municipio respectivo, el arbitraje deberá ser gestionado por  la 
Junta Arbitral o, en su defecto, por la Casa del Consumidor que siguiera en jerarquía 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
340 Artículo 1 del  Decreto 2153 de 1992, por el cual se reestructura la Superintendencia de Industria y 
Comercio y se dictan otras disposiciones 
 
341 Superintendencia de Industria y Comercio. Disponible en: https://www.sic.gov.co/mision-y-vision 
 
342 Así ocurre con el arbitraje de consumo peruano, en el que las juntas arbitrajes se constituyen en los 
gobiernos regionales y locales, en coordinación con el INDECOPI y, en caso de que no se constituyan, esa 
autoridad lo hace directamente a través de sus sedes y oficinas regionales.  Cfr. ESPINOZA LOZADA, Jesús 
Eloy. Op. Cit., p. 108. 
 
343 Superintendencia de Industria y Comercio. Red Nacional de Protección al Consumidor. Disponible en: 
https://www.sic.gov.co/red-nacional-de-proteccion-al-consumidor/acerca-de-la-rnpc#titulo-acerca-rnpc 
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territorial. Lo anterior, con el fin de lograr el acercamiento de la justicia a los 
consumidores.  
Las Casas del Consumidor son un proyecto de la Superintendencia de Industria y Comercio 
con apoyo de las alcaldías municipales de diferentes capitales del país, cuyo objetivo es 
promover el respeto por los derechos de los consumidores en el país, dar orientación y 
atención a los consumidores y apoyo a las administraciones municipales en sus funciones 
de inspección, vigilancia y control en materia de protección al consumo y metrología 
legal344. Dentro de las actividades adelantadas por las Casas del Consumidor se encuentra la 
de orientar a ciudadanos y empresarios cuando se sientan vulnerados en sus derechos como 
consumidores y crear espacios que faciliten la solución de las controversias entre 
consumidores y productores o proveedores345. De forma tal que, las Casas de Consumidor 
pueden encargarse, a nivel municipal, de la gestión del arbitraje de consumo cuando no 
haya Junta Arbitral en ese municipio, en la medida en que es una forma de facilitar la 
solución de controversias de consumo. 
VI. Juntas Arbitrales 
Las Juntas Arbitrales son los órganos administrativos encargados de la gestión del arbitraje 
de consumo, entre otras funciones a su cargo, que se desarrollaran con posterioridad. Estos 
órganos deberán ser colegiados, tener competencia territorial y estar adscritos a la 
Superintendencia de Industria y Comercio, por lo que deberán trabajar en coordinación con 
las Casas del Consumidor o con la misma Superintendencia, según el caso. Deberá existir 
también, además de las Juntas Arbitrales territoriales una Junta Arbitral Nacional, que se 
encargará de la coordinación de las Juntas Arbitrales territoriales. Para el caso de las Juntas 
Arbitrales territoriales, su conformación deberá realizarse en asocio con las autoridades 
municipales o distritales, tal y como sucede con las Casas del Consumidor. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
344 Red Nacional de Protección del consumidor. Casas del Consumidor de bienes y servicios.   Disponible en: 
http://www.redconsumidor.gov.co/publicaciones/casas_del_consumidor_pub 
 
345 Superintendencia de Industria y Comercio. Casa del Consumidor de bienes y servicios Disponible en: 
https://www.sic.gov.co/red-nacional-de-proteccion-al-consumidor/proyectos/casa-del-consumidor-de-bienes-
y-servicios  
	   135 
A. Composición 
Las Juntas Arbitrales deben estar conformadas por un Presidente, un Secretario y el 
personal de apoyo, que deberán ser empleados públicos. Para la escogencia del Presidente y 
del Secretario lo aconsejable es que se realice un concurso de méritos por parte de la 
Superintendencia en asocio a las autoridades municipales o distritales, para garantizar la 
independencia de las Juntas en el desarrollo de sus funciones. 
B. Funciones 
De acuerdo con lo observado en otras legislaciones, las Juntas Arbitrales tienen funciones 
de gestión del arbitraje, en este sentido, deberán: i) fomentar, gestionar e impulsar el 
arbitraje de consumo; ii) poner a disposición formularios de solicitud de arbitraje y de 
ofertas públicas, con el objetivo de facilitar el acceso al mecanismo; iii) resolver las ofertas 
de adhesión, otorgar y retirar el distintivo, así como llevar el registro de las empresas 
adheridas; vi) realizar la selección de los árbitros que van a pertenecer a su lista y tener 
actualizada la lista; v) gestionar el archivo arbitral, conservar y custodiar los expedientes; 
vi) impulsar y gestionar los procedimientos arbitrales de consumo; vii) recibir las 
solicitudes de arbitraje; viii) seleccionar a los árbitros a través de sorteo, cuando haya lugar 
a ello;  ix) proveer los recursos físicos para realizar el trámite arbitral; entre otras funciones, 
dirigidas al soporte de los tribunales arbitrales en el procedimiento arbitral.  
C. Competencias 
La competencia hace referencia a la competencia territorial de las Juntas Arbitrales para 
conocer de las solicitudes de arbitraje. En este sentido, será competente la Junta Arbitral 
que las partes de mutuo acuerdo hayan elegido para resolver sus controversias y, a falta de 
acuerdo, dado que el sistema arbitral está previsto desde la consideración del consumidor 
como la parte débil de la relación de consumo, la Junta Arbitral que deberá conocer de la 
controversia será la del domicilio del consumidor, salvo que la oferta pública se haya 
limitado territorialmente, caso en el cual conocerá la que se haya establecido en la oferta y 
si son varias, la que escoja el consumidor. 
 
	   136 
VII. Árbitros 
Los árbitros son los particulares a quienes, conforme con el artículo 116 constitucional 346, 
las partes habilitan para que, investidos de la función de administrar justicia, pongan fin a 
sus controversias a través de un fallo (laudo), en derecho o en equidad, de acuerdo con lo 
estipulado por las partes. 
A. Calidad de los árbitros 
Nuestro Estatuto Arbitral dispone que para ser árbitro se deber ser colombiano y ciudadano 
en ejercicio, no haber sido condenado por sentencia judicial a una pena privativa de la 
libertad, excepto por delitos políticos o culposos, ni estar inhabilitado para ejercer cargos 
públicos o haber sido sancionado con la destitución. 
Así mismo, señala que para los arbitrajes en derecho los árbitros deben cumplir como 
mínimo los requisitos exigidos para ser magistrado de Tribunal Superior de Distrito 
Judicial, sin perjuicio de otras calidades adicionales que pueden exigir los centros de 
arbitraje o las partes en el pacto arbitral. 
El primer grupo de requisitos, debe conservarse para los árbitros que van a ser parte del 
Sistema Arbitral de Consumo, no así el segundo grupo, pues estos deben ser flexibilizados, 
para ampliar la oferta de árbitros, en especial si se tiene en cuenta que quienes son árbitros 
en el arbitraje común pueden no estar interesados en ser árbitros en procesos donde no van 
a recibir los honorarios que están acostumbrados a percibir cuando tramitan un arbitraje 
comercial.  En este sentido, los requisitos para ser árbitros en el Sistema Arbitral de 
Consumo deberán ser los mismos que los exigidos para ser Juez del Circuito y que, además, 
acredite conocimientos en derecho de consumo y arbitraje, en estudios o experiencia, ya 
que se trata de un arbitraje especializado. En los arbitrajes en equidad, deberá contar con 
título profesional, e igualmente con conocimiento en derecho de consumo y arbitraje, 
debido a que es una materia especializada y resulta necesario tener unos conocimientos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
346 “(…) Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
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proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley (…)” 
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puntuales para poder desarrollar el arbitraje de manera correcta y evitar posibles 
anulaciones del laudo. 
B. Elección de los árbitros 
Respecto de la elección de los árbitros hay dos momentos. El primer momento hace 
referencia a la elección de los árbitros que van a conformar las listas de las respectivas 
Juntas Arbitrales y el segundo momento es en el que se eligen los árbitros para el proceso 
específico. 
1. Listas de árbitros.  
Para conformar la lista de árbitros, la Junta Arbitral o  la Casa del Consumidor, según sea el 
caso, deberá abrir convocatoria para seleccionar a los árbitros que harán parte de la 
respectiva lista, en la que deberá diferenciarse entre los árbitros en equidad y en derecho, 
para efectos de la evaluación de los requisitos, pues quienes participen de la convocatoria 
deberán cumplir con las calidades mencionadas anteriormente y deberán ser propuestos por 
las asociaciones de consumidores, la Cámara de Comercio del territorio donde se realice la 
convocatoria y la Superintendencia de Industria y Comercio, en representación de la 
administración, previa aceptación de los seleccionados. De las personas propuestas, la 
entidad encargada de la selección debe revisar cada uno de los perfiles, de acuerdo con las 
hojas de vida presentadas, para que sean incluidos en la lista de árbitros.  
En la convocatoria se debe establecer el tiempo límite para realizar las postulaciones, el 
número de vacantes de la lista respectiva, los documentos que deben aportarse con la 
postulación, tales como la hoja de vida, los documentos que soporten la hoja de vida, la 
carta de aceptación de quien se está postulando para pertenecer a la lista de árbitros y los 
demás documentos mediante los cuales se demuestre que cumple con los requisitos para ser 
árbitro.  
En cualquier momento los árbitros pueden presentar su renuncia y la Junta Arbitral puede 
retirarlos de la lista de árbitros porque, por ejemplo, deje de cumplir con los requisitos o las 
calidades para ser árbitro o por otras causas que contemple la ley. A modo de ejemplo, en 
Perú, las causas de retiro son: i) la pérdida de cualquiera de los requisitos necesarios para 
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ser árbitro de consumo; ii) la suspensión del ejercicio de su profesión como sanción 
impuesta por su colegio profesional u otra autoridad; iii) por fallecimiento; iv) cuando 
cuente con dos recusaciones fundadas; v) cuando el árbitro rechace de manera injustificada 
su designación dos veces seguidas, dentro de un periodo de seis (6) meses; vi) cuando no 
cumplan con actualizar sus datos o documentación, habiéndose solicitado por la Dirección; 
o vii) cuando habiendo aceptado la designación, se rehúse a participar de manera 
injustificada en las actuaciones arbitrales347. 
La lista de árbitros debe estar disponible y actualizada en las páginas web y en los lugares 
físicos de las Juntas Arbitrales, las Casas del Consumidor y la Superintendencia de 
Industria y Comercio, para que pueda ser consultada por las partes y así poder hacer la 
selección del árbitro o de los árbitros que conocerán de su controversia. 
2. Árbitros del proceso 
En el arbitraje de consumo, debido a que es la administración la que va a cubrir los gastos 
de los árbitros, que no serán los honorarios propios del arbitraje común que pagan las 
partes, lo aconsejable para efectos de reducir costos es que sea un sólo árbitro el que 
conozca del proceso arbitral, a menos que la complejidad del asunto amerite que conozca 
un tribunal arbitral colegiado y no unipersonal, caso en el cual deberá estar conformado por 
tres árbitros. 
En principio, las partes serán las que designen de común acuerdo a los árbitros o al árbitro 
del proceso. Si las partes no se ponen de acuerdo en la designación del Tribunal Arbitral 
que conocerá del proceso, entonces, para efectos de salvaguardar la agilidad que pretende el 
arbitraje de consumo, lo ideal es que se le informe de esta situación a la entidad encargada 
de la gestión del arbitraje, y los miembros del tribunal se escojan por sorteo de la lista de 
árbitros correspondiente. La selección de los árbitros a través de sorteo también se puede 
realizar cuando las partes así lo hayan indicado en el pacto arbitral o lo hayan acordado con 
posterioridad. 
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En los casos en que no haya en el territorio ni Juntas Arbitrales ni Casas del Consumidor, 
se le debe permitir la Junta de Arbitraje que siga en jerarquía territorial la designación del 
tribunal arbitral, para que conozca de los conflictos originados en ese territorio.  
C. Impedimentos y recusaciones 
Respecto a los impedimentos y recusaciones, las causales serán las mismas que están 
previstas para el arbitraje común, esto es, serán contempladas para los jueces. En cuanto al 
trámite, dado que la duración del proceso arbitral de consumo pretende ser más corto que el 
del arbitraje común, este debe ser más ágil, en el sentido en que los términos para recusar y 
para pronunciarse sobre las recusaciones deberán reducirse. Quien deberá resolver de la 
recusación será el presidente de la Junta Arbitral o el asignado para estos efectos por la 
entidad que esté encargada de la gestión del arbitraje el respectivo caso, a diferencia de lo 
que ocurre en el arbitraje común, en el cual conoce de la recusación el juez civil del 
circuito.  
VIII. Procedimiento arbitral 
A. Solicitud de arbitraje y su trámite. 
El arbitraje inicia con la presentación de la solicitud de arbitraje por parte del consumidor, 
la cual deberá tener unos contenidos mínimos, so pena de inadmisión. Ese contenido 
mínimo consiste en: i) datos de identificación del solicitante: nombre completo, domicilio, 
tipo de documento de identidad, número de identidad y los demás datos que se consideren 
necesarios para la identificación del solicitante; ii) datos de identificación del convocado o 
reclamado: razón social o nombre del proveedor o productos, NIT, domicilio de 
notificaciones y demás datos que permitan identificar al reclamante, si el consumidor no 
cuenta con estos datos, en todo caso deberá informar los datos que tenga a su disposición y 
que permita la identificación completa del reclamado; iii) descripción de los hechos que 
dieron lugar a la controversia; iv) pretensiones; v) cuantía; vi) fundamentos de las 
pretensiones; vii) pruebas, e indicar con cuáles cuenta el convocado o reclamado viii) copia 
del pacto arbitral, si existe, o indicar si presta su conformidad a la oferta pública de 
adhesión, si es del caso; ix) lugar, fecha y firma. A la solicitud se deberá anexar el poder 
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especial, en caso de presentarse la misma por intermedio de abogado, sin embargo, no es 
necesario contar con abogado, ya que el consumidor puede tramitar el proceso 
directamente. 
La solicitud se puede presentar por cualquier medio que permita tener constancia de la 
misma y de su autenticidad. Si se presenta por escrito, es necesario allegar una copia de la 
solicitud y de sus anexos. Para efectos de facilitar la presentación de la solicitud, las Juntas 
de Arbitraje deberán contar con un formato de solicitud que debe estar disponible para los 
consumidores, para que sea diligenciado por estos, y así reducir la probabilidad de 
inadmisiones por no contar con los requisitos mínimos. 
Una vez recibida la solicitud, el presidente de la Junta deberá determinar si esta tiene 
competencia territorial para conocer de la solicitud y, en caso de determinar que no lo es, 
deberá remitir la solicitud a la Junta competente e informar de esta situación al solicitante.  
Determinada la competencia, el presidente de la Junta deberá realizar la evaluación de los 
requisitos formales de la solicitud. Si este advierte que la solicitud no cuenta con estos, 
entonces, deberá otorgar un plazo, que en otras legislaciones como la peruana348 y la 
española349 es de cinco (5) días, para que la solicitud se subsane, para lo cual el presidente 
de la Junta deberá indicar qué se debe subsanar. Si la solicitud no es subsanada, entonces, 
procede el rechazo y archivo de la misma, caso en el cual el consumidor podrá acudir a la 
justicia ordinaria. 
De manera que, el presidente de la Junta Arbitral sólo podrá inadmitir por requisitos de 
forma, pues el fondo le corresponderá evaluarlo al Tribunal Arbitral. Si la solicitud es 
admitida, entonces, lo que procede es la conformación e instalación del Tribunal. Si lo que 
ocurre es que la materia no es arbitrable, deberá rechazar y ordenar el archivo de la 
solicitud mediante auto que debe ser notificado al consumidor, para el cual quedará abierta 
la vía judicial. 
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349 Artículo 34 del Real Decreto 231/2008 de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo. 
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Admitida la solicitud, se debe verificar la existencia y validez del pacto arbitral, caso en el 
cual se debe iniciar el procedimiento y ordenar la notificación de la admisión de la solicitud 
a las partes, para que en un término establecido en la ley procedan a la designación, de lo 
cual se hablará en el siguiente acápite. 
Al reclamado se le debe notificar que existe una solicitud de arbitraje, mediante una 
comunicación en la que se indique la persona que presentó la solicitud, un resumen breve 
de los hechos y se deben indicar las pretensiones, pues el objeto de esta notificación es que 
el reclamado proceda, junto con el consumidor, a designar a los árbitros, más no a 
responder la solicitud. 
En caso de no constar el pacto arbitral o de no ser válido, se debe informar al reclamado de 
la existencia de la solicitud en los mismos términos mencionados con anterioridad, para que 
este en un término de tres (3) días manifieste si acepta o no llevar la controversia a través 
del arbitraje de consumo. Si el reclamado no manifiesta su aceptación o se pronuncia de 
manera negativa, la Junta debe proceder a archivar la solicitud y notificarle esta situación al 
consumidor. Caso en el cual, el consumidor podrá acudir a la justicia ordinaria.  
Si el reclamado contesta, se procede con la conformación e instalación del Tribunal Arbitral 
de Consumo, para lo cual se debe seguir el siguiente procedimiento. 
B. Conformación e instalación del Tribunal 
Para la conformación del Tribunal, la Junta deberá requerir a las partes para que realicen de 
mutuo acuerdo la designación o manifiesten delegar esa tarea a la Junta Arbitral dentro de 
los cinco (5) días siguientes al requerimiento, si durante este tiempo las partes no se logran 
poner de acuerdo en la designación del árbitro o los árbitros que conocerán de la 
controversia, la Junta realizará la designación, mediante sorteo entre los árbitros que se 
encuentren en su lista. 
El árbitro no puede negarse a conocer del procedimiento, salvo que manifieste encontrarse 
impedido, situación que deberá exponer a la Junta Arbitral dentro de los tres (3) días 
siguientes a la comunicación de su designación, quien deberá conocer del impedimento y 
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decidir si hay lugar al mismo. De prosperar el impedimento, se deberá designar por sorteo a 
otro árbitro, de lo contrario el árbitro seguirá conociendo del trámite arbitral de consumo. 
La designación del Tribunal  Arbitral debe ponerse en conocimiento de las partes, para que 
presenten las recusaciones, en caso de encontrar que el árbitro está dentro de alguna de las 
causales previstas en la Ley y no se declaró impedido. La recusación deberá presentarse 
ante la Junta Arbitral de Consumo dentro de los tres (3) días siguientes de la notificación de 
la designación de los árbitros. Si la Junta Arbitral decide que el árbitro se encuentra en 
alguna de las causales previstas por la Ley para ser recusado, debe proceder de esa manera 
y designar por sorteo a otro árbitro.    
C. Inicio del procedimiento 
1. Fase escrita. 
Conformado el Tribunal se le debe correr traslado de la solicitud y sus anexos al reclamado, 
para que dentro de un término de  diez (10) días, conteste la solicitud350, presente sus 
alegaciones y despliegue las actuaciones que considere pertinentes para hacer valer sus 
derechos. 
De la contestación se le debe dar traslado al solicitante por cinco (5) días, para que presente 
sus alegaciones y las pruebas que considere necesarias, con relación a lo expuesto por el 
reclamado en la contestación de la solicitud. 
En el caso de que el reclamado presente demanda de reconvención, el Tribunal deberá 
decidir sobre su admisión, para lo cual debe tener en cuenta que dicha reconvención tenga 
conexión con las pretensiones de la solicitud de arbitraje y verse sobe una materia arbitral, 
pues de lo contrario deberá inadmitirla, si se puede subsanar o rechazarla de plano, si es 
sobre un punto que no puede corregirse.  
Si se admite la reconvención, se le debe correr traslado de la misma al consumidor por diez 
(10) días, para que dé contestación a la reconvención, realice las alegaciones pertinentes, 
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aporte pruebas, entre las demás actuaciones que considere pertinentes para hacer valer sus 
derechos. Sobre esta contestación se le deberá correr traslado por cinco (5) días al 
demandante en reconvención, para que para que presente sus alegaciones y las pruebas que 
considere necesarias, con relación a lo expuesto por el reclamado en la contestación de la 
reconvención. 
Las notificaciones a las partes de las actuaciones y, en general todas las comunicaciones, se 
podrán realizar a través de medios electrónicos.  
2. Audiencia 
Superada la fase escrita del proceso arbitral, el Tribunal debe citar a audiencia a las partes, 
mediante auto en el que se deberán decretar las pruebas aportadas y solicitadas por las 
partes y se deberá advertir a las partes que en esa audiencia se practicarán las pruebas 
decretadas, el Tribunal podrá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para la 
resolución de la controversia y las partes podrán formular sus alegaciones. La audiencia 
podrá llevarse a cabo de manera presencial, por videoconferencia o por cualquier sistema 
que permita la comunicación de los participantes entre sí, esta determinación también se 
debe comunicar a las partes en el auto que cite a la audiencia. 
En la audiencia, el Tribunal Arbitral deberá, en primer lugar, intentar la conciliación de las 
partes, de no ser posible se dejará constancia de ello y se continuará con la audiencia. Si las 
partes llegan a una conciliación, el Tribunal la aprueba mediante auto que hace tránsito a 
cosa juzgada y presta mérito ejecutivo, si este contiene una obligación clara expresa y 
exigible. Si no se llega a un acuerdo o el acuerdo es parcial se deja constancia de esta 
situación, y se continúa el procedimiento arbitral con los puntos en conflicto. En caso de 
acuerdo parcial, este deberá quedar incorporado en el laudo que ponga fin a la controversia. 
De manera que, si no se llega a una conciliación, el tribunal procede a fijar el litigio, 
practicar las pruebas y escuchar las alegaciones de las partes. Dentro de la audiencia, si el 
Tribunal lo considera necesario para tomar una decisión sobre la controversia, podrá 
decretar pruebas de oficio. De la audiencia se debe levantar acta. 
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La no asistencia de las partes no impedirá al Tribunal dictar laudo, siempre que este pueda 
decidir con los hechos y los documentos de la demanda y la contestación, cuando esta se 
haya producido. 
D. Intervinientes en el arbitraje diferentes a las partes 
Respecto a la intervención en el proceso de otros sujetos distintos a las partes originales del 
proceso, deberá aplicarse lo dispuesto en el Estatuto Arbitral. Un punto importante es el 
llamamiento en garantía, para lo cual resulta conveniente observar lo dispuesto por la Corte 
Suprema de Justicia en la sentencia STC6760-2019351, en la cual se concluye que la 
Superintendencia de Industria y Comercio es competente para brindar solución al 
llamamiento en garantía en el proceso que conoce, en virtud de una relación de consumo, 
ya que es una vicisitud que surge al interior del proceso. Es necesario, entonces, atender a 
esta decisión, porque el arbitraje de consumo está previsto para resolver controversias 
entorno a una relación de consumo, pero esa jurisprudencia y las normas del Estatuto 
Arbitral dejan la puerta abierta para que en el arbitraje de consumo el reclamado pueda 
llamar en garantía, lo cual, según la Corte Suprema de Justicia, hará que el consumidor 
tenga mayor expectativa de la satisfacción de su pretensión y atiende al principio de 
economía procesal. 
1. La intervención de procuradores delegados 
El numeral 7 del artículo 277 constitucional dispone que el Procurador General de la 
Nación directamente o a través de sus delegados y agentes tiene la función de intervenir en 
los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en 
defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías 
fundamentales. En ese mismo sentido, el artículo 45 del Decreto 262 del 2000, dispone que 
los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos civiles actuarán 
también ante los tribunales arbitrales que conozcan de procesos civiles, cuando sea 
necesario defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos 
fundamentales, individuales, colectivos o del ambiente.  
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Por su parte, el Código General del Proceso en el numeral 4 del artículo 45 establece que el 
Ministerio Público intervendrá ante los tribunales arbitrales, según las reglas especiales de 
la materia y el Estatuto Arbitral que es la regla especial en la materia establece que el 
Ministerio Público está facultado para intervenir en los procesos arbitrales en los que 
intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, en defensa 
del orden jurídico, del patrimonio público y los derechos y garantías fundamentales.  
De manera que, de acuerdo con el estatuto arbitral el Ministerio Público podrá intervenir 
cuando esté involucrada una entidad pública o quien cumpla funciones administrativas. No 
obstante, dado que la regulación sobre arbitraje de consumo sería especial, es posible 
contemplar que el Ministerio Público a través de sus delegados intervenga en los procesos 
arbitrales que considere necesarios para efectos de cumplir sus funciones constitucionales. 
2. Intervención de sujetos con relación de consumo, pero sin contrato de consumo. 
Resulta importante traer a colación la diferencia entre relación de consumo y contrato de 
consumo que se desarrolló en el primer capítulo, pues hay relación de consumo aún cuando 
no exista un contrato de consumo de por medio, entre el consumidor final y el empresario, 
productor o proveedor. Dada esta diferencia, es necesario advertir que el arbitraje de 
consumo no se puede circunscribir de manera exclusiva al contrato de consumo, sino que 
debe cobijar, de manera general, las relaciones de consumo, pues de lo contrario no se 
lograría el fin último del arbitraje de consumo: la protección de los derechos de los 
consumidores. Además, la firma del contrato no puede ser el único criterio a tener en 
cuenta a la hora de determinar las partes que en realidad hacen parte de la relación y  que, 
por tanto, deben entenderse vinculadas al arbitraje352, sin perjuicio de la unidireccionalidad 
propia del arbitraje de consumo. 
Lo anterior fue tenido en cuenta  en el Decreto Legislativo No. 1071 del 2008, que es el que 
norma el arbitraje en Perú, pues el artículo 14353 extiende el convenio arbitral a quienes 
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353 De acuerdo con la exposición de motivos, esta disposición se incluyó con el fin de adoptar un esquema 
más flexible y acorde con el mundo de los negocios. PERÚ. MINISTERIO DE JUSTICIA. Exposición de 
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pretendan derivar derechos o beneficios del contrato354, esto es importante, pues en materia 
de consumo el consumidor final es quien deriva los derechos y beneficios del bien o 
servicio objetos del contrato de consumo.   
De manera que, el pacto arbitral debe extender sus efectos más allá de la parte contractual, 
esto es, al verdadero consumidor final del bien o servicio. Esto puede ser posible, en la 
medida en que así como el Estatuto Arbitral dispone que cuando se cede un contrato que 
contenga un pacto arbitral355, se debe entender cedida la cláusula compromisoria, se debería  
permitir que los consumidores, como destinatarios finales de un bien o servicio, aún sin 
contrato de consumo puedan reclamar mediante arbitraje de consumo, cuando el pacto se 
haya constituido entre el adquirente directo y el empresario, productor o proveedor. Lo 
anterior cobra fuerza si se entiende que cuando al consumidor final le es transmitido el bien 
o servicio, también se le están transmitiendo los derechos existentes que se derivan de la 
adquisición inicial356. 
Así mismo, se debe tener en cuenta que, en materia de consumo, podría resultar útil la 
aplicación de la figura de contratos en cadena, en la que, por ejemplo, si un sujeto distinto 
al directo adquirente resulta perjudicado y el fabricante ha incluido una cláusula de arbitraje 
en el contrato, todos, incluido el adquirente perjudicado, quedan cobijados por dicha 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
motivos del Decreto Legislativo No. 1071. Disponible en: http://spij.minjus.gob.pe/Textos-
PDF/Exposicion_de_Motivos/DL-2008/DL-1071.pdf 
 
354  “Artículo 14. Extensión del convenio arbitral. El convenio arbitral se extiende a aquellos cuyo 
consentimiento de someterse a arbitraje, según la buena fe, se determina por su participación activa y de 
manera determinante en la negociación, celebración, ejecución o terminación del contrato que comprende el 
convenio arbitral o al que el convenio esté relacionado. Se extiende también a quienes pretendan derivar 
derechos o beneficios del contrato, según sus términos”. D.L. 1071 del 2008, que norma el arbitraje.  
 
355 “Artículo 5o. Autonomía de la cláusula compromisoria. La inexistencia, ineficacia o invalidez del contrato 
no afecta la cláusula compromisoria. En consecuencia, podrán someterse a arbitraje las controversias en las 
que se debata la existencia, eficacia o validez del contrato y la decisión del tribunal será conducente aunque 
el contrato sea inexistente, ineficaz o inválido. 
 
La cesión de un contrato que contenga pacto arbitral, comporta la cesión de la cláusula compromisoria”. 
 
356 Cfr. GÓMEZ CARDONA, Germán Andrés. La conexidad contractual y sus efectos sobre la extensión del 
pacto arbitral a los vinculados no signatarios. Trabajo de grado para optar por el título de Máster en Derecho 
Empresarial. Cali: Pontificia Universidad Javeriana, 2018, p. 23. 
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cláusula, aunque no hayan hecho parte del contrato, sin perder de vista que solamente el 
consumidor el que puede iniciar  el trámite del arbitraje de consumo357.  
E. Duración 
El plazo para dictar y notificar el laudo, incluyendo la decisión sobre su aclaración, adición 
o corrección, es recomendable que sea de tres (3) meses desde el día siguiente de la 
presentación de la solicitud. Antes de vencido el plazo, este puede ser prorrogado por un (1) 
mes más, decisión que deberá ser motivada. Si las partes logran una conciliación total, el 
plazo para dictar el auto que la aprueba es de quince (15) días desde la adopción del 
acuerdo, ese auto hace tránsito a cosa juzgada y presta mérito ejecutivo, en caso de 
contener una obligación expresa, clara y exigible.  No obstante, las partes pueden, en 
cualquier momento antes de la emisión del laudo, terminar el arbitraje de manera anticipada 
por desistimiento o por mutuo acuerdo. 
El cómputo del plazo puede suspenderse de acuerdo con lo establecido en el Estatuto 
arbitral, en ese sentido se puede suspender por mutuo acuerdo de las partes, inhabilidad, 
renuncia, o relevo cuando hay muerte de uno de los árbitros, pero en este caso la suspensión 
no podrá ser mayor a quince (15) días.  
F. Laudo 
El laudo, por regla general, pone fin a la controversia, dictando una decisión de fondo. Sin 
embargo, el Tribunal puede poner fin a sus actuaciones, mediante laudo que no pone fin a 
la controversia cuando las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones, caso en el 
cual en el laudo deberá constar si queda expedita la vía judicial. 
El laudo debe contener como mínimo el lugar y fecha de emisión; los datos de 
identificación de las partes; la descripción de la controversia; la valoración de las pruebas; 
si es en derecho, los fundamentos de hecho y de derecho para tomar la decisión y, si es en 
equidad, los conocimientos según el leal saber y entender; el nombre y la firma de los 
miembros del Tribunal arbitral. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
357 IBOLEÓN SALMERÓN, Belén. Op. Cit.,  p.72. 
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Cuando se trate de árbitros colegiados, la decisión se adoptará por la mayoría de votos y 
será firmado por todos los árbitros. Sin embargo, la firma de alguno de los árbitros no 
genera la invalidez el laudo. Si hay un árbitro que salva voto, deberá expresar los motivos 
en el laudo.  
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el numeral 9 del artículo 56 del Estatuto del 
Consumidor, en el laudo los árbitros pueden fallar las pretensiones de la forma que 
considere más justa para las partes según lo probado en el proceso, con plenas facultades 
para fallar infra y ultra petita. No así extra petita, porque a diferencia de los jueces, los 
árbitros sólo pueden fallar sobre lo que las partes dispongan que pueden fallar, lo que está 
determinado en el pacto arbitral. 
Respecto del laudo, como ocurre en el arbitraje común, cualquiera de las partes, puede 
dentro del término que señale la Ley, solicitar su aclaración, corrección y adición. Así 
mismo, si los árbitros advierten que el laudo debe ser aclarado, corregido o adicionado, lo 
pueden hacer de oficio dentro del mismo término. 
IX. Recursos procedentes 
Frente a los laudos únicamente proceden, de manera excepcional, los recursos 
extraordinarios de anulación y de revisión de llegarse a presentar alguna de las causales 
previstas de manera taxativa en la Ley, para cada uno de ellos.  
A. Recurso de anulación 
El recurso extraordinario de anulación procede por unas causales específicas, que son las 
mismas previstas en el Estatuto Arbitral. De manera que, de acuerdo con el artículo 41 del 
Estatuto Arbitral y teniendo en cuenta la especialidad del presente arbitraje, el recurso de 
anulación procede cuando:  
1. Se presenta inexistencia, invalidez o inoponibilidad del pacto arbitral. 
2. Hay caducidad de la acción, o falta de jurisdicción o de competencia. 
3. No se constituyó el tribunal en forma legal. 
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4. El recurrente se encuentra en alguno de los casos de indebida representación, o falta de 
notificación o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad. 
5. Se negó el decreto de una prueba pedida oportunamente o se dejó de practicar una prueba 
decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión 
oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiera tener incidencia en la 
decisión. 
6. Se profirió el laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o corrección después del 
vencimiento del plazo establecido para este efecto. 
7. Se falló en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, siempre que esta 
circunstancia aparezca manifiesta en el laudo, o viceversa. 
8. El laudo contiene disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión 
o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la parte 
resolutiva o influyan en ella y hubiesen sido alegados oportunamente ante el tribunal 
arbitral. 
 9. El laudo no decidió sobre cuestiones sujetas al arbitramento o sobre cuestiones no 
sujetas a la decisión de los árbitros. En este caso no procede la anulación cuando el laudo 
hubiese concedido más de lo pedido, ya que estos su decisión puede ser ultra petita.   
Las causales de inexistencia, invalidez o inoponibilidad del pacto arbitral; caducidad de la 
acción, o falta de jurisdicción o de competencia; no constitución del tribunal en forma legal, 
sólo podrán invocarse si el recurrente hizo valer los motivos constitutivos cuando conoció 
de la admisión de la solicitud, de la asunción de competencia o de la conformación del 
Tribunal Arbitral. La causal de emisión del laudo o la decisión sobre su aclaración, adición 
o corrección después del vencimiento del plazo establecido no podrá ser alegada en la 
anulación por la parte que no la hizo valer oportunamente ante el Tribunal Arbitral una vez 
expirado el término358. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
358 Artículo 41, Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
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De acuerdo con el Estatuto Arbitral, el recurso de anulación debe interponerse ante el 
Tribunal Arbitral, indicando las causales que se invocan, dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la notificación del laudo o de la decisión que contenga la aclaración, corrección 
o adición. Del recurso se le corre traslado a la otra parte por quince (15) días y una vez 
vencido este término, el secretario envía los documentos y el expediente a la autoridad 
competente con competencia en el lugar donde tuvo sede el arbitraje, para que esta resuelva 
el recurso359. La interposición y el trámite del recurso extraordinario de anulación no 
suspenden el cumplimiento de lo resuelto en el laudo360.  
Si el recurso fue interpuesto de manera extemporánea, no se hubiere sustentado o no 
hubiese invocado alguna de las causales señaladas en la ley, la autoridad competente 
rechazará de plano el recurso361.  
Una vez admitido el recurso, el expediente pasará al despacho para sentencia, la cual deberá 
proferirse dentro de los tres (3) meses siguientes. En la sentencia se liquidarán las condenas 
y costas a que hubiere lugar362. 
Mediante el recurso de anulación no se busca que la autoridad judicial competente se 
pronuncie sobre el fondo de la controversia, califique o modifique los criterios, 
motivaciones, valoraciones probatorias o interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral 
al adoptar el laudo363. 
El laudo se anulará cuando prospere el recurso por las causales de inexistencia, invalidez o 
inoponibilidad del pacto arbitral; caducidad de la acción, o falta de jurisdicción o de 
competencia; no constitución del tribunal en forma legal; indebida representación, o falta 
de notificación o emplazamiento; negación  del decreto de una prueba pedida 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
359 Artículo 40 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
360 Artículo 42 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
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oportunamente o no práctica de una prueba decretada, sin fundamento legal; emisión del 
laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o corrección después del vencimiento del 
plazo establecido para este efecto y la de emisión de un fallo en conciencia o equidad, 
debiendo ser en derecho. Por su parte, se corregirá o modificará el laudo, si el recurso 
prospera por las demás causales364.  
Si lo que prospera es la inexistencia, invalidez o inoponibilidad del pacto arbitral o la 
caducidad de la acción, o falta de jurisdicción o de competencia, se debe remitir al juez 
competente para que continúe el proceso a partir del decreto de pruebas y las pruebas que 
se hubiesen practicado conservarán su validez y tendrán eficacia, respecto de las partes que 
tuvieron oportunidad de controvertirla365.  
En el caso de la anulación del laudo por las causales de no constitución del tribunal en 
forma legal; indebida representación, o falta de notificación o emplazamiento; negación  
del decreto de una prueba pedida oportunamente o no práctica de una prueba decretada, sin 
fundamento legal o la de emisión del laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o 
corrección después del vencimiento del plazo establecido para este efecto emisión de un 
fallo en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, o viceversa, el interesado podrá 
citar al Tribunal Arbitral, en el que conservarán validez las pruebas debidamente 
practicadas y las actuaciones que no se hubieren visto afectadas por la anulación366. 
La sentencia que anule el laudo total o parcialmente cumplido, ordenará las restituciones a 
que hubiere lugar. Si el recurso no prospera se condenará en costas al recurrente367.  
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
364 Artículo 43 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
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B. Recurso de revisión  
El laudo y la sentencia que resuelve del recurso de anulación son susceptibles de revisión, 
en los términos del Código General del Proceso. En este sentido el recurso de revisión 
procede por368:  
1. Encontrar documentos, después de pronunciada la sentencia, que habrían variado la 
decisión contenida en ella, y que el recurrente no pudo aportarlos al proceso por fuerza 
mayor o caso fortuito o por obra de la parte contraria. 
2. La declaración de falsedad por la justicia penal sobre documentos decisivos para el 
pronunciamiento de la sentencia recurrida. 
3. La condena penal por falso testimonio a las personas cuyas declaraciones fueron base de 
la sentencia.  
4. La condena penal al perito por ilícitos cometidos en la producción del dictamen pericial 
en el cual se fundó la sentencia 
5. La existencia de sentencia penal que declare que hubo violencia o cohecho en el 
pronunciamiento de la sentencia recurrida. 
6. La existencia de colusión u otra maniobra fraudulenta de las partes en el proceso en que 
se dictó la sentencia, sin necesidad de haberse llevado a cabo investigación penal, siempre 
que haya causado perjuicios al recurrente. 
7. Indebida representación o falta de notificación o emplazamiento del recurrente, siempre 
que no haya sido saneada la nulidad. 
8. Nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y que no era susceptible de 
recurso. 
9. Contrariedad de la sentencia con otra anterior que constituya cosa juzgada entre las 
partes del proceso en que aquella fue dictada, siempre y cuando el recurrente no hubiera 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
368 Artículo 355 de la Ley 1564 de 2012, por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se 
dictan otras disposiciones. 
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podido alegar la excepción en el segundo proceso por habérsele designado curador ad lítem 
y haber ignorado la existencia de dicho proceso. No obstante, no se puede invocar esta 
causal cuando en el segundo proceso se propuso la excepción de cosa juzgada y esta fue 
rechazada. 
Sin embargo, no será posible interponer recurso extraordinario de revisión por las casuales 
de indebida representación o falta de notificación cuando, teniendo la oportunidad, no se 
interpuso recurso de anulación por esos motivos369.  
El trámite a seguir es el estipulado para este recurso en el Código General del Proceso.  Si 
prospera el recurso de revisión, la autoridad judicial dictará la sentencia que en derecho 
corresponda. 
X. Acción de tutela contra el laudo 
No obstante que, de acuerdo con el Estatuto Arbitral, sólo proceden los recursos 
extraordinarios  de anulación y de revisión, en muchas ocasiones y dado que las causales de 
dichos recursos impiden que se impugne el laudo por asuntos sustanciales, especialmente 
por violación a derechos fundamentales, la acción de tutela contra laudos ha sido un 
instrumento recurrido para controvertir los laudos370.  
Lo anterior es posible dado que, como lo ha señalado la Corte Constitucional, los laudos 
arbitrales se equiparan a las sentencias judiciales en cuanto a la procedencia de la acción de 
tutela, pues esta será procedente frente a laudos cuando estos vulneren, amenacen o afecten 
los derechos fundamentales de las partes o de terceros371. Sin embargo, esta equiparación 
no es absoluta, para efectos de la acción de tutela, dado el carácter especial del arbitraje, 
pues el examen de procedibilidad es más riguroso, en la medida en que el arbitraje se 
fundamenta en la voluntad de las partes para sustraer sus controversias de la justicia 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
369 Artículo 45 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
370 Cfr. BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Op. Cit., p. 445.   
 
371 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-055 de 3 de febrero de 2014. M.P. Alberto 
Rojas Ríos.  
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ordinaria y someterse a una decisión arbitral, lo que implica procurar por la permanencia de 
la decisión arbitral, ya que someter el arbitraje a instancias de la justicia ordinaria 
implicaría de alguna manera desconocer dicha voluntad, por ello las vías procesales para 
impugnar los laudos son limitadas y extraordinarias, y están previstas para controvertir 
aspectos de procedimiento372.  
Con lo anterior, entonces, se puede concluir que la excepcionalidad de la procedencia de la 
acción de tutela frente a providencias judiciales se  hace más exigente cuando se trata de 
laudos arbitrales, en la medida en que, de acuerdo con la Corte Constitucional, se debe 
procurar por: i) la estabilidad jurídica de los laudos; ii) el carácter excepcional y transitorio 
del arbitraje; iii) el respeto de la voluntad de las partes para acudir al arbitraje; iv) el respeto 
del margen de autonomía de los árbitros al tomar la decisión que no debe ser invalidada por 
la decisión del juez de tutela, en el sentido en que este está impedido para pronunciarse 
sobre el fondo de la controversia arbitral 373; v) la procedencia excepcional de la acción de 
tutela, en el sentido en que exige que se haya configurado una vulneración directa de 
derechos fundamentales; vi) la aplicación de la doctrina de las vías de hecho a los laudos 
arbitrales sea aplicada atendiendo a la naturaleza propia del arbitraje, lo que implica que su 
procedencia se circunscribe a hipótesis de vulneración directa de derechos fundamentales; y 
vii) el carácter subsidiario de la acción de tutela, ya que sólo procede si se ha acudido a los 
recursos previstos por el ordenamiento jurídico para impugnar los laudos, pero persiste la 
vía mediante la cual se busca la protección de un derecho fundamental vulnerado, como es 
el debido proceso374.  
En este sentido, mediante la acción de tutela no se puede revivir una instancia o plantear 
asuntos que llevan a estudiar el fondo del asunto debatido en el arbitraje, el juez se debe  
limitar a estudiar posibles vulneraciones de derechos fundamentales, y procede sólo de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
372 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-033 de 3 de mayo de 2018. M.P. Alberto 
Rojas Ríos. 
 
373 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SU-174 de 14 de marzo de 2007. M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa.  
 
374 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SU-500 de 6 de agosto de 2015. M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez. 
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manera subsidiaria a los otros mecanismos de impugnación, salvo que, por las causales 
taxativas para su procedencia, se trate de una materia excluida de la anulación y se trate de 
la vulneración de derechos fundamentales375.  
En cuanto a las restricciones de la doctrina de las vías de hecho en materia de acción de 
tutela contra laudos arbitrales, la sentencia T-466 de 2011376 recoge la jurisprudencia 
constitucional al respecto, caracterizando los defectos que constituyen una vía de hecho en 
los juicios arbitrales, de la siguiente manera:  
El defecto sustantivo se presenta cuando i) los árbitros basan su decisión en una norma que 
es evidentemente inaplicable a la controversia, desconociendo de manera directa un 
derecho fundamental; ii) el laudo no tiene motivación material o esta es manifiestamente 
irrazonable; iii) la interpretación o aplicación que se hizo de la norma aplicable en la 
materia objeto de controversia desconoce las sentencias con efectos erga omnes que han 
definido su alcance; iv) la interpretación de la norma no tuvo en cuenta otras disposiciones 
aplicables a la controversia, necesarias para una interpretación sistemática; y v) no se 
observó la norma aplicable a la controversia. 
Por su parte, el defecto orgánico se manifiesta cuando hay ausencia de competencia de los 
árbitros para resolver el litigio, porque obraron manifiestamente por fuera del ámbito 
definido por las partes o porque se pronunciaron sobre materias no arbitrables.  
El defecto procedimental en materia de laudos se revela cuando los árbitros dictaron el 
laudo de manera completamente contraria al procedimiento acordado por las partes o, en su 
defecto, definido en la ley, como en el caso del arbitraje de consumo, y esto conllevó a una 
vulneración directa del derecho de defensa y de contradicción. El defecto procedimental, 
para que sea una vía de hecho, debe tener incidencia directa en el sentido de la decisión 
adoptada, en la medida en que si no se hubiere presentado se habría llegado a una decisión 
completamente opuesta. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
375 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-033 de 3 de mayo de 2018. M.P. Alberto 
Rojas Ríos. 
 
376 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-033 de 9 de junio de 2011. M.P. Jorge Iván 
Palacio Palacio. 
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El defecto fáctico se configura cuando los árbitros: i) no valoraron una prueba determinante 
para resolver del litigio; ii) realizaron una apreciación probatoria que vulneró de manera 
directa derechos fundamentales; o (iii) fundamentaron su valoración probatoria basados en 
una interpretación jurídica manifiestamente irrazonable. Respeto de este defecto, también 
resulta necesario que este haya sido determinante en la decisión final contenida en el laudo. 
En conclusión, con el fin de proteger los derechos fundamentales de las partes sometidas al 
arbitraje de consumo, es procedente la acción de tutela contra laudos arbitrales, sin 
embargo, es más restringida y exigente su admisibilidad que en la acción de tutela contra 
providencias judiciales, por las características especiales propias de la naturaleza del juicio 
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CAPÍTULO III. ACUMULACIÓN SUBJETIVA DE PRETENSIONES EN EL 
ARBITRAJE DE CONSUMO 
I. Beneficios de la acumulación subjetiva de pretensiones en el arbitraje de consumo 
La acumulación subjetiva de pretensiones hace referencia a que, en una misma solicitud de 
arbitraje de consumo, varios consumidores deciden presentar sus pretensiones en conjunto 
para que sean resueltas en un mismo trámite377, sin que esto implique que las relaciones 
materiales en que se basan las pretensiones pierdan la independencia378. 
La utilización de esta figura trae varias consecuencias y fines que expone REGGIARDO 
SAAVEDRA, que terminan por ser ventajas para el arbitraje de consumo, a saber: 
i) Permite un ahorro de recursos,  dado el efecto de las economías de escala, en el sentido 
en que reduce por demandante el costo per cápita de cada pretensión, pues se pueden 
dividir los gastos derivados del proceso379. Así pues, los consumidores podrán unirse para 
plantear una solicitud más sólida, con más pruebas, pruebas cuyos costos podrán dividirse, 
y los empresarios, proveedores o productores, por su parte, pueden enfocarse en un sólo 
proceso, reducir el tiempo invertido en las audiencias380 y, con ello, evitar  desgastarse en 
diferentes trámites con discusiones que en el fondo son las mismas. El aparato judicial o, en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
377 Cfr. REGGIARDO SAAVEDRA, Mario. Aplicación práctica de la acumulación en el proceso civil. En: 
Themis Revista de Derecho, no. 58, Perú, p. 146. 
 
378  En este punto, resulta necesario resaltar las diferencias entre las acciones de grupo y el litisconsorcio 
facultativo, provocado por la acumulación subjetiva de pretensiones. Una diferencia importante es que en la 
acción de grupo el interés afectado se trata como un todo durante el proceso y sólo recupera su individualidad 
en el momento de la sentencia; mientras que en el caso del litisconsorcio facultativo, que se conforma con la 
acumulación subjetiva de pretensiones, los derechos individuales no pierden su individualidad en el proceso. 
Otra diferencia es la que hace referencia al tratamiento que reciben los litisconsortes frente al que reciben los 
miembros del grupo. Los primeros son considerados litigantes separados y no admite un tratamiento colectivo 
de la pretensión; mientras que los miembros del grupo no se pueden tener como litigantes separados, dada la 
naturaleza del trámite colectivo. A pesar de ello, el ordenamiento jurídico colombiano permite que dentro de 
la acción de grupo se presenten pretensiones individuales y trata como litigantes separados a los miembros del 
grupo, lo que resulta siendo un híbrido entre la acción colectiva y el litisconsorcio facultativo, pues la acción 
de grupo no es un trámite meramente colectivo, en la medida en que permite que a través de esta acción se 
presenten pretensiones individuales de los miembros del grupo. GUAYACÁN ORTIZ, Juan Carlos. Op. Cit., 
pp. 478 – 480.  
 
379 Ibídem, pp. 147 - 148. 
 
380 Ibídem, p. 148. 
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este caso, el sistema arbitral, también ahorra tiempo cuando se tramitan varias pretensiones 
en un mismo proceso381. 
ii) Genera incentivos para invertir en el litigio, pues dada la división de los costos entre los 
demandantes, permite que el esfuerzo de la inversión en el proceso por cada uno sea más 
alto y, esto termina por repercutir en una mejor inversión en el proceso en general, 
incrementando la posibilidad de éxito en el proceso, porque por ejemplo pueden tener 
acceso a un mejor abogado, aunque no sea necesario en el arbitraje de consumo, o a un 
mejor perito, en el caso de requerirse pruebas periciales. 
iii) Aumenta la capacidad de negociación frente a una posible conciliación, pues entre más 
alto sea el valor de las pretensiones, más posibilidades de que el demandado deba asumir al 
mismo tiempo una deuda más alta si resulta vencido en el proceso, respecto de todas las 
pretensiones. Lo anterior, porque el riesgo de éxito de todas las pretensiones formuladas 
individualmente es menor que el de las pretensiones que se formulan en una misma 
solicitud, porque se ha podido invertir en el proceso más de lo que se habría podido invertir 
en un proceso individual, por lo que la parte activa es más fuerte y a la parte pasiva le 
conviene llegar a un acuerdo que reduzca los costos de una posible derrota382. 
iv) Materializa el principio de economía procesal, en la medida en que busca minimizar los 
costos administrativos del proceso383, pues un grupo de consumidores que se vean afectados 
por una misma causa y reclaman frente al mismo empresario pueden mediante un único 
trámite arbitral hacer valer sus derechos y resolver las controversias generadas, de manera 
que, en lo posible, no van a existir tantos trámites arbitrales como consumidores afectados 
reclamen por la misma causa, sino que en un solo proceso se van a resolver todas las 
pretensiones de los consumidores que presentaron la solicitud de manera conjunta.  
v) Mitigación del riesgo de fallos contradictorios. Al permitir la acumulación subjetiva de 
pretensiones en el arbitraje de consumo se reduce el riesgo de la emisión de decisiones 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
381 Ibídem, p. 148.  
 
382 Ibídem, p. 148 -149.  
 
383 Ibídem, p. 147. 
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contradictorias frente a un mismo problema jurídico, en donde lo que cambia, 
principalmente, es el consumidor reclamante, lo que trae, a su vez, mayor seguridad 
jurídica al ordenamiento jurídico. 
vi) Facilita la reconstrucción de la verdad que sirve para resolver las pretensiones384, esta no 
es mencionada por REGGIARDO SAAVEDRA, pero ROJAS GÓMEZ la recoge. Esta 
resulta ser una ventaja de la acumulación subjetiva de pretensiones, en la medida en que el 
proceso va a contar con más pruebas, y esto le ayuda al juez a tener una mejor 
representación de lo que ha ocurrido en la realidad. 
II. Variaciones del arbitraje con acumulación subjetiva de pretensiones y acumulación 
de solicitudes frente al arbitraje individual de consumo 
La acumulación subjetiva de pretensiones no afecta la estructura ni el desarrollo del 
arbitraje de consumo, pero es importante estudiar algunos aspectos procesales del arbitraje 
de consumo que resultan propios de la inclusión de esta figura. Por su parte, la acumulación 
de solicitudes se puede asemejar a la acumulación de demandas en el proceso ordinario, 
que se inspira en el principio de economía procesal y que se concibió para que una o varias 
demandas, no judicializadas, puedan ser agregadas a un proceso preexistente, siempre que 
se hubieren podido acumular las pretensiones de todas las demandas en una sola385, lo que 
va a permitir que en arbitraje de consumo, la Junta Arbitral en algunos casos decida 
acumular solicitudes, en los términos que se indicarán en líneas posteriores.   
A. Aspectos procedimentales 
Para que proceda la acumulación subjetiva de pretensiones en el arbitraje de consumo es 
necesario que se sigan las reglas establecidas en artículo 88 el Código General del Proceso 
para efectos de acumulación subjetiva de pretensiones, esto es:  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
384 Cfr. ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. Cit., p. 79. 
 
385 Cfr. PRIETO BALLÉN, Néstor Orlando. Acumulación de procesos y demandas en el Código General del 
Proceso. En: CRUZ TEJADA, Horacio. El proceso civil a partir del Código General del Proceso. Bogotá: 
Universidad de los Andes, 2017, p. 451. 
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1. Que el juez sea competente para conocer de todas, sin tener en cuenta la cuantía. Lo que 
se traduce en materia de arbitraje de consumo en que todos deben contar con un pacto 
arbitral. 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, a menos que se propongan como 
principales y subsidiarias. 
3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento, es decir, que todas puedan 
tramitarse vía arbitraje de consumo, es decir, debe haber un pacto arbitral que habilite al 
tribunal arbitral para conocer de la controversia.   
4. Que cumplan con alguno de los siguientes criterios: i) que provengan de la misma causa; 
ii) que versen sobre el mismo objeto.; iii) que se hallen entre sí en relación de dependencia.; 
o iv) que deban servirse de unas mismas pruebas. 
La Junta Arbitral competente para conocer de una solicitud con acumulación subjetiva de 
pretensiones es aquella que tenga competencia en todo el ámbito territorial del domicilio de 
los consumidores afectados, por lo que incluso puede llegar a conocer del trámite arbitral la 
Junta Arbitral Nacional386.  
Ahora bien, es posible que varios consumidores presenten sus solicitudes por separado, es 
decir, que no haya acumulación subjetiva de pretensiones, pero por tratarse de solicitudes 
frente al mismo reclamado y provenientes de la misma causa, la Junta Arbitral competente 
puede acumular las solicitudes, para que sean tramitadas por un único procedimiento y por 
el mismo tribunal arbitral, caso en el cual este podrá ser colegiado.  
De tal manera, la Junta Arbitral puede acumular las solicitudes que se pretenden frente a un 
mismo reclamado cuando concurra la misma causa que motiva la solicitud, lo que va a 
reducir los costos del arbitraje para la administración, así como, evitar decisiones 
contradictorias y propender por la economía procesal. La acumulación de solicitudes debe 
hacerse antes de que se haya fijado fecha para la audiencia de la primera solicitud, pues de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
386 LABORDA VALLE, Emilio. Op. Cit., p. 295. 
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lo contrario el consumidor de la otra solicitud llegaría tarde a la práctica de pruebas y se 
puede abrir la puerta a posibles desconocimientos de los derechos de contradicción y de 
defensa, especialmente, en materia probatoria, pues la práctica de pruebas se realiza en la 
audiencia al igual que las alegaciones de las partes.  
1. Conformación de la parte activa y representación de los consumidores 
La acumulación subjetiva de pretensiones conforma un litisconsorcio facultativo en el 
extremo activo de la solicitud, en la medida en que la parte reclamante está conformada por 
una pluralidad de sujetos que presentan en una sola solicitud pretensiones que se hubiesen 
podido llevar por separado, por corresponder a diferentes relaciones materiales, pero que de 
manera voluntaria, facultativa, los sujetos han querido tramitarlas en un solo proceso387.  
Ahora bien, cuando es la Junta Arbitral la que acumula solicitudes de arbitraje de consumo, 
entonces, en ese momento se formará un litisconsorcio facultativo en el extremo activo del 
arbitraje, que va a tener los mismos efectos de la acumulación subjetiva de pretensiones en 
una única solicitud.  
La acumulación subjetiva de pretensiones puede resultar sencilla en los casos en que los 
consumidores que presentan la solicitud no son muchos, no obstante, esto se complica y 
puede impedir el logro de los fines del arbitraje si se trata de un número importante de 
consumidores. En estos casos, los consumidores deben presentar su solicitud a través de la 
asociación de consumidores competente en el territorio donde estén domiciliados los 
consumidores afectados, quien va a fungir como representante de estos, para poder darle un 
orden al proceso arbitral y que no se convierta en un trámite de imposible desarrollo y 
resolución. 
Lo anterior, dado que, en virtud del numeral 1.9 del artículo 3 de la Ley 1480 de 2011, los 
consumidores tienen derecho a la representación por sus organizaciones o voceros 
autorizados por ellas, para la solución de sus reclamaciones y que, de acuerdo con el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
387 ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Op. cit., pp. 78-79. 
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numeral 4 del artículo 58 de la misma Ley, las ligas y asociaciones de consumidores 
legalmente constituidas podrán representar a los consumidores.  
En esa medida es posible que si un consumidor o varios consumidores acuden a una liga o 
asociación en la que manifiesten su interés de iniciar una solicitud de arbitraje de consumo 
y estén buscando asesoría, si esas consultas se motivan en una misma causa y frente un 
mismo empresario, productor o proveedor y la asociación advierte que se podría presentar 
en una solicitud pretensiones acumuladas, puede incentivar a los consumidores a unirse en 
una sola solicitud frente al reclamado. Para ello podrá también, convocar a otros 
consumidores que quieran unirse a la solicitud, para que, en el término que la asociación 
establezca, presenten un documento que contenga los hechos, las pretensiones y las pruebas 
que tienen en su poder y con base en ello, presentar una única solicitud con acumulación 
subjetiva de pretensiones frente a la Junta Arbitral correspondiente para que esta le dé 
trámite. 
La convocatoria que realice la asociación de consumidores no resulta vinculante ni es la 
única vía que tienen los consumidores afectados para reclamar, pues de no querer 
conformar un litisconsorcio facultativo, pueden hacer valer sus derechos en un proceso 
separado, ya sea por la vía arbitral o por la vía judicial.  
No está demás advertir que los consumidores deben tener pacto arbitral con el empresario, 
productor o proveedor en cualquiera de sus modalidades, dada la voluntariedad del 
arbitraje. No obstante, pueden presentarse las siguientes situaciones:  
i) Que todos los consumidores tengan pacto arbitral previo o exista oferta pública de 
adhesión. En este caso, dado que hay una variación en el arbitraje de consumo por la 
acumulación de pretensiones es necesario que el reclamante acepte que la solicitud sea 
tramitada con acumulación subjetiva de pretensiones, de lo contrario, se tramitaran por 
separado. Si los consumidores no están de acuerdo en tramitar sus pretensiones mediante 
solicitudes separadas, deberán poder presentar una demanda ante la jurisdicción ordinaria y 
se les deberá tener en cuenta como fecha de presentación, el día de presentación de la 
solicitud, siempre que se presente dentro de los veinte (20) días siguientes a la ejecutoria de 
la providencia arbitral que da por terminada la vía arbitral y ordena archivar el expediente. 
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ii) Que unos consumidores tengan pacto arbitral previo y otros no. En este caso, el 
reclamado deberá aceptar frente a estos que sus controversias se ventilen a través del 
arbitraje de consumo y si el reclamado decide no aceptar el arbitraje de consumo, esa 
decisión no va a afectar a los demás consumidores que sí tienen pacto arbitral, quienes 
podrán continuar con el arbitraje de consumo con sus pretensiones acumuladas, siempre 
que el reclamado acepte que la solicitud se tramite con las pretensiones acumuladas, de lo 
contrario, se deberá proceder como se dispuso en el punto anterior. 
Los consumidores que no formaron el pacto arbitral podrán intentar la vía judicial, teniendo 
en cuenta lo ya comentado respecto a la fecha de presentación de la demanda.  
iii) Que ninguno de los consumidores tenga pacto arbitral con el reclamado, caso en el cual 
este deberá aceptar que la solicitud sea tramitada con la acumulación subjetiva de 
pretensiones y si no la acepta, deberá manifestar si acepta que se tramiten de manera 
individual, de no ser así, a los consumidores les queda la vía judicial, para presentar una 
demanda con acumulación subjetiva de pretensiones o varias demandas, de manera 
individual, bajo lo expuesto con anterioridad respecto a la fecha que se debe tener en cuenta 
para la presentación de la demanda.  
De forma que, como se puede observar, el reclamante siempre debe prestar su aceptación 
para que se lleve a cabo el trámite con la acumulación subjetiva de pretensiones, así cuente 
con un pacto arbitral previo, salvo que esta aceptación ya la haya manifestado en los pactos 
previos con los diferentes consumidores o en la oferta pública de adhesión, casos en los 
cuales no podrá negarse a que se tramite el arbitraje de esta manera. Sin embargo, cuando 
es la Junta Arbitral, la que decide de oficio acumular las distintas solicitudes no resulta 
plausible que el reclamado tenga que aceptar dicha acumulación para poder continuar con 
el procedimiento y con sus solicitudes acumuladas, pues es una decisión para la cual está 
facultada la Junta Arbitral, atendiendo a los principios de economía procesal y de celeridad.  
2. Conformación de la parte pasiva 
Cuando se ha hablado en el presente capítulo de acumulación subjetiva de pretensiones se 
ha hecho referencia a un litisconsorcio facultativo de la parte activa del arbitraje de 
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consumo, por lo que la conformación de la parte pasiva del mismo no se ve alterada por la 
acumulación subjetiva de pretensiones. No obstante, dada la responsabilidad solidaria del 
proveedor y el productor establecida en el Estatuto del Consumidor, lo que puede ocurrir es 
que en la parte pasiva se conforme un litisconsorcio cuasinecesario, si los consumidores 
deciden demandar a ambos, lo cual podría ocurrir también en un arbitraje de consumo sin 
litisconsorcio facultativo en el extremo activo, pero en este caso se configura una 
circunstancia especial debido a que el reclamado debe aceptar el proceso arbitral cuando 
hubo solicitud con acumulación subjetiva de pretensiones, aún cuando exista pacto arbitral 
previo, salvo que se haya aceptado expresamente esta situación en dicho pacto arbitral o en 
la oferta pública de adhesión, como se expuso en el párrafo precedente. 
Por lo tanto, resulta importante resaltar que en caso de incluirse tanto al proveedor como al 
productor como reclamados en la solicitud de arbitraje de consumo con acumulación 
subjetiva de pretensiones, para que el arbitraje de consumo pueda continuar con ambos, es 
necesario que los dos cuenten con pacto arbitral previo con todos los consumidores 
reclamantes y/o que los dos den su consentimiento para que las controversias se lleven de 
manera acumulada en la misma solicitud con las pretensiones de los diferentes 
consumidores. Frente a estos requisitos pueden presentarse las siguientes situaciones: 
i)  Que los dos tengan pacto arbitral previo y/o acepten el arbitraje de consumo con 
acumulación subjetiva de pretensiones, situación en la cual se continuará el trámite arbitral 
de consumo con ambos.  
ii) Que alguno de los dos, pero no ambos, tenga pacto arbitral previo y/o haya aceptado 
tramitar el proceso arbitral con acumulación de pretensiones. En este caso es posible 
continuar el procedimiento arbitral con quien tenga pacto arbitral previo con los 
consumidores y/o haya aceptado el arbitraje de consumo con acumulación subjetiva de 
pretensiones. 
iii) Que ninguno acepte el arbitraje de consumo con acumulación subjetiva de pretensiones, 
pero sí lo acepten siempre que se tramite de manera individual. En este caso se aplicará lo 
ya expuesto en el acápite anterior para esta hipótesis, es decir, los consumidores podrán 
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decidir si continúan por el trámite arbitral de manera individual o acuden a la justicia 
ordinaria, presentando una demanda con acumulación subjetiva de pretensiones   
iv) Que ninguno de los dos tenga pacto arbitral previo con los consumidores ni haya 
aceptado el arbitraje de consumo con pretensiones acumuladas subjetivamente en la 
solicitud. En este caso se debe archivar el trámite arbitral y se le deberá comunicar al 
extremo activo esta situación, lo cual habilita a los consumidores a llevar sus pretensiones 
ante la justicia ordinaria, en las mismas condiciones descritas con anterioridad.  
3. Consecuencias procedimentales de la acumulación subjetiva de pretensiones en el 
extremo activo del arbitraje de consumo 
La primera consecuencia que se desprende de la presentación de la solicitud con una 
acumulación subjetiva de pretensiones, como ya se ha mencionado en líneas anteriores, es 
la conformación de un litisconsorcio facultativo en el extremo activo del trámite arbitral, 
por lo que deberá aplicarse lo dispuesto para este tipo de litisconsorcio. En el litisconsorcio 
facultativo, según el artículo 60 del Código General del Proceso, cada litisconsorte se 
considera como litigante separado, lo que quiere decir que lo que cada uno de ellos realice 
en el proceso, no aprovecha ni afecta a los demás litisconsortes, sin que esto perjudique la 
unidad del proceso. 
En este sentido, cada una de las partes puede realizar de manera autónoma sus actos de 
disposición sobre los derechos en litigio; los efectos de la interrupción de la prescripción y 
la inoperancia de la caducidad se surten para cada uno de los litisconsortes de manera 
separada; las pruebas son comunes a todos, pero debe tenerse en cuenta que la confesión la 
hace cada uno por separado y la declaración de cada uno de los litisconsortes puede ser 
testimonio respecto de los demás litisconsortes388. Mención especial merece el contenido 
del laudo. 
  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	   	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
388 Cfr. CANOSA SUAREZ, Ulises. Partes y terceros en el CGP. En: XL Congreso Colombiano de Derecho 
Procesal. Bogotá: Universidad Libre e Instituto Colombiano de Derecho Procesal, 2019, p.795.  
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4. Laudo 
Dado que, a partir de la acumulación subjetiva de pretensiones en una solicitud se conforma 
un litisconsorcio facultativo, en el cual las relaciones materiales son diferentes, las 
cuestiones litigiosas deben decidirse de manera individual, el laudo deberá contener tantas 
decisiones como litisconsorcios facultativos haya en el proceso. De forma que, si bien todos 
los consumidores presentan una única solicitud con pretensiones acumuladas, es posible 
que para algunos se decida de manera favorable y para otros no.  
En este sentido, si por ejemplo, uno de los consumidores interpone el recurso extraordinario 
de anulación, ni el recurso ni lo que se resuelva en este va a afectar lo decidido respecto de 
las otras relaciones materiales decididas en el laudo, tal y como sucede en la justicia 
ordinaria.  
Un aspecto importante a tener en cuenta es que el laudo sólo va a tener efectos respecto de 
las partes involucradas en el trámite arbitral, de manera que, a diferencia de lo que sucede 
en una acción de grupo, si un consumidor no se hizo parte en la solicitud de arbitraje de 
consumo ni expresó no querer hacer parte, podrá iniciar el trámite arbitral de manera 
individual. Esto garantiza que, por ejemplo, las indemnizaciones que reciban los 
consumidores realmente sean las que por derecho les corresponden.  
De forma que, la acumulación subjetiva de pretensiones, permite el ahorro de tiempo y de 
dinero en el trámite de la solicitud de arbitraje, permitiendo que varias pretensiones de 
varios consumidores afectados se resuelvan mediante un mismo proceso, por un mismo 
tribunal arbitral y en un mismo laudo, sin que ello implique una unión material de las 
diferentes relaciones sustanciales que se debaten, pues cada una conserva su independencia 
respecto de las otras y el tribunal, así mismo, decidirá de manera individual sobre cada una 
de ellas en el laudo, de acuerdo con las variables que se puedan presentar en cada una de las 
relaciones.   
En suma, a partir del entendimiento del derecho efectivo a la administración de justicia 
como herramienta para hacer valer los derechos de los consumidores que puedan resultar 
afectados, se hace viable la configuración de un Sistema Arbitral de Consumo en 
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Colombia, en la medida en que no sólo le asegura a los consumidores y a los empresarios, 
productores y  proveedores la solución pronta de sus controversias, que es un supuesto 
esencial del derecho efectivo a la administración de justicia, también permite la promoción 
del respeto por los derechos de los consumidores, reduciendo el número de litigios que 
puedan surgir por la vulneración de los mismos. Teniendo en cuenta lo anterior, se quiso 
presentar en este escrito una posible manera de implementar la configuración de un Sistema 
Arbitral de Consumo en Colombia, teniendo en cuenta la regulación procesal y sustancial 
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CONCLUSIONES 
1. La protección efectiva de los derechos de los consumidores depende de la eficacia de los 
mecanismos procesales con que se cuentan para hacerlos valer, de lo contrario esos 
derechos no van a poder materializarse y no va a existir una verdadera protección a los 
consumidores.  
2. La materialización del derecho al acceso efectivo a la administración de justicia no se 
limita a la existencia de mecanismos para la protección de los derechos, sino que implica la 
solución de las controversias de una manera célere y pronta, respetando los derechos al 
debido proceso y a la defensa y contradicción.  
3. Los mecanismos de tutela actuales con los que cuentan los consumidores presentan 
algunas falencias, si se realiza un análisis en términos costo – beneficio, pues el costo de 
llevar adelante un proceso supera en muchas ocasiones el beneficio que obtiene el 
consumidor que lo promueve.  
4. Las acciones de grupo pueden ser una salida para reducir los costos, ya que los 
consumidores que la promueven se pueden dividir los costos que implica ejercer la misma, 
como los honorarios del abogado y los costos de las pruebas. No obstante, presenta 
inconvenientes que hacen dudar de la efectividad de este mecanismo en materia de 
consumo.  
5. La acumulación subjetiva de pretensiones en una acción ordinaria de consumo, si bien 
cumple con el objetivo de reducir los costos en dinero, el factor tiempo, sigue siendo un 
problema a la hora de garantizarle a los consumidores un acceso efectivo a la 
administración de justicia, por el análisis costo (en tiempo) – beneficio, que termina por 
desmotivar a los consumidores para iniciar un proceso.  
6. El arbitraje de consumo se instituye como una vía eficaz y célere para resolver 
controversias derivadas de las relaciones de consumo, permitiendo a los consumidores y a 
los empresarios reducir los costos de tiempo y dinero de un proceso ordinario y 
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aumentando las posibilidades de recuperar sus relaciones comerciales, dada la rapidez con 
la que se resuelven las controversias.  
7. En el arbitraje de consumo, la acumulación subjetiva de pretensiones supera el 
inconveniente del costo en tiempo que se presenta en la justicia ordinaria, permitiendo a los 
consumidores reducir los costos per cápita que el proceso representa para cada uno y, a su 
vez, obtener una solución pronta de sus controversias.  
8. Para el desarrollo del arbitraje de consumo en Colombia, se hace necesario fortalecer la 
Red Nacional de Protección al Consumidor, especialmente la promoción de las 
asociaciones y ligas de consumidores, para lograr una mayor cobertura, en la medida en que 
estas organizaciones estén presentes en todo el territorio nacional y así lograr que la 
protección de los derechos de los consumidores llegue a todos los rincones del país.  
9. A la vez que se fortalece la Red Nacional de Protección al Consumidor, a través de la 
misma, deben promoverse los derechos de los consumidores, para que estos puedan saber a 
ciencia cierta a qué tienen derecho y las vías con las que cuentan para protegerlos en caso 
de vulneración y para que los empresarios, productores y proveedores modifiquen sus 
conductas al respeto por los derechos de los consumidores.  
10.  No obstante que el arbitraje es una gran herramienta, es importante  ir superando la 
cultura del litigio y empezar a optar por una cultura en donde las soluciones a las 
controversias se resuelvan mediante el diálogo, esa sería la mejor solución para la 
descongestión de la justica y para que las partes involucradas queden satisfechas con la 
resolución de sus controversias, no por nada la conciliación debe intentarse antes de 
proceder con las demás actuaciones dentro del arbitraje de consumo y, en general, dentro de 
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